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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE CALDAS 

SALA 4ª UNITARIA DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: AUGUSTO MORALES VALENCIA 

Manizales, quince (15) de NOVIEMBRE de dos mil veintidós (2022) 

 

A.I. 423 

 

Atendiendo la solicitud realizada por el apoderado judicial de la 

CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CALADS -CORPOCALDAS-, FÍJASE 

como nueva fecha para llevar a cabo la AUDIENCIA PÚBLICA PARA 

RECEPCIÓN DEL TESTIMONIO del señor JHON JAIRO CHISCO LEGUIZAMÓN, 

el día MIÉRCOLES VEINTITRÉS (23) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS 

(2022) A LAS TRES DE LA TARDE (3:00 p.m.), dentro del incidente de 

desacato promovido por la señora ALBA MARINA BETANCUR CASTAÑO.  

 

La audiencia se realizará a través de la plataforma LIFESIZE, a través del 

siguiente link: https://call.lifesizecloud.com/16228321   

 

NOTIFÍQUESE 

 

AUGUSTO MORALES VALENCIA 

 Magistrado Ponente 

https://call.lifesizecloud.com/16228321


 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

Magistrado Sustanciador: Fernando Alberto Álvarez Beltrán  
  

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Radicación17 0012333000202200169 00 
Clase: Protección    de    los    derechos    e intereses colectivos 
Demandante: Madeleine Giraldo Marín y otros 
Demandado: Aguas de Manizales – Corporación Autónoma de Caldas -
Corpocaldas –Municipio de Manizales. 
 
 
Mediante auto de 02 de noviembre de 2022 se convocó a audiencia de pacto 

para este día (15 de noviembre de 2022) 02:00 p.m.; no obstante, se hace 

necesario aplazar la celebración de la mencionada audiencia en virtud de 

informes aportados por el municipio de Manizales, donde se discute a quien 

corresponde el mantenimiento de la vía; y por la solicitud de vinculación del 

Departamento de Caldas, de manera que, se fijará nueva fecha para 

audiencia de pacto, y se vincula al departamento de Caldas por lo que se 

resuelve:  

 

1. Vincular al Departamento de Caldas al medio de control de Protección 

de los derechos e intereses colectivos presentada por la señora 

Madeleine Giraldo Marín y otros, contra Aguas de Manizales –

Corporación Autónoma de Caldas -Corpocaldas –Municipio de 

Manizales. 

2. Notifíquese personalmente este auto al representante legal del 

Departamento de Caldas mediante mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales, anexándoles copia del 

presente auto, del escrito de acción popular y los anexos. 

3. Correr traslado de la demanda al Departamento de Caldas, por el 

término de diez (10) días; dentro de los cuales podrá contestar la 

demanda, solicitar la práctica de pruebas y proponer excepciones, 

conforme lo disponen los artículos 22 y 23 de la Ley 472 de 1998 y 199 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

4. Fijar como nueva fecha para la audiencia de pacto de cumplimiento de 
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conformidad con el artículo 27 de la ley 472 de 1998; en consecuencia, 

se convoca a la referida diligencia el día MIÉRCOLES SIETE (07) DE 

DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDÓS (2022) A LAS NUEVE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (09:30 a.m.), dentro del proceso de la 

referencia.  

 

Advierte este Despacho que dicha audiencia se realizará mediante la 

plataforma LifeSize, y que, en caso de requerir allegar algún memorial como 

sustituciones, renuncias de poderes u otros documentos para que sean 

tenidos en cuenta en la audiencia, se sirvan remitirlos previamente a más 

tardar el día anterior a la celebración de la misma, únicamente al correo 

tadmin02cld@notificacionesrj.gov.co  

  

De igual manera, se allega en esta providencia el enlace para el ingreso a 

la audiencia inicial que se convoca, el cual corresponde a la conexión 

mediante plataforma Lifesize, el cual es el mismo que se había dispuesto en 

el auto que convocaba inicialmente:   

https://call.lifesizecloud.com/16247698    

  

Se recomienda a las partes, e intervinientes que antes de ingresar a la 

plataforma de Lifesize verifiquen su conexión a internet, así como el correcto 

funcionamiento de la cámara y el micrófono del dispositivo a través del cual 

ingresarán a la audiencia virtual convocada. 

 

Notifíquese 

 

Firmado Por:

Fernando Alberto Alvarez Beltran

Magistrado

Despacho 02

Tribunal Administrativo De Caldas
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 0a1a7c5584f0a113f338a6c98beec9f223bb7edf9cf6a8084174caf0c2fb2040

Documento generado en 15/11/2022 02:21:35 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

mailto:tadmin02cld@notificacionesrj.gov.co
https://call.lifesizecloud.com/16247698
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Sala Quinta de Decisión- 

 
Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
S.:165 

 
Asunto:  Sentencia de segunda instancia 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicación:  17001-33-33-003-2020-00178-02 

Demandante: Myriam Chica Serna 

 Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio  

 

Aprobado en Sala extraordinaria de Decisión, según consta en Acta 

nº046 del 15 de noviembre de 2022 

 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo previsto por los artículos 243 y 247 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

CPACA1, corresponde a esta Sala de Decisión desatar el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 14 de marzo de 

2022, proferida por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Manizales, que negó las súplicas de la demanda dentro del proceso de nulidad 

y restablecimiento del derecho promovido por la señora Myriam Chica Serna 

contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG2). 

 

DEMANDA 

 

En ejercicio de este medio de control radicado el 13 de agosto de 2020 (archivo 

02 C1Instancia del expediente digital), se solicitó lo siguiente: 

 

Pretensiones 

 

1. Que se declare la nulidad del acto ficto del surgido de la petición del 28 

junio del 2019, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año, conforme lo establece el numeral 2 literal b del artículo 15 

                                                 
1 En adelante, CPACA. 
2 En adelante, FOMAG. 
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de la Ley 91 de 1989. 

 

2. Que como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del 

derecho: 

 

-Se reconozca, liquide y pague la prima de mitad de año a que tiene 

derecho por ser pensionado por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y que no tuvo derecho al reconocimiento de la 

pensión gracia, debido a que fue vinculada por primera vez a la docencia 

oficial, en fecha posterior al 1 de enero de 1981, a partir del 26 de agosto 

de 2018 equivalente a una mesada pensional. 

 

3. Que se ordene la aplicación de los reajustes anuales sobre la pensión 

conforme lo establece la Constitución Política de Colombia y la Ley.  

 

4. Que se reconozca y pague las mesadas atrasadas, desde el momento de 

la consolidación del derecho hasta la inclusión en la nómina del 

pensionado. Que el pago del incremento decretado se siga realizando en 

las mesadas futuras como reparación integral del daño. 

 

5. Que se ordene a las partes demandadas al cumplimiento del fallo de 

acuerdo con el artículo 192 y siguientes del CPACA. 

 

6. Que se ordene el reconocimiento y pago de los ajustes de valores a que 

haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de cada 

una de las diferencias en las mesadas pensionales decretadas, por 

tratarse de sumas de tracto sucesivo, tomando como base la variación del 

índice de precio al consumidor. 

 

7. Que se condene en costas a la parte accionada de conformidad con el 

artículo 188 del código de procedimiento administrativo. 

 

Hechos 

 

Como fundamento fáctico de la demanda, la parte actora expuso lo siguiente: 

 

1. La señora Myriam Chica Serna se vinculó a la docencia oficial en fecha 

posterior al 1 de enero de 1981 y en condición de pensionado por el 

FOMAG no tiene derecho a que la UGPP reconozca a su favor la pensión 

gracia. 

 

2. La parte actora solicitó la pensión de jubilación ante el Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de Educación del 

Departamento de Caldas, misma que le fue reconocida por dicha entidad 
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a través de la Resolución n° 422 del 12 de julio de 2012 por valor de 

$1.825.723. 

 

3. El día 28 de junio de 2019, la parte demandante radicó petición ante la 

entidad convocada, solicitando el reconocimiento y pago de una prima 

de mitad de año que fue creada por la ley 91 de 1989, artículo 15 numeral 

2°, con la indexación correspondiente. 

 

4. Mediante acto ficto, fue negado el reconocimiento y pago del derecho 

reclamado. 

 

Normas violadas y concepto de la violación 

 

La parte actora estimó como violadas las siguientes disposiciones:  

 

o Artículo 15 de la Ley 91 de 1989, y  

o Sentencia de unificación SUJ-014-CE-S2-2019 consejero ponente César 

Palomino Cortés. 

 

Aclamó que el objeto de haber establecido esta prestación, fue en 

compensación por haber perdido la pensión de gracia.  

 

Por tanto indicó que el derecho incoado, fue establecido entes de que fuera 

reconocido en la Ley 100 de 1993; así mismo precisó que cuando se estableció 

el pago de la mesada adicional para los pensionados en el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993,  ya existía  para los docentes del Magisterio que fueron 

vinculados después de 1981; y con la Ley 91 de 1989 una prima de medio año 

equivalente a una mesada pensional a partir de la adquisición del derecho 

pensional, sin que, se realizaran alguna derogatoria del beneficio reclamado. 

 

Refirió las sentencias C-461 de 1995, C-409 de 1994, C-506 de 2006 y el Acto 

Legislativo 1 de 2005 por medio del cual se adiciono el parágrafo transitorio 1 

del artículo 48 de la Constitución Política de Colombia, por tanto concluyó 

que en esas condiciones es claro que el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 

de 1989, nada tiene que ver con la mesada pensional causada con 

posterioridad al año 2005, pues el régimen especial, que contiene la misma, 

identifica una prima que equivale a una mesada pensional, situación diferente 

a la prestación acontecida como mesada adicional a los docentes en el mes de 

junio de cada año. 

 

Regulación que fue confirmada en la sentencia de unificación de la sección 

segunda del Consejo de Estado SUJ – 014 –CE- S2-2019, consejero ponente 

César Palomino Cortés. 
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CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG no contestó la 

demanda. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

 

El 14 de marzo de 2022, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Manizales dictó sentencia (archivo 10, C1Instancia del expediente digital), a 

través de la cual negó las pretensiones de la demanda y se abstuvo de 

condenar en costas a la parte demandante. Lo anterior, con fundamento en lo 

siguiente:  

 

Precisó el marco normativo de lo expuesto en el artículo 15 de la Ley 91 de 

1989 y en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, que hacen referencia a la 

mesada adicional de mitad de año para los pensionados. 

 

En consecuencia, explicó que el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dispuso 

que el reconocimiento de la mesada adicional para los pensionados, su 

contenido técnico es similar a la prima de mitad de año. 

 

Argumentó que esta mesada tal como fue prevista en la Ley 100 de 1993, era 

reconocida a los pensionados antes de la entrada en vigencia de dicha ley, sin 

embargo la norma ha sufrido una seria de transformaciones en virtud del 

análisis de constitucionalidad efectuado por la  Corte Constitucional 

mediante sentencia C-409 de 1994 a la misma, así como por la adición 

introducida por la Ley 238 de 1995 al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, que 

amplió los sujetos titulares de dicha mesada adicional, y la modificación 

efectuada por el artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 2005 al artículo 48 de la 

Constitución que determinó un límite temporal y modal al reconocimiento de 

esa mesada. 

 

Reiteró que con la reforma constitucional plasmada en el Acto Legislativo 01 

de 2005, en lo que respecta al inciso octavo del mismo, fue la de limitar el 

número de mesadas anuales para todos los pensionados, sea que pertenezcan 

al régimen general de pensiones, o a algún régimen especial o exceptuado, 

estableciéndose como única excepción la señalada en el parágrafo transitorio 

sexto. 

 

Finalmente concluyó que si la adquisición del estatus de docente pensionado 

es posterior al 26 de julio de 2005, no procede la mesada adicional nº14, pero 

si el docente pensionado se retiró del servicio después de esta última fecha, 

tiene derecho a percibir la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993 o como excepción si el demandante percibe una pensión igual 



Exp.: 17001-33-33-003-2020-00178-02  5 

 

o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes y la misma se 

causó antes del 31 de julio de 2011. 

 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante memorial (archivo 12, C1Instancia del expediente digital), la parte 

demandante recurrió la sentencia de primera instancia, solicitando revocar la 

providencia y acceder a las pretensiones de la demanda, con fundamento en 

lo siguiente. 

 

Recalcó que, de acuerdo con las normas transcritas, es claro que los docentes 

con vinculación en la docencia oficial con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003 (26 de junio de 2003) se rigen por lo establecido en la 

Ley 91 de 1989 y por el régimen general de pensiones, esto es, por la Ley 33 

de 1985; mientras que los docentes vinculados a partir de la entrada en 

vigencia de la Ley 812 de 2003, se regirán por el sistema general de pensiones 

establecido en la Ley 100 de 1993. 

 

Explicó que la prima de mitad de año establecida en el numeral 2 literal b del 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989, no pude confundirse con la mesada adicional 

de junio o mesada catorce (14) prevista en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 

y que tampoco puede restringirse el alcance de dicha prima a lo establecido 

en el parágrafo transitorio 6 del Acto Legislativo 01 de 2005. 

 

Agregó que el objeto de la prestación, fue en compensación por haber perdido 

la pensión de gracia, por lo que el derecho solicitado, fue establecido mucho 

antes de reconocer la mesada en la Ley 100 de 1993. 

 

Citó los preceptos jurisprudenciales contemplados en la sentencia C-409 de 

1994 y C-461 de 1995, en cuento a los beneficios que trata el numeral 2 literal 

b del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y en la similitud de lo previsto en el 142 

de la Ley 100 de 1993, es decir existe equivalencia entre “una mesada 

pensional” (monto de la prima de mitad de año de la Ley 91) y “30 días de 

pago de la pensión” (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo 

en cuenta que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) 

que recibe un pensionado en virtud de su derecho a la pensión; por lo que los 

pensionados del FOMAG, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 

no se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a quienes 

se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social que contempla la Ley 100 de 

1993. 

 

Resaltó que es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la 
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mesada adicional del artículo 142 de la Ley 100 de 1993, luego de la sentencia 

C-409 de 1994, no está condicionado por aspectos temporales. 

 

Puntualizó sobre la legislación en materia pensional anterior a la Ley 100 de 

1993, y en especial las Leyes 33 de 1973, 12 de 1975, 4 de 1976, 44 de 1980, 113 

de 1985 y 91 de 1989, en las cuales no se encontraban algún beneficio 

equivalente o similar a la mesada adicional que estable la Ley 100 de 1993, o 

a la prima adicional de medio año que contempla la Ley 91 de 1989, para los 

docentes vinculados con anterioridad al 1° de enero de 1981 que no sean 

acreedores a la pensión de gracia. 

 

Concluyó que la Ley 91 de 1989 no fue modificada en ninguno de los apartes 

por el Acto Legislativo número 01 de 2005, sigue vigente en su integridad y, 

por lo tanto, la prima de mitad de año debe ser reconocida a los docentes 

afiliados al Fondo de Prestaciones del Magisterio ingresados con a partir del 

1 de enero de 1989. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG.  Se pronunció en 

escrito que obra en el expediente digital, archivos 007 C2Instancia. 

 

 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

El Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 

 

TRÁMITE PROCESAL DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Reparto.  Para conocer del recurso de alzada, el expediente fue repartido a 

este Tribunal el 17 de junio de 2022, y allegado el 21 de junio del mismo año 

al Despacho del Magistrado Ponente de esta providencia (archivos 01 y 02 

C2Instancia del expediente digital). 

 

Admisión y alegatos.  Por auto del 21 de junio de 2022 se admitió el recurso 

de apelación. La parte demandada se pronunció en esta esta procesal; el 

Ministerio Público no rindió concepto en esta oportunidad, (archivo 02 

C2Instancia del expediente digital). 

 

Paso a Despacho para sentencia. El 12 de agosto de 2022 el proceso ingresó a 

Despacho para sentencia, la que se dicta en seguida, en aplicación de lo 

dispuesto por el artículo 247 del CPACA, modificado por el artículo 67 de la 

Ley 2080 de 2021.  Se precisa que por tratarse de un asunto que versa sobre 

un caso similar a los ya decididos por esta Corporación, y en procura de la 

celeridad y agilidad para dar solución a dichos temas, se profiere este fallo sin 
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tener en cuenta el orden de ingreso del proceso a Despacho para tal efecto, tal 

como se autoriza por el artículo 18 de la Ley 446 de 1998, en armonía con lo 

previsto por el artículo 115 de la Ley 1395 de 2010. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL  
 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra la sentencia dictada en primera instancia por el Juzgado 

Tercero Administrativo del Circuito de Manizales, en los estrictos términos 

en que aquel fue presentado. 

 

Problema jurídico 

 

La cuestión que se debe resolver en el sub examine se centra en dilucidar lo 

siguiente: 

 

¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago de la prima de mitad de 

año equivalente a una mesada pensional conforme lo prevé el numeral 2 artículo 15 

de la Ley 91 de 1989? 

 

Para despejar el problema planteado, la Sala abordará los siguientes aspectos: 

i) hechos probados; ii) régimen general de seguridad social; iii) prima de 

mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones sociales del 

magisterio; y iv) examen del caso concreto. 

 

1.- Hechos debidamente acreditados 

 

La siguiente es la relación de los hechos debidamente probados que resultan 

relevantes para solucionar el caso concreto: 

 

1. Por Resolución 422 del 12 de julio de 2012, se reconoció la pensión de 

jubilación por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a favor de 

la señora Myriam Chica Serna por valor de $1.825.723. 

 

2. La parte actora radicó solicitud ante la entidad accionada, para el 

reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, contemplada en el 

numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

3. La parte actora se posesionó como docente el 14 de febrero de 1974. 

 

2.- Régimen general de seguridad social 
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El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio 

público obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y 

control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad; asimismo se garantiza como un derecho irrenunciable, servicio 

prestado por entidades públicas y privadas, que brinda los recursos 

destinados al mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado 

garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 

legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 19933, tuvo 

como objeto garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de 

mejorar la calidad de vida, y la dignidad humana, a través de las instituciones 

públicas y privadas prestadoras de los servicios, como un servicio esencial 

bajo los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, 

unidad y participación. 

 

El artículo 11 ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003, prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.” 

 

3.- Prima de mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones 

sociales del magisterio  

 

El artículo 53 de la Constitución Política establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El artículo 11 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 

de 2003, prevé sobre su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

                                                 
3
 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
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beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.”-

negrilla de la Sala- 

 

La mesada adicional de diciembre para los pensionados de los sectores 

público, oficial semioficial y privado los empleados públicos, incluidos 

docentes, fue creada por la Ley 4ª de 1976: “Artículo 5º Los pensionados de que 

trata esta ley o las personas a quienes de acuerdo con las normas legales vigentes se 

transmite el derecho recibirán cada año, dentro de la primera quincena del mes de 

diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad, en forma adicional a su 

pensión.” 

 

La Ley 91 de 1989 estipuló el régimen pensional para los docentes vinculados 

hasta el 31 de diciembre de 1980 y con posterioridad al 1 de enero de 1981. 

Para estos últimos previó una prima de medio año, que es la que se demanda 

en este proceso, equivalente a una mesada pensional: 

 

“ARTÍCULO  15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 

1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

  

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre 

de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el 

régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de 

conformidad con las normas vigentes. 

 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, 

para efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas 

vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 

de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las 

excepciones consagradas en esta Ley. 

  

2. Pensiones: 

  

A. Los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato 

de las Leyes 114 de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933 y demás normas que las 

hubieren desarrollado o modificado, tuviesen o llegaren a tener derecho a la 

pensión de gracia, se les reconocerá siempre y cuando cumplan con la totalidad 

de los requisitos. Esta pensión seguirá reconociéndose por la Caja Nacional de 

Previsión Social conforme al Decreto 081 de 1976 y será compatible con la 
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pensión ordinaria de jubilación, aún en el evento de estar ésta a cargo total o 

parcial de la Nación.  

  

B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, 

nacionales y nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1 de 

enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos de Ley, se reconocerá sólo 

una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual 

promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen 

vigente para los pensionados del sector público nacional y 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional.” -Negrilla y subrayado de la Sala- 

  

Luego, los artículos 50 y 142 de la Ley 100 de 1993 consagraron dos mesadas 

para los pensionados, la primera en noviembre y una mesada adicional, de 

interés para este proceso, pagadera en junio para los pensionados del sector 

público, correspondiente a treinta (30) días de valor de la pensión, dicha 

norma dispone:   

 

“ARTÍCULO 50. MESADA ADICIONAL. Los pensionados por vejez o 

jubilación, invalidez y sustitución o sobrevivencia continuarán recibiendo cada 

año, junto con la mesada del mes de noviembre, en la primera quincena del mes 

de diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad adicional a su 

pensión. 

 

(…) 

ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA PENSIONADOS. Los 

pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores 

públicos, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del 

Instituto de Seguros Sociales, así como los retirados y pensionados de las 

Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, tendrán derecho al reconocimiento 

y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda a cada uno de ellos 

por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio 

de cada año, a partir de 1994. 

 

PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo 

la cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario 

mínimo legal mensual.”- subrayado de la Sala - 

 

Es de recordar que la Ley 100 de 1993 estipuló en el artículo 279 un régimen 

de excepción:  

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social 

contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas 

Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 
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de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la 

presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

 

(…) Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a 

cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este 

Fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor 

de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación 

que para el efecto se expida. (…)” 

 

Teniendo en cuenta que la sentencia de C-409 de 1994 declaró inexequibles los 

apartes tachados del precitado artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dio lugar a 

la expedición del artículo 1º de la Ley 238 de 1995, que adicionó el artículo 279 

de la Ley 100 de 1993 sobre excepciones al sistema, de la siguiente manera: 

“… Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

La Sala de Consulta y Servicio Civil, en concepto 1857 de 2007 , ilustró sobre 

el tránsito legislativo de la Ley 238 de 1995 que: “… la iniciativa fue muy clara 

en el sentido de aplicar a un grupo de pensionados unos beneficios del régimen general, 

pero no planteó, ni se discutió, la modificación de los correspondientes regímenes 

especiales; de este modo, el texto aprobado muestra que con él se permite el 

reconocimiento de la mesada adicional a los sectores de pensionados exceptuados de 

ese régimen general pero sin modificar sus propios regímenes especiales para 

incorporarla a ellos.” 

 

La sentencia C-461 de 1995 de la Corte Constitucional, en cuya demanda se 

pretendía la extensión de la mesada del artículo 142 de la Ley 100 de 1993 a 

todos los docentes, explica que la prima de medio año y la mesada catorce son 

asimilables, y debían ampliarse el beneficio de la mesada adicional solamente 

a los docentes que no gozaban de pensión gracia vinculados con anterioridad 

al 1º de enero de 1981:  

 

“… el beneficio contemplado en el artículo 15, numeral 2°, literal b, de la Ley 

91 de 1989, según el cual los pensionados vinculados al Fondo con 

posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) adicionalmente de una 

prima de medio año equivalente a una mesada pensional", puede asimilarse 

a la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la Ley 100 de 1993…”: 

 

“En efecto, la Corte advierte que el beneficio contemplado en el artículo 15, 

numeral 2°, literal b, de la Ley 91 de 1989, según el cual los pensionados 

vinculados al Fondo con posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 
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pensional", puede asimilarse a la mesada adicional de que trata el artículo 142 

de la Ley 100 de 1993. 

 

En el artículo 15, numeral 2, literal b, de la Ley 91 de 1989, se dispone que los 

pensionados del Magisterio tienen derecho a la prima de medio año allí 

establecida, "adicionalmente" a la pensión de jubilación - pensión ésta que de 

manera inmediatamente anterior, concede el mismo artículo para los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981-. 

 

El monto de la prima de medio año del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, 

es el mismo que el de la mesada adicional contemplada en el artículo 

142 de la Ley 100 de 1993, ya que existe equivalencia entre "una mesada 

pensional" (monto de la prima de medio año de la Ley 91) y "30 días de pago 

de la pensión" (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo en cuenta 

que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) que recibe 

un pensionado en virtud de su derecho a la pensión.    

 

Los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 no 

se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a 

quienes se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social contemplado 

en la Ley 100 de 1993, en lo referente a la obtención de algún beneficio que 

compense la pérdida de poder adquisitivo de las pensiones, pues mientras los 

primeros reciben la prima adicional de medio año (artículo 15 Ley 91 

de 1989), los segundos reciben la mesada adicional (artículo 142 Ley 100 

de 1993), que son prestaciones equivalentes. 

 

Sin embargo, es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la mesada 

adicional del artículo 142 de la Ley 100, luego de la sentencia C-409 de 1994, 

no está condicionado por aspectos temporales.” 

 

El Acto Legislativo 01 de 2005 eliminó la posibilidad de recibir más de 13 

mesadas a los nuevos pensionados: 

 

“ARTÍCULO 1o. Se adicionan los siguientes incisos y parágrafos al artículo 

48 de la Constitución Política: 

 

"El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el 

pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes 

en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia 

de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo 

establecido en ellas". 
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(…) "Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la 

vigencia del presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece 

(13) mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa 

cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando 

no se hubiese efectuado el reconocimiento". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes 

nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio 

público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los 

docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la 

citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 

Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 

2003". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 

8o. del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión 

igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 

catorce (14) mesadas pensionales al año".  

 

En la exposición de motivos del proyecto de acto legislativo, se justificó la 

eliminación de la mesada 14 de la siguiente manera: 

 

“5.4 La eliminación de la decimocuarta mesada pensional 

 

Debe recordarse que esta mesada adicional fue creada por la Ley 100 de 1993 

para compensar la falta de ajuste de las pensiones reconocidas con anterioridad 

a 1988, es decir para compensar su pérdida de poder adquisitivo, y fue 

extendida a todas las demás pensiones por una decisión de la Corte 

Constitucional (Sentencia C-489/94), generando un desequilibrio adicional en 

la financiación de los pasivos pensionales. 

 

Dado el origen de esta mesada, no es razonable que la misma deba pagarse a los 

nuevos pensionados, cuyas pensiones se liquidan con base en lo dispuesto por 

la Ley 100 de 1993 y normas que la han modificado y no se ven expuestas a 

pérdida de poder adquisitivo. Es por ello que se propone su eliminación. 

 

El costo anual de esta mesada adicional asciende hoy a $1.1 billones. Sin 

embargo, debe aclararse que este costo no se va a reducir en la medida en que 

se seguirá pagando esta mesada a los actuales pensionados, pero dejará de 

incrementarse a futuro por efecto del presente Acto Legislativo. De acuerdo con 

las actuales proyecciones su eliminación reducirá el déficit operacional 
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acumulado en 12.9% del PIB, entre los años 2004 y 2050.” (PROYECTO DE 

LEY 034 CÁMARA - GACETA 385 DE 2004) 

 

El concepto 1857 de 2007  de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 

de Estado estimó que debido a los efectos del Acto Legislativo 01 de 2005 “… 

los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de vejez a 

partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 

01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el 

artículo 142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo”: 

 

“2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 

 

Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 

sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que por 

ley o negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes 

pensionales y su impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional presentó 

dos proyectos de acto legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 200, los 

cuales fueron acumulados para su estudio y trámite.  

 

Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 

“Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en 

vigencia del presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año.” 

 

Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los 

debates fue modificada para que la prohibición no quedara referida al 

reconocimiento de la pensión sino a su causación; así, la norma aprobada como 

inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo No. 01 del 2005, ordena: 

  

“Artículo 1º… 

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 

presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas 

pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen 

todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado su 

reconocimiento.” 

 

En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico de 

esa mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una 

excepción para los pensionados que reciban mesadas no superiores a tres 

salarios mínimos mensuales legales vigentes, siempre que reúnan los requisitos 

para pensionarse antes del 31 de julio del 2011; este acuerdo se recogió en el 

parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo No. 01 del 2005: 
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"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del 

presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior 

a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa 

antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas 

pensionales al año". 

 

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el 

Acto Legislativo No. 01 del 200, las personas que adquieran el derecho a la 

pensión recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la excepción 

establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está 

restringida en el tiempo y en sus destinatarios. 

 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de 

jubilación o de vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada 

en vigencia del Acto Legislativo No. 01 del 2005, no podrán recibir la 

mesada adicional del mes de junio creada por el artículo 142 de la ley 

100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo.” 

 

Como se anotó en precedencia, la prima de medio año de una mesada prevista 

en el literal b, numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es equivalente a 

la mesada prevista en el artículo 142 de la Ley 100 0de 1993, que se extendió 

en garantía del principio de igualdad a todos los docentes por la sentencia C-

461 de 1995, por la Ley 238 de 1995. 

 

Bajo este entendido, el Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso que, a partir de su 

entrada en vigor, ningún nuevo pensionado podría recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año, salvo aquellas personas que perciban una 

pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011. 

 

En sede de tutela, el Consejo de Estado ha considerado que esta interpretación 

“…no desconoce las normas aplicables al caso, ni el precedente judicial de la Sección 

Segunda del Consejo de Estado sobre la materia, por lo que para la Sala es claro que 

no vulneró los derechos fundamentales que la accionante alega conculcados.” 

 

4.- Examen del caso concreto 
 

De acuerdo con los parámetros normativos planteados en el Acto Legislativo 

01 de 2005, aplicable a los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, se procederá a analizar el caso particular, en aras de identificar 

si le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada de mitad de año. 

 

En el sub judice, a la parte actora le fue reconocido el derecho a la pensión de 

jubilación a través de la Resolución 422 del 12 de julio de 2012 por valor de 
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$1.825.723, teniendo en cuenta el tiempo laborado desde el 15 de febrero de 

1974 al 20 de septiembre del año 2010.  

 

De acuerdo con dicho acto adquirió el status pensional el 20 de septiembre de 

2010; además fue reconocida en cuantía superior de 3 SMLMV ($1.700.100). 

 

En consecuencia, no le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada 

adicional toda vez que no se encuentra dentro de las excepciones previstas en 

el Acto Legislativo 01 de 2005; dado que su derecho pensional fue causado 

con posterioridad a la vigencia de dicho acto, esto es el 25 de julio de 2005, 

además se reconoció en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

Por lo anterior, se denegarán las pretensiones de la demanda y se confirmará 

la sentencia de primera instancia. 

 

6.- Costas 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 188 del CPACA, adicionado 

por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021, esta Sala de Decisión se abstendrá de 

condenar en costas en esta instancia, como quiera que no observa que la 

demanda y los recursos de apelación hubieren sido presentados con 

manifiesta carencia de fundamento legal, como lo exige la norma, y además, 

no está probado en el proceso la causación de las mismas. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS, administrando justicia, en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

 

FALLA 

 

 

Primero.  CONFÍRMASE la sentencia del 14 de marzo de 2022, proferida por 

el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Manizales, dentro del 

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por la señora 

Myriam Chica Serna contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 

Segundo.  ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia, por lo 

brevemente expuesto. 

 

Tercero.  NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del CPACA. 
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Cuarto.  Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al 

Juzgado de origen y HÁGANSE las anotaciones pertinentes en el programa 

informático “Justicia Siglo XXI”. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

Ausente con permiso  

 
 

 

 

 

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
                      No.  205 
                      FECHA: 16/11/2022 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Sala Quinta de Decisión- 

 
Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
S.:166 

 
Asunto:  Sentencia de segunda instancia 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicación:  17001-33-39-007-2020-00152-02 

Demandante: Amparo Isaza Orozco 

 Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio  

 

Aprobado en Sala extraordinaria de Decisión, según consta en Acta 

nº046 del 15 de noviembre de 2022 

 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo previsto por los artículos 243 y 247 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

CPACA1, corresponde a esta Sala de Decisión desatar el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 22 de noviembre 

de 2021, proferida por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de 

Manizales, que negó las súplicas de la demanda dentro del proceso de nulidad 

y restablecimiento del derecho promovido por la señora Amparo Isaza 

Orozco contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG2). 

 

DEMANDA 

 

En ejercicio de este medio de control radicado el 14 de agosto de 2020 (archivo 

02 C1Instancia del expediente digital), se solicitó lo siguiente: 

 

Pretensiones 

 

1. Que se declare la nulidad del acto ficto del surgido de la petición del 28 

junio del 2019, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año, conforme lo establece el numeral 2 literal b del artículo 15 

                                                 
1 En adelante, CPACA. 
2 En adelante, FOMAG. 
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de la Ley 91 de 1989. 

 

2. Que como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del 

derecho: 

 

-Se reconozca, liquide y pague la prima de mitad de año a que tiene 

derecho por ser pensionado por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y que no tuvo derecho al reconocimiento de la 

pensión gracia, debido a que fue vinculada por primera vez a la docencia 

oficial, en fecha posterior al 1 de enero de 1981, a partir del 26 de agosto 

de 2018 equivalente a una mesada pensional. 

 

3. Que se ordene la aplicación de los reajustes anuales sobre la pensión 

conforme lo establece la Constitución Política de Colombia y la Ley.  

 

4. Que se reconozca y pague las mesadas atrasadas, desde el momento de 

la consolidación del derecho hasta la inclusión en la nómina del 

pensionado. Que el pago del incremento decretado se siga realizando en 

las mesadas futuras como reparación integral del daño. 

 

5. Que se ordene a las partes demandadas al cumplimiento del fallo de 

acuerdo con el artículo 192 y siguientes del CPACA. 

 

6. Que se ordene el reconocimiento y pago de los ajustes de valores a que 

haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de cada 

una de las diferencias en las mesadas pensionales decretadas, por 

tratarse de sumas de tracto sucesivo, tomando como base la variación del 

índice de precio al consumidor. 

 

7. Que se condene en costas a la parte accionada de conformidad con el 

artículo 188 del código de procedimiento administrativo. 

 

Hechos 

 

Como fundamento fáctico de la demanda, la parte actora expuso lo siguiente: 

 

1. La señora Amparo Isaza Orozco se vinculó a la docencia oficial en fecha 

posterior al 1 de enero de 1981 y en condición de pensionado por el 

FOMAG no tiene derecho a que la UGPP reconozca a su favor la pensión 

gracia. 

 

2. La parte actora solicitó la pensión de jubilación ante el Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de Educación del 

Departamento de Caldas, misma que le fue reconocida por dicha entidad 

a través de la Resolución n° 159 del 3 de marzo de 2014. 
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3. El día 28 de junio de 2019, la parte demandante radicó petición ante la 

entidad convocada, solicitando el reconocimiento y pago de una prima 

de mitad de año que fue creada por la ley 91 de 1989, artículo 15 numeral 

2°, con la indexación correspondiente. 

 

4. Mediante acto ficto, fue negado el reconocimiento y pago del derecho 

reclamado. 

 

Normas violadas y concepto de la violación 

 

La parte actora estimó como violadas las siguientes disposiciones:  

 

o Artículo 15 de la Ley 91 de 1989, y  

o Sentencia de unificación SUJ-014-CE-S2-2019 consejero ponente César 

Palomino Cortés. 

 

Aclamó que el objeto de haber establecido esta prestación, fue en 

compensación por haber perdido la pensión de gracia.  

 

Por tanto indicó que el derecho incoado, fue establecido entes de que fuera 

reconocido en la Ley 100 de 1993; así mismo precisó que cuando se estableció 

el pago de la mesada adicional para los pensionados en el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993,  ya existía  para los docentes del Magisterio que fueron 

vinculados después de 1981; y con la Ley 91 de 1989 una prima de medio año 

equivalente a una mesada pensional a partir de la adquisición del derecho 

pensional, sin que, se realizaran alguna derogatoria del beneficio reclamado. 

 

Refirió las sentencias C-461 de 1995, C-409 de 1994, C-506 de 2006 y el Acto 

Legislativo 1 de 2005 por medio del cual se adiciono el parágrafo transitorio 1 

del artículo 48 de la Constitución Política de Colombia, por tanto concluyó 

que en esas condiciones es claro que el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 

de 1989, nada tiene que ver con la mesada pensional causada con 

posterioridad al año 2005, pues el régimen especial, que contiene la misma, 

identifica una prima que equivale a una mesada pensional, situación diferente 

a la prestación acontecida como mesada adicional a los docentes en el mes de 

junio de cada año. 

 

Regulación que fue confirmada en la sentencia de unificación de la sección 

segunda del Consejo de Estado SUJ – 014 –CE- S2-2019, consejero ponente 

César Palomino Cortés. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG contestó la 
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demanda y planteó como medios exceptivos de mérito: “Legalidad de los actos 

administrativos atacados de nulidad”, “carencia de fundamento jurídico de las 

pretensiones”, “inexistencia de la obligación o cobro de no debido”. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

 

El 22 de noviembre de 2021, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito 

de Manizales dictó sentencia (archivo 19, C1Instancia del expediente digital), 

a través de la cual negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas 

a la parte demandante. Lo anterior, con fundamento en lo siguiente:  

 

Precisó el marco normativo de lo expuesto en el artículo 15 de la Ley 91 de 

1989 y en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, que hacen referencia a la 

mesada adicional de mitad de año para los pensionados. 

 

En consecuencia, explicó que el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dispuso 

que el reconocimiento de la mesada adicional para los pensionados, su 

contenido técnico es similar a la prima de mitad de año. 

 

Argumentó que esta mesada tal como fue prevista en la Ley 100 de 1993, era 

reconocida a los pensionados antes de la entrada en vigencia de dicha ley, sin 

embargo la norma ha sufrido una seria de transformaciones en virtud del 

análisis de constitucionalidad efectuado por la  Corte Constitucional 

mediante sentencia C-409 de 1994 a la misma, así como por la adición 

introducida por la Ley 238 de 1995 al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, que 

amplió los sujetos titulares de dicha mesada adicional, y la modificación 

efectuada por el artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 2005 al artículo 48 de la 

Constitución que determinó un límite temporal y modal al reconocimiento de 

esa mesada. 

 

Reiteró que con la reforma constitucional plasmada en el Acto Legislativo 01 

de 2005, en lo que respecta al inciso octavo del mismo, fue la de limitar el 

número de mesadas anuales para todos los pensionados, sea que pertenezcan 

al régimen general de pensiones, o a algún régimen especial o exceptuado, 

estableciéndose como única excepción la señalada en el parágrafo transitorio 

sexto. 

 

Finalmente concluyó que si la adquisición del estatus de docente pensionado 

es posterior al 26 de julio de 2005, no procede la mesada adicional nº14, pero 

si el docente pensionado se retiró del servicio después de esta última fecha, 

tiene derecho a percibir la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993 o como excepción si el demandante percibe una pensión igual 

o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes y la misma se 

causó antes del 31 de julio de 2011. 
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RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante memorial (archivo 12, C1Instancia del expediente digital), la parte 

demandante recurrió la sentencia de primera instancia, solicitando revocar la 

providencia y acceder a las pretensiones de la demanda, con fundamento en 

lo siguiente. 

 

Recalcó que, de acuerdo con las normas transcritas, es claro que los docentes 

con vinculación en la docencia oficial con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003 (26 de junio de 2003) se rigen por lo establecido en la 

Ley 91 de 1989 y por el régimen general de pensiones, esto es, por la Ley 33 

de 1985; mientras que los docentes vinculados a partir de la entrada en 

vigencia de la Ley 812 de 2003, se regirán por el sistema general de pensiones 

establecido en la Ley 100 de 1993. 

 

Explicó que la prima de mitad de año establecida en el numeral 2 literal b del 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989, no pude confundirse con la mesada adicional 

de junio o mesada catorce (14) prevista en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 

y que tampoco puede restringirse el alcance de dicha prima a lo establecido 

en el parágrafo transitorio 6 del Acto Legislativo 01 de 2005. 

 

Agregó que el objeto de la prestación, fue en compensación por haber perdido 

la pensión de gracia, por lo que el derecho solicitado, fue establecido mucho 

antes de reconocer la mesada en la Ley 100 de 1993. 

 

Citó los preceptos jurisprudenciales contemplados en la sentencia C-409 de 

1994 y C-461 de 1995, en cuento a los beneficios que trata el numeral 2 literal 

b del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y en la similitud de lo previsto en el 142 

de la Ley 100 de 1993, es decir existe equivalencia entre “una mesada 

pensional” (monto de la prima de mitad de año de la Ley 91) y “30 días de 

pago de la pensión” (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo 

en cuenta que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) 

que recibe un pensionado en virtud de su derecho a la pensión; por lo que los 

pensionados del FOMAG, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 

no se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a quienes 

se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social que contempla la Ley 100 de 

1993. 

 

Resaltó que es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la 

mesada adicional del artículo 142 de la Ley 100 de 1993, luego de la sentencia 

C-409 de 1994, no está condicionado por aspectos temporales. 

 

Puntualizó sobre la legislación en materia pensional anterior a la Ley 100 de 
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1993, y en especial las Leyes 33 de 1973, 12 de 1975, 4 de 1976, 44 de 1980, 113 

de 1985 y 91 de 1989, en las cuales no se encontraban algún beneficio 

equivalente o similar a la mesada adicional que estable la Ley 100 de 1993, o 

a la prima adicional de medio año que contempla la Ley 91 de 1989, para los 

docentes vinculados con anterioridad al 1° de enero de 1981 que no sean 

acreedores a la pensión de gracia. 

 

Concluyó que la Ley 91 de 1989 no fue modificada en ninguno de los apartes 

por el Acto Legislativo número 01 de 2005, sigue vigente en su integridad y, 

por lo tanto, la prima de mitad de año debe ser reconocida a los docentes 

afiliados al Fondo de Prestaciones del Magisterio ingresados con a partir del 

1 de enero de 1989. 

 

Finalmente refirió que la condena en costas en primera instancia debe 

revocarse en tanto la parte actora acudió a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa en busca de protección judicial para sus Derechos Salariales, 

con la firme convicción de que existe una vulneración de sus garantías 

constitucionales y legales. 

 

Explicó que en ningún momento se busca congestionar el aparato judicial ni 

desgastar la administración de justicia, sino exclusivamente invocar el 

amparo de un derecho que se cree vulnerado. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

Las partes no se pronunciaron en esta oportunidad procesal. 

 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

El Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 

 

TRÁMITE PROCESAL DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Reparto.  Para conocer del recurso de alzada, el expediente fue repartido a 

este Tribunal el 09 de junio de 2022, y allegado el 14 de junio del mismo año 

al Despacho del Magistrado Ponente de esta providencia (archivos 01 y 02 

C2Instancia del expediente digital). 

 

Admisión y alegatos.  Por auto del 14 de junio de 2022 se admitió el recurso 

de apelación. Las partes no se pronunciaron en esta esta procesal; el Ministerio 

Público no rindió concepto. 

 

Paso a Despacho para sentencia. El 15 de septiembre de 2022 el proceso 

ingresó a Despacho para sentencia, la que se dicta en seguida, en aplicación 

de lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA, modificado por el artículo 67 
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de la Ley 2080 de 2021.  Se precisa que por tratarse de un asunto que versa 

sobre un caso similar a los ya decididos por esta Corporación, y en procura de 

la celeridad y agilidad para dar solución a dichos temas, se profiere este fallo 

sin tener en cuenta el orden de ingreso del proceso a Despacho para tal efecto, 

tal como se autoriza por el artículo 18 de la Ley 446 de 1998, en armonía con 

lo previsto por el artículo 115 de la Ley 1395 de 2010. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL  
 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra la sentencia dictada en primera instancia por el Juzgado 

Séptimo Administrativo del Circuito de Manizales, en los estrictos términos 

en que aquel fue presentado. 

 

Problema jurídico 

 

La cuestión que se debe resolver en el sub examine se centra en dilucidar lo 

siguiente: 

 

¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año equivalente a una mesada pensional conforme lo prevé el numeral 

2 artículo 15 de la Ley 91 de 1989? 
 

¿Procede la condena en costas señalada en la primera instancia? 
 

 

Para despejar el problema planteado, la Sala abordará los siguientes aspectos: 

i) hechos probados; ii) régimen general de seguridad social; iii) prima de 

mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones sociales del 

magisterio; iv) examen del caso concreto y, v) condena en costas de primera 

instancia. 

 

1.- Hechos debidamente acreditados 

 

La siguiente es la relación de los hechos debidamente probados que resultan 

relevantes para solucionar el caso concreto: 

 

1. Por Resolución 159 del 3 de marzo de 2014, se reconoció la pensión de 

jubilación por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a favor de 

la señora Amparo Isaza Orozco por valor de $2.200.782. 

 

2. La parte actora radicó solicitud ante la entidad accionada, para el 

reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, contemplada en el 

numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 
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3. La parte actora se posesionó como docente el 04 de abril de 1983. 

 

2.- Régimen general de seguridad social 

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio 

público obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y 

control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad; asimismo se garantiza como un derecho irrenunciable, servicio 

prestado por entidades públicas y privadas, que brinda los recursos 

destinados al mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado 

garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 

legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 19933, tuvo 

como objeto garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de 

mejorar la calidad de vida, y la dignidad humana, a través de las instituciones 

públicas y privadas prestadoras de los servicios, como un servicio esencial 

bajo los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, 

unidad y participación. 

 

El artículo 11 ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003, prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.” 

3.- Prima de mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones 

sociales del magisterio  

 

El artículo 53 de la Constitución Política establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El artículo 11 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 

de 2003, prevé sobre su campo de aplicación, así:  

                                                 
3
 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
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“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.”-

negrilla de la Sala- 

 

La mesada adicional de diciembre para los pensionados de los sectores 

público, oficial semioficial y privado los empleados públicos, incluidos 

docentes, fue creada por la Ley 4ª de 1976: “Artículo 5º Los pensionados de que 

trata esta ley o las personas a quienes de acuerdo con las normas legales vigentes se 

transmite el derecho recibirán cada año, dentro de la primera quincena del mes de 

diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad, en forma adicional a su 

pensión.” 

 

La Ley 91 de 1989 estipuló el régimen pensional para los docentes vinculados 

hasta el 31 de diciembre de 1980 y con posterioridad al 1 de enero de 1981. 

Para estos últimos previó una prima de medio año, que es la que se demanda 

en este proceso, equivalente a una mesada pensional: 

 

“ARTÍCULO  15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 

1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

  

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre 

de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el 

régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de 

conformidad con las normas vigentes. 

 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, 

para efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas 

vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 

de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las 

excepciones consagradas en esta Ley. 

  

2. Pensiones: 

  

A. Los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato 

de las Leyes 114 de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933 y demás normas que las 

hubieren desarrollado o modificado, tuviesen o llegaren a tener derecho a la 
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pensión de gracia, se les reconocerá siempre y cuando cumplan con la totalidad 

de los requisitos. Esta pensión seguirá reconociéndose por la Caja Nacional de 

Previsión Social conforme al Decreto 081 de 1976 y será compatible con la 

pensión ordinaria de jubilación, aún en el evento de estar ésta a cargo total o 

parcial de la Nación.  

  

B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, 

nacionales y nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1 de 

enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos de Ley, se reconocerá sólo 

una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual 

promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen 

vigente para los pensionados del sector público nacional y 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional.” -Negrilla y subrayado de la Sala- 

  

Luego, los artículos 50 y 142 de la Ley 100 de 1993 consagraron dos mesadas 

para los pensionados, la primera en noviembre y una mesada adicional, de 

interés para este proceso, pagadera en junio para los pensionados del sector 

público, correspondiente a treinta (30) días de valor de la pensión, dicha 

norma dispone:   

 

“ARTÍCULO 50. MESADA ADICIONAL. Los pensionados por vejez o 

jubilación, invalidez y sustitución o sobrevivencia continuarán recibiendo cada 

año, junto con la mesada del mes de noviembre, en la primera quincena del mes 

de diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad adicional a su 

pensión. 

 

(…) 

ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA PENSIONADOS. Los 

pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores 

públicos, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del 

Instituto de Seguros Sociales, así como los retirados y pensionados de las 

Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, tendrán derecho al reconocimiento 

y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda a cada uno de ellos 

por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio 

de cada año, a partir de 1994. 

 

PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo 

la cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario 

mínimo legal mensual.”- subrayado de la Sala - 

 

Es de recordar que la Ley 100 de 1993 estipuló en el artículo 279 un régimen 

de excepción:  
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“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social 

contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas 

Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 

de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la 

presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

 

(…) Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a 

cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este 

Fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor 

de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación 

que para el efecto se expida. (…)” 

 

Teniendo en cuenta que la sentencia de C-409 de 1994 declaró inexequibles los 

apartes tachados del precitado artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dio lugar a 

la expedición del artículo 1º de la Ley 238 de 1995, que adicionó el artículo 279 

de la Ley 100 de 1993 sobre excepciones al sistema, de la siguiente manera: 

“… Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

La Sala de Consulta y Servicio Civil, en concepto 1857 de 2007 , ilustró sobre 

el tránsito legislativo de la Ley 238 de 1995 que: “… la iniciativa fue muy clara 

en el sentido de aplicar a un grupo de pensionados unos beneficios del régimen general, 

pero no planteó, ni se discutió, la modificación de los correspondientes regímenes 

especiales; de este modo, el texto aprobado muestra que con él se permite el 

reconocimiento de la mesada adicional a los sectores de pensionados exceptuados de 

ese régimen general pero sin modificar sus propios regímenes especiales para 

incorporarla a ellos.” 

 

La sentencia C-461 de 1995 de la Corte Constitucional, en cuya demanda se 

pretendía la extensión de la mesada del artículo 142 de la Ley 100 de 1993 a 

todos los docentes, explica que la prima de medio año y la mesada catorce son 

asimilables, y debían ampliarse el beneficio de la mesada adicional solamente 

a los docentes que no gozaban de pensión gracia vinculados con anterioridad 

al 1º de enero de 1981:  

 

“… el beneficio contemplado en el artículo 15, numeral 2°, literal b, de la Ley 

91 de 1989, según el cual los pensionados vinculados al Fondo con 

posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) adicionalmente de una 

prima de medio año equivalente a una mesada pensional", puede asimilarse 

a la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la Ley 100 de 1993…”: 

 

“En efecto, la Corte advierte que el beneficio contemplado en el artículo 15, 

numeral 2°, literal b, de la Ley 91 de 1989, según el cual los pensionados 
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vinculados al Fondo con posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional", puede asimilarse a la mesada adicional de que trata el artículo 142 

de la Ley 100 de 1993. 

 

En el artículo 15, numeral 2, literal b, de la Ley 91 de 1989, se dispone que los 

pensionados del Magisterio tienen derecho a la prima de medio año allí 

establecida, "adicionalmente" a la pensión de jubilación - pensión ésta que de 

manera inmediatamente anterior, concede el mismo artículo para los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981-. 

 

El monto de la prima de medio año del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, 

es el mismo que el de la mesada adicional contemplada en el artículo 

142 de la Ley 100 de 1993, ya que existe equivalencia entre "una mesada 

pensional" (monto de la prima de medio año de la Ley 91) y "30 días de pago 

de la pensión" (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo en cuenta 

que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) que recibe 

un pensionado en virtud de su derecho a la pensión.    

 

Los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 no 

se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a 

quienes se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social contemplado 

en la Ley 100 de 1993, en lo referente a la obtención de algún beneficio que 

compense la pérdida de poder adquisitivo de las pensiones, pues mientras los 

primeros reciben la prima adicional de medio año (artículo 15 Ley 91 

de 1989), los segundos reciben la mesada adicional (artículo 142 Ley 100 

de 1993), que son prestaciones equivalentes. 

 

Sin embargo, es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la mesada 

adicional del artículo 142 de la Ley 100, luego de la sentencia C-409 de 1994, 

no está condicionado por aspectos temporales.” 

 

El Acto Legislativo 01 de 2005 eliminó la posibilidad de recibir más de 13 

mesadas a los nuevos pensionados: 

 

“ARTÍCULO 1o. Se adicionan los siguientes incisos y parágrafos al artículo 

48 de la Constitución Política: 

 

"El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el 

pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes 

en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia 
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de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo 

establecido en ellas". 

 

(…) "Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la 

vigencia del presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece 

(13) mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa 

cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando 

no se hubiese efectuado el reconocimiento". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes 

nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio 

público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los 

docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la 

citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 

Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 

2003". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 

8o. del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión 

igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 

catorce (14) mesadas pensionales al año".  

 

En la exposición de motivos del proyecto de acto legislativo, se justificó la 

eliminación de la mesada 14 de la siguiente manera: 

 

“5.4 La eliminación de la decimocuarta mesada pensional 

 

Debe recordarse que esta mesada adicional fue creada por la Ley 100 de 1993 

para compensar la falta de ajuste de las pensiones reconocidas con anterioridad 

a 1988, es decir para compensar su pérdida de poder adquisitivo, y fue 

extendida a todas las demás pensiones por una decisión de la Corte 

Constitucional (Sentencia C-489/94), generando un desequilibrio adicional en 

la financiación de los pasivos pensionales. 

 

Dado el origen de esta mesada, no es razonable que la misma deba pagarse a los 

nuevos pensionados, cuyas pensiones se liquidan con base en lo dispuesto por 

la Ley 100 de 1993 y normas que la han modificado y no se ven expuestas a 

pérdida de poder adquisitivo. Es por ello que se propone su eliminación. 

 

El costo anual de esta mesada adicional asciende hoy a $1.1 billones. Sin 

embargo, debe aclararse que este costo no se va a reducir en la medida en que 

se seguirá pagando esta mesada a los actuales pensionados, pero dejará de 
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incrementarse a futuro por efecto del presente Acto Legislativo. De acuerdo con 

las actuales proyecciones su eliminación reducirá el déficit operacional 

acumulado en 12.9% del PIB, entre los años 2004 y 2050.” (PROYECTO DE 

LEY 034 CÁMARA - GACETA 385 DE 2004) 

 

El concepto 1857 de 2007  de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 

de Estado estimó que debido a los efectos del Acto Legislativo 01 de 2005 “… 

los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de vejez a 

partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 

01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el 

artículo 142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo”: 

 

“2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 

 

Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 

sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que por 

ley o negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes 

pensionales y su impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional presentó 

dos proyectos de acto legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 200, los 

cuales fueron acumulados para su estudio y trámite.  

 

Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 

“Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en 

vigencia del presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año.” 

 

Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los 

debates fue modificada para que la prohibición no quedara referida al 

reconocimiento de la pensión sino a su causación; así, la norma aprobada como 

inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo No. 01 del 2005, ordena: 

  

“Artículo 1º… 

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 

presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas 

pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen 

todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado su 

reconocimiento.” 

 

En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico de 

esa mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una 

excepción para los pensionados que reciban mesadas no superiores a tres 

salarios mínimos mensuales legales vigentes, siempre que reúnan los requisitos 

para pensionarse antes del 31 de julio del 2011; este acuerdo se recogió en el 

parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo No. 01 del 2005: 
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"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del 

presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior 

a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa 

antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas 

pensionales al año". 

 

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el 

Acto Legislativo No. 01 del 200, las personas que adquieran el derecho a la 

pensión recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la excepción 

establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está 

restringida en el tiempo y en sus destinatarios. 

 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de 

jubilación o de vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada 

en vigencia del Acto Legislativo No. 01 del 2005, no podrán recibir la 

mesada adicional del mes de junio creada por el artículo 142 de la ley 

100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo.” 

 

Como se anotó en precedencia, la prima de medio año de una mesada prevista 

en el literal b, numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es equivalente a 

la mesada prevista en el artículo 142 de la Ley 100 0de 1993, que se extendió 

en garantía del principio de igualdad a todos los docentes por la sentencia C-

461 de 1995, por la Ley 238 de 1995. 

 

Bajo este entendido, el Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso que, a partir de su 

entrada en vigor, ningún nuevo pensionado podría recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año, salvo aquellas personas que perciban una 

pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011. 

 

En sede de tutela, el Consejo de Estado ha considerado que esta interpretación 

“…no desconoce las normas aplicables al caso, ni el precedente judicial de la Sección 

Segunda del Consejo de Estado sobre la materia, por lo que para la Sala es claro que 

no vulneró los derechos fundamentales que la accionante alega conculcados.” 

4.- Examen del caso concreto 
 

De acuerdo con los parámetros normativos planteados en el Acto Legislativo 

01 de 2005, aplicable a los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, se procederá a analizar el caso particular, en aras de identificar 

si le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada de mitad de año. 

 

En el sub judice, a la parte actora le fue reconocido el derecho a la pensión de 

jubilación a través de la Resolución 159 del 3 de marzo de 2014, teniendo en 
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cuenta el tiempo laborado desde el 04 de abril de 1983 al 3 de octubre del año 

2013.  

 

De acuerdo con dicho acto adquirió el status pensional el 12 de septiembre de 

2013; además fue reconocida en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

En consecuencia, no le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada 

adicional toda vez que no se encuentra dentro de las excepciones previstas en 

el Acto Legislativo 01 de 2005; dado que su derecho pensional fue causado 

con posterioridad a la vigencia de dicho acto, esto es el 25 de julio de 2005, 

además se reconoció en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

Por lo anterior, se denegarán las pretensiones de la demanda y se confirmará 

la sentencia de primera instancia. 

 

5.- Sobre las costas en primera instancia 

 

Antes de resolver si en el caso particular se encuentran dados los supuestos 

de procedencia para la condena en costas impuesta, este Tribunal considera 

necesario precisar que este problema jurídico debe ser resuelto con 

fundamento en la norma procesal que se encontraba vigente para el momento 

en el cual se dictó la providencia, esto es, con base en el artículo 188 del 

CPACA, sin la adición introducida por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021. 

 

Señalado lo anterior, pasa la Sala a indicar qué comprende el concepto de 

costas, para lo cual se acude a pronunciamiento del Consejo de Estado4, así: 

 

El concepto de las costas del proceso está relacionado con todos los gastos 

necesarios o útiles dentro de una actuación de esa naturaleza y comprende los 

denominados gastos o expensas del proceso llamados en el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo gastos 

ordinarios del proceso5 y otros como son los necesarios para traslado de testigos y 

para la práctica de la prueba pericial, los honorarios de auxiliares de la justicia 

como peritos y secuestres, transporte de expediente al superior en caso de 

apelación, pólizas, copias, etc. 

 

Igualmente, el concepto de costas incluye las agencias del derecho que 

corresponden a los gastos por concepto de apoderamiento dentro del proceso, que 

el juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte vencedora atendiendo a los 

criterios sentados en los numerales 3º y 4º del artículo 366 del CGP6, y que no 

                                                 
4 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección 

‘A’.  Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 7 de abril de 2016.  

Radicado: 13001-23-33-000-2013-00022-01(1291-14). 
5 Cita de cita: Artículo 171 No. 4 en conc. Art. 178 ib. 
6 Cita de cita: “[…] 3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los 

demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan 
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necesariamente deben corresponder al mismo monto de los honorarios pagados 

por dicha parte a su abogado7 los cuales deberán ser fijados contractualmente 

entre éstos conforme los criterios previstos en el artículo 28 numeral 8.º de la ley 

1123 de 20078. 

 

La condena en costas quedó regulada en el CPACA en el artículo 188, el cual, 

para la época de la sentencia apelada, tenía el siguiente tenor: 

 
ARTÍCULO 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se 

ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya 

liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento 

Civil. 

 

La remisión contemplada por el CPACA debe entenderse hecha, en la 

actualidad, al artículo 366 del CGP. 

 

La Sección Primera del Consejo de Estado ha aclarado que si bien “(…) una 

lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación 

de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera 

forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso 

administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, 

lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad 

está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los 

casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte 

que ha visto frustradas sus pretensiones procesales”9. 

 

En reciente pronunciamiento10, el Consejo de Estado ha señalado que la condena 

en costas “(…) implica una valoración objetiva valorativa que excluye como criterio de 

                                                 
comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias 

en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la 

liquidación de costas, siempre que aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su 

valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura y por las entidades 

especializadas, el juez los regulará.  

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo 

Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez 

tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado 

o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que 

pueda exceder el máximo de dichas tarifas. […]” 
7 Cita de cita: Criterio aceptado por la Corte Constitucional en Sentencia C-043 de 2004 y C-

539 de 1999 
8 Cita de cita: Regula la norma como deber de los abogados, el de “…fijar sus honorarios con 

criterio equitativo, justificado y proporcional frente al servicio prestado o de acuerdo a las normas que 

se dicten para el efecto, y suscribirá recibos cada vez que perciba dineros, cualquiera sea su concepto” 
9 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Primera.  Consejero Ponente: 

Dr. Guillermo Vargas Ayala.  Sentencia del 16 de abril de 2015.  Radicado: 25000-23-24-000-2012-

00446-01. 
10 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección A.  

Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 18 de enero de 2018.  Radicación 
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decisión la mala fe o la temeridad de las partes.  (…)”, y en virtud de lo cual el Juez 

debe revisar si las mismas se causaron y en la medida de su comprobación.  

Como sustento de dicha conclusión, el Tribunal remite a providencia de la 

misma Alta Corporación11, en la que abordó en forma extensa el tema y 

concluyó lo siguiente: 

 
a) El legislador introdujo un cambio sustancial respecto de la condena en 

costas, al pasar de un criterio “subjetivo” –CCA- a uno “objetivo 

valorativo” –CPACA-. 

b) Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se “dispondrá” 

sobre costas, es decir, se decidirá, bien sea para condenar total o 

parcialmente, o bien para abstenerse, según las precisas reglas del CGP. 

c) Sin embargo, se le califica de “valorativo” porque se requiere que en el 

expediente el juez revise si las mismas se causaron y en la medida de su 

comprobación.  Tal y como lo ordena el CGP, esto es, con el pago de gastos 

ordinarios del proceso y con la actividad del abogado efectivamente 

realizada dentro del proceso.  Se recalca, en esa valoración no se incluye la 

mala fe o temeridad de las partes. 

d) La cuantía de la condena en agencias en derecho, en materia laboral, se 

fijará atendiendo la posición de los sujetos procesales, pues varía según sea 

la parte vencida el empleador, el trabajador o el jubilado, estos últimos más 

vulnerables y generalmente de escasos recursos, así como la complejidad e 

intensidad de la participación procesal (Acuerdo núm. 1887 de 2003 Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura). 

e) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no 

escritas, por lo que el juez en su liquidación no estará atado a lo así pactado 

por éstas. 

f) La liquidación de las costas (incluidas las agencias en derecho), la hará el 

despacho de primera o única instancia, tal y como lo indica el CGP12, previa 

elaboración del secretario y aprobación del respectivo funcionario judicial.  

g) Procede condena en costas tanto en primera como en segunda instancia. 

 

De lo hasta aquí expuesto concluye este Tribunal que con el CPACA, la 

imposición de condena en costas no fue establecida de manera subjetiva en 

los términos previstos anteriormente por el Código Contencioso 

Administrativo y el Código de Procedimiento Civil, esto es, apelando a la 

observancia de buena conducta por parte de la parte vencida, sino atendiendo 

un criterio denominado por la jurisprudencia “objetivo valorativo”, producto 

del cual las costas proceden siempre y cuando las mismas se hayan causado 

                                                 
número: 44001-23-33-000-2014-90035-01(1575-16). 
11 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección A.  

Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 7 de abril de 2016.  Radicación 

número: 13001-23-33-000-2013-00022-01(1291-14). 
12 Cita de cita: “ARTÍCULO 366. LIQUIDACIÓN. Las costas y agencias en derecho serán 

liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al 

proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a 

las siguientes reglas:(…)” 
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y la parte interesada haya aportado prueba de su existencia, de su utilidad y 

de su correspondencia con actuaciones autorizadas por la ley. 

 

Descendiendo al caso concreto, se observa inicialmente que la Juez de primera 

instancia condenó en costas a la parte actora efectuando consideraciones al 

respecto. 

 

Lo primero que ha de señalarse es que, conforme a los argumentos antes 

expuestos, no le asiste razón a la parte demandante en su recurso de apelación 

al exigir que para la imposición de la condena en costas se revise la conducta 

por ella desplegada en la actuación, pues como se explicó, la norma no 

contempla un criterio subjetivo. 

 

Ahora, siguiendo el criterio objetivo valorativo, encuentra esta Corporación que 

los gastos o expensas en los que eventualmente incurrió la parte demandada 

con ocasión de este proceso no se encuentran acreditados en el expediente, 

razón por la cual no es procedente emitir condena en costas por dicho 

concepto. 

 

Situación distinta se predica en relación con la fijación de agencias en derecho 

(concepto que también hace parte de las costas), pues en sentir de esta Sala de 

Decisión, su imposición se encuentra justificada, como quiera que en el 

expediente se observa que la entidad demandada fue representada 

judicialmente por un abogado, en virtud de lo cual contestó la demanda y 

presentó alegatos en primera instancia. 

 

En ese orden de ideas, concluye la Sala que en el sub examine hay lugar a 

imponer condena en costas a la parte accionante, únicamente en lo que 

respecta a las agencias en derecho, cuyo monto se mantendrá teniendo en 

cuenta que su fijación se realizó con apoyo en lo dispuesto en el numeral 1 del 

artículo 5 del Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016. 

 

6.- Costas 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 188 del CPACA, adicionado 

por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021, esta Sala de Decisión se abstendrá de 

condenar en costas en esta instancia, como quiera que no observa que la 

demanda y los recursos de apelación hubieren sido presentados con 

manifiesta carencia de fundamento legal, como lo exige la norma, y además, 

no está probado en el proceso la causación de las mismas. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS, administrando justicia, en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 
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FALLA 

 

 

Primero.  CONFÍRMASE la sentencia del 22 de noviembre de 2021, proferida 

por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Manizales, dentro del 

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por la señora 

Amparo Isaza Orozco contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 

Segundo.  ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia, por lo 

brevemente expuesto. 

 

Tercero.  NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del CPACA. 

 

Cuarto.  Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al 

Juzgado de origen y HÁGANSE las anotaciones pertinentes en el programa 

informático “Justicia Siglo XXI”. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

Ausente con permiso  
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                      No.  205 
                      FECHA: 16/11/2022 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Sala Quinta de Decisión- 

 
Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
S.:168 

 
Asunto:  Sentencia de segunda instancia 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicación:  17001-33-39-007-2020-00237-02 

Demandante: Héctor Fabio Valencia Aguirre 

 Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio  

 

Aprobado en Sala extraordinaria de Decisión, según consta en Acta 

nº046 del 15 de noviembre de 2022 

 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo previsto por los artículos 243 y 247 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

CPACA1, corresponde a esta Sala de Decisión desatar el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 22 de noviembre 

de 2021, proferida por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de 

Manizales, que negó las súplicas de la demanda dentro del proceso de nulidad 

y restablecimiento del derecho promovido por el señor Héctor Fabio Valencia 

Aguirre contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG2). 

 

DEMANDA 

 

En ejercicio de este medio de control radicado el 30 de octubre de 2020 

(archivo 02 C1Instancia del expediente digital), se solicitó lo siguiente: 

 

Pretensiones 

 

1. Que se declare la nulidad del acto ficto del surgido de la petición del 01 

de agosto de 2019, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la prima 

de mitad de año, conforme lo establece el numeral 2 literal b del artículo 

                                                 
1 En adelante, CPACA. 
2 En adelante, FOMAG. 
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15 de la Ley 91 de 1989. 

 

2. Que como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del 

derecho: 

 

-Se reconozca, liquide y pague la prima de mitad de año a que tiene 

derecho por ser pensionado por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y que no tuvo derecho al reconocimiento de la 

pensión gracia, debido a que fue vinculada por primera vez a la docencia 

oficial, en fecha posterior al 1 de enero de 1981, a partir del 26 de agosto 

de 2018 equivalente a una mesada pensional. 

 

3. Que se ordene la aplicación de los reajustes anuales sobre la pensión 

conforme lo establece la Constitución Política de Colombia y la Ley.  

 

4. Que se reconozca y pague las mesadas atrasadas, desde el momento de 

la consolidación del derecho hasta la inclusión en la nómina del 

pensionado. Que el pago del incremento decretado se siga realizando en 

las mesadas futuras como reparación integral del daño. 

 

5. Que se ordene a las partes demandadas al cumplimiento del fallo de 

acuerdo con el artículo 192 y siguientes del CPACA. 

 

6. Que se ordene el reconocimiento y pago de los ajustes de valores a que 

haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de cada 

una de las diferencias en las mesadas pensionales decretadas, por 

tratarse de sumas de tracto sucesivo, tomando como base la variación del 

índice de precio al consumidor. 

 

7. Que se condene en costas a la parte accionada de conformidad con el 

artículo 188 del código de procedimiento administrativo. 

 

Hechos 

 

Como fundamento fáctico de la demanda, la parte actora expuso lo siguiente: 

 

1. El señor Héctor Fabio Valencia Aguirre se vinculó a la docencia oficial en 

fecha posterior al 1 de enero de 1981 y en condición de pensionado por 

el FOMAG no tiene derecho a que la UGPP reconozca a su favor la 

pensión gracia. 

 

2. La parte actora solicitó la pensión de jubilación ante el Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de Educación del 

Departamento de Caldas, misma que le fue reconocida por dicha entidad 

a través de la Resolución n° 0060 del 29 de enero de 2016. 
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3. El día 01 de agosto de 2019, la parte demandante radicó petición ante la 

entidad convocada, solicitando el reconocimiento y pago de una prima 

de mitad de año que fue creada por la ley 91 de 1989, artículo 15 numeral 

2°, con la indexación correspondiente. 

 

4. Mediante acto ficto, fue negado el reconocimiento y pago del derecho 

reclamado. 

 

Normas violadas y concepto de la violación 

 

La parte actora estimó como violadas las siguientes disposiciones:  

 

o Artículo 15 de la Ley 91 de 1989, y  

o Sentencia de unificación SUJ-014-CE-S2-2019 consejero ponente César 

Palomino Cortés. 

 

Resaltó que el objeto de haber establecido esta prestación, fue en 

compensación por haber perdido la pensión de gracia.  

 

Por tanto indicó que el derecho incoado, fue establecido entes de que fuera 

reconocido en la Ley 100 de 1993; así mismo precisó que cuando se estableció 

el pago de la mesada adicional para los pensionados en el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993,  ya existía  para los docentes del Magisterio que fueron 

vinculados después de 1981; y con la Ley 91 de 1989 una prima de medio año 

equivalente a una mesada pensional a partir de la adquisición del derecho 

pensional, sin que, se realizaran alguna derogatoria del beneficio reclamado. 

 

Refirió las sentencias C-461 de 1995, C-409 de 1994, C-506 de 2006 y el Acto 

Legislativo 1 de 2005 por medio del cual se adiciono el parágrafo transitorio 1 

del artículo 48 de la Constitución Política de Colombia, por tanto concluyó 

que en esas condiciones es claro que el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 

de 1989, nada tiene que ver con la mesada pensional causada con 

posterioridad al año 2005, pues el régimen especial, que contiene la misma, 

identifica una prima que equivale a una mesada pensional, situación diferente 

a la prestación acontecida como mesada adicional a los docentes en el mes de 

junio de cada año. 

 

Regulación que fue confirmada en la sentencia de unificación de la sección 

segunda del Consejo de Estado SUJ – 014 –CE- S2-2019, consejero ponente 

César Palomino Cortés. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG contestó la 
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demanda y planteó como medios exceptivos de mérito: “Presunción de 

Legalidad de los actos administrativos atacados de nulidad”, “cobro de no debido”, 

“prescripción” y “genérica”. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

 

El 22 de noviembre de 2021, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito 

de Manizales dictó sentencia (archivo 19, C1Instancia del expediente digital), 

a través de la cual negó las pretensiones de la demanda y se abstuvo de 

condenar en costas a la parte demandante. Lo anterior, con fundamento en lo 

siguiente:  

 

Precisó el marco normativo de lo expuesto en el artículo 15 de la Ley 91 de 

1989 y en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, que hacen referencia a la 

mesada adicional de mitad de año para los pensionados. 

 

En consecuencia, explicó que el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dispuso 

que el reconocimiento de la mesada adicional para los pensionados, su 

contenido técnico es similar a la prima de mitad de año. 

 

Argumentó que esta mesada tal como fue prevista en la Ley 100 de 1993, era 

reconocida a los pensionados antes de la entrada en vigencia de dicha ley, sin 

embargo la norma ha sufrido una seria de transformaciones en virtud del 

análisis de constitucionalidad efectuado por la  Corte Constitucional 

mediante sentencia C-409 de 1994 a la misma, así como por la adición 

introducida por la Ley 238 de 1995 al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, que 

amplió los sujetos titulares de dicha mesada adicional, y la modificación 

efectuada por el artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 2005 al artículo 48 de la 

Constitución que determinó un límite temporal y modal al reconocimiento de 

esa mesada. 

 

Reiteró que con la reforma constitucional plasmada en el Acto Legislativo 01 

de 2005, en lo que respecta al inciso octavo del mismo, fue la de limitar el 

número de mesadas anuales para todos los pensionados, sea que pertenezcan 

al régimen general de pensiones, o a algún régimen especial o exceptuado, 

estableciéndose como única excepción la señalada en el parágrafo transitorio 

sexto. 

 

Finalmente concluyó que si la adquisición del estatus de docente pensionado 

es posterior al 26 de julio de 2005, no procede la mesada adicional nº14, pero 

si el docente pensionado se retiró del servicio después de esta última fecha, 

tiene derecho a percibir la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993 o como excepción si el demandante percibe una pensión igual 

o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes y la misma se 

causó antes del 31 de julio de 2011. 
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RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante memorial (archivo 20, C1Instancia del expediente digital), la parte 

demandante recurrió la sentencia de primera instancia, solicitando revocar la 

providencia y acceder a las pretensiones de la demanda, con fundamento en 

lo siguiente. 

 

Recalcó que, de acuerdo con las normas transcritas, es claro que los docentes 

con vinculación en la docencia oficial con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003 (26 de junio de 2003) se rigen por lo establecido en la 

Ley 91 de 1989 y por el régimen general de pensiones, esto es, por la Ley 33 

de 1985; mientras que los docentes vinculados a partir de la entrada en 

vigencia de la Ley 812 de 2003, se regirán por el sistema general de pensiones 

establecido en la Ley 100 de 1993. 

 

Explicó que la prima de mitad de año establecida en el numeral 2 literal b del 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989, no pude confundirse con la mesada adicional 

de junio o mesada catorce (14) prevista en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 

y que tampoco puede restringirse el alcance de dicha prima a lo establecido 

en el parágrafo transitorio 6 del Acto Legislativo 01 de 2005. 

 

Agregó que el objeto de la prestación, fue en compensación por haber perdido 

la pensión de gracia, por lo que el derecho solicitado, fue establecido mucho 

antes de reconocer la mesada en la Ley 100 de 1993. 

 

Citó los preceptos jurisprudenciales contemplados en la sentencia C-409 de 

1994 y C-461 de 1995, en cuento a los beneficios que trata el numeral 2 literal 

b del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y en la similitud de lo previsto en el 142 

de la Ley 100 de 1993, es decir existe equivalencia entre “una mesada 

pensional” (monto de la prima de mitad de año de la Ley 91) y “30 días de 

pago de la pensión” (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo 

en cuenta que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) 

que recibe un pensionado en virtud de su derecho a la pensión; por lo que los 

pensionados del FOMAG, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 

no se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a quienes 

se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social que contempla la Ley 100 de 

1993. 

 

Resaltó que es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la 

mesada adicional del artículo 142 de la Ley 100 de 1993, luego de la sentencia 

C-409 de 1994, no está condicionado por aspectos temporales. 
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Puntualizó sobre la legislación en materia pensional anterior a la Ley 100 de 

1993, y en especial las Leyes 33 de 1973, 12 de 1975, 4 de 1976, 44 de 1980, 113 

de 1985 y 91 de 1989, en las cuales no se encontraban algún beneficio 

equivalente o similar a la mesada adicional que estable la Ley 100 de 1993, o 

a la prima adicional de medio año que contempla la Ley 91 de 1989, para los 

docentes vinculados con anterioridad al 1° de enero de 1981 que no sean 

acreedores a la pensión de gracia. 

 

Concluyó que la Ley 91 de 1989 no fue modificada en ninguno de los apartes 

por el Acto Legislativo número 01 de 2005, sigue vigente en su integridad y, 

por lo tanto, la prima de mitad de año debe ser reconocida a los docentes 

afiliados al Fondo de Prestaciones del Magisterio ingresados con a partir del 

1 de enero de 1989. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

Las partes no se pronunciaron en esta oportunidad procesal. 

 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

El Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 

 

TRÁMITE PROCESAL DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Reparto.  Para conocer del recurso de alzada, el expediente fue repartido a 

este Tribunal el 10 de junio de 2022, y allegado el 14 de junio del mismo año 

al Despacho del Magistrado Ponente de esta providencia (archivos 01 y 02 

C2Instancia del expediente digital). 

 

Admisión y alegatos.  Por auto del 14 de junio de 2022 se admitió el recurso 

de apelación. Las partes no se pronunciaron en esta esta procesal; el Ministerio 

Público no rindió concepto. 

 

Paso a Despacho para sentencia. El 15 de septiembre de 2022 el proceso 

ingresó a Despacho para sentencia, la que se dicta en seguida, en aplicación 

de lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA, modificado por el artículo 67 

de la Ley 2080 de 2021.  Se precisa que por tratarse de un asunto que versa 

sobre un caso similar a los ya decididos por esta Corporación, y en procura de 

la celeridad y agilidad para dar solución a dichos temas, se profiere este fallo 

sin tener en cuenta el orden de ingreso del proceso a Despacho para tal efecto, 

tal como se autoriza por el artículo 18 de la Ley 446 de 1998, en armonía con 

lo previsto por el artículo 115 de la Ley 1395 de 2010. 
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CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL  
 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra la sentencia dictada en primera instancia por el Juzgado 

Séptimo Administrativo del Circuito de Manizales, en los estrictos términos 

en que aquel fue presentado. 

 

Problema jurídico 

 

La cuestión que se debe resolver en el sub examine se centra en dilucidar lo 

siguiente: 

 

¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año equivalente a una mesada pensional conforme lo prevé el numeral 

2 artículo 15 de la Ley 91 de 1989? 
 

Para despejar el problema planteado, la Sala abordará los siguientes aspectos: 

i) hechos probados; ii) régimen general de seguridad social; iii) prima de 

mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones sociales del 

magisterio y; iv) examen del caso concreto. 

 

1.- Hechos debidamente acreditados 

 

La siguiente es la relación de los hechos debidamente probados que resultan 

relevantes para solucionar el caso concreto: 

 

1. Por Resolución 0060 del 29 de enero de 2016, se reconoció la pensión de 

jubilación por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a favor del 

señor Héctor Fabio Valencia Aguirre por valor de $2.387.900. 

 

2. La parte actora radicó solicitud ante la entidad accionada, para el 

reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, contemplada en el 

numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

3. La parte actora se posesionó como docente el 01 de julio de 1986. 

 

2.- Régimen general de seguridad social 

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio 

público obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y 

control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad; asimismo se garantiza como un derecho irrenunciable, servicio 

prestado por entidades públicas y privadas, que brinda los recursos 

destinados al mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. 
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A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado 

garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 

legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 19933, tuvo 

como objeto garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de 

mejorar la calidad de vida, y la dignidad humana, a través de las instituciones 

públicas y privadas prestadoras de los servicios, como un servicio esencial 

bajo los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, 

unidad y participación. 

 

El artículo 11 ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003, prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.” 

 

3.- Prima de mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones 

sociales del magisterio  

 

El artículo 53 de la Constitución Política establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El artículo 11 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 

de 2003, prevé sobre su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.”-

negrilla de la Sala- 

                                                 
3
 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
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La mesada adicional de diciembre para los pensionados de los sectores 

público, oficial semioficial y privado los empleados públicos, incluidos 

docentes, fue creada por la Ley 4ª de 1976: “Artículo 5º Los pensionados de que 

trata esta ley o las personas a quienes de acuerdo con las normas legales vigentes se 

transmite el derecho recibirán cada año, dentro de la primera quincena del mes de 

diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad, en forma adicional a su 

pensión.” 

 

La Ley 91 de 1989 estipuló el régimen pensional para los docentes vinculados 

hasta el 31 de diciembre de 1980 y con posterioridad al 1 de enero de 1981. 

Para estos últimos previó una prima de medio año, que es la que se demanda 

en este proceso, equivalente a una mesada pensional: 

 

“ARTÍCULO  15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 

1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

  

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre 

de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el 

régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de 

conformidad con las normas vigentes. 

 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, 

para efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas 

vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 

de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las 

excepciones consagradas en esta Ley. 

  

2. Pensiones: 

  

A. Los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato 

de las Leyes 114 de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933 y demás normas que las 

hubieren desarrollado o modificado, tuviesen o llegaren a tener derecho a la 

pensión de gracia, se les reconocerá siempre y cuando cumplan con la totalidad 

de los requisitos. Esta pensión seguirá reconociéndose por la Caja Nacional de 

Previsión Social conforme al Decreto 081 de 1976 y será compatible con la 

pensión ordinaria de jubilación, aún en el evento de estar ésta a cargo total o 

parcial de la Nación.  

  

B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, 

nacionales y nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1 de 

enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos de Ley, se reconocerá sólo 

una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual 

promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen 
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vigente para los pensionados del sector público nacional y 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional.” -Negrilla y subrayado de la Sala- 

  

Luego, los artículos 50 y 142 de la Ley 100 de 1993 consagraron dos mesadas 

para los pensionados, la primera en noviembre y una mesada adicional, de 

interés para este proceso, pagadera en junio para los pensionados del sector 

público, correspondiente a treinta (30) días de valor de la pensión, dicha 

norma dispone:   

 

“ARTÍCULO 50. MESADA ADICIONAL. Los pensionados por vejez o 

jubilación, invalidez y sustitución o sobrevivencia continuarán recibiendo cada 

año, junto con la mesada del mes de noviembre, en la primera quincena del mes 

de diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad adicional a su 

pensión. 

 

(…) 

ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA PENSIONADOS. Los 

pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores 

públicos, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del 

Instituto de Seguros Sociales, así como los retirados y pensionados de las 

Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, tendrán derecho al reconocimiento 

y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda a cada uno de ellos 

por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio 

de cada año, a partir de 1994. 

 

PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo 

la cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario 

mínimo legal mensual.”- subrayado de la Sala - 

 

Es de recordar que la Ley 100 de 1993 estipuló en el artículo 279 un régimen 

de excepción:  

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social 

contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas 

Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 

de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la 

presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

 

(…) Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a 

cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este 

Fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor 

de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación 

que para el efecto se expida. (…)” 
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Teniendo en cuenta que la sentencia de C-409 de 1994 declaró inexequibles los 

apartes tachados del precitado artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dio lugar a 

la expedición del artículo 1º de la Ley 238 de 1995, que adicionó el artículo 279 

de la Ley 100 de 1993 sobre excepciones al sistema, de la siguiente manera: 

“… Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

La Sala de Consulta y Servicio Civil, en concepto 1857 de 2007 , ilustró sobre 

el tránsito legislativo de la Ley 238 de 1995 que: “… la iniciativa fue muy clara 

en el sentido de aplicar a un grupo de pensionados unos beneficios del régimen general, 

pero no planteó, ni se discutió, la modificación de los correspondientes regímenes 

especiales; de este modo, el texto aprobado muestra que con él se permite el 

reconocimiento de la mesada adicional a los sectores de pensionados exceptuados de 

ese régimen general pero sin modificar sus propios regímenes especiales para 

incorporarla a ellos.” 

 

La sentencia C-461 de 1995 de la Corte Constitucional, en cuya demanda se 

pretendía la extensión de la mesada del artículo 142 de la Ley 100 de 1993 a 

todos los docentes, explica que la prima de medio año y la mesada catorce son 

asimilables, y debían ampliarse el beneficio de la mesada adicional solamente 

a los docentes que no gozaban de pensión gracia vinculados con anterioridad 

al 1º de enero de 1981:  

 

“… el beneficio contemplado en el artículo 15, numeral 2°, literal b, de la Ley 

91 de 1989, según el cual los pensionados vinculados al Fondo con 

posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) adicionalmente de una 

prima de medio año equivalente a una mesada pensional", puede asimilarse 

a la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la Ley 100 de 1993…”: 

 

“En efecto, la Corte advierte que el beneficio contemplado en el artículo 15, 

numeral 2°, literal b, de la Ley 91 de 1989, según el cual los pensionados 

vinculados al Fondo con posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional", puede asimilarse a la mesada adicional de que trata el artículo 142 

de la Ley 100 de 1993. 

 

En el artículo 15, numeral 2, literal b, de la Ley 91 de 1989, se dispone que los 

pensionados del Magisterio tienen derecho a la prima de medio año allí 

establecida, "adicionalmente" a la pensión de jubilación - pensión ésta que de 

manera inmediatamente anterior, concede el mismo artículo para los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981-. 
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El monto de la prima de medio año del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, 

es el mismo que el de la mesada adicional contemplada en el artículo 

142 de la Ley 100 de 1993, ya que existe equivalencia entre "una mesada 

pensional" (monto de la prima de medio año de la Ley 91) y "30 días de pago 

de la pensión" (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo en cuenta 

que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) que recibe 

un pensionado en virtud de su derecho a la pensión.    

 

Los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 no 

se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a 

quienes se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social contemplado 

en la Ley 100 de 1993, en lo referente a la obtención de algún beneficio que 

compense la pérdida de poder adquisitivo de las pensiones, pues mientras los 

primeros reciben la prima adicional de medio año (artículo 15 Ley 91 

de 1989), los segundos reciben la mesada adicional (artículo 142 Ley 100 

de 1993), que son prestaciones equivalentes. 

 

Sin embargo, es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la mesada 

adicional del artículo 142 de la Ley 100, luego de la sentencia C-409 de 1994, 

no está condicionado por aspectos temporales.” 

 

El Acto Legislativo 01 de 2005 eliminó la posibilidad de recibir más de 13 

mesadas a los nuevos pensionados: 

 

“ARTÍCULO 1o. Se adicionan los siguientes incisos y parágrafos al artículo 

48 de la Constitución Política: 

 

"El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el 

pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes 

en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia 

de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo 

establecido en ellas". 

 

(…) "Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la 

vigencia del presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece 

(13) mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa 

cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando 

no se hubiese efectuado el reconocimiento". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes 

nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio 
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público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los 

docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la 

citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 

Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 

2003". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 

8o. del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión 

igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 

catorce (14) mesadas pensionales al año".  

 

En la exposición de motivos del proyecto de acto legislativo, se justificó la 

eliminación de la mesada 14 de la siguiente manera: 

 

“5.4 La eliminación de la decimocuarta mesada pensional 

 

Debe recordarse que esta mesada adicional fue creada por la Ley 100 de 1993 

para compensar la falta de ajuste de las pensiones reconocidas con anterioridad 

a 1988, es decir para compensar su pérdida de poder adquisitivo, y fue 

extendida a todas las demás pensiones por una decisión de la Corte 

Constitucional (Sentencia C-489/94), generando un desequilibrio adicional en 

la financiación de los pasivos pensionales. 

 

Dado el origen de esta mesada, no es razonable que la misma deba pagarse a los 

nuevos pensionados, cuyas pensiones se liquidan con base en lo dispuesto por 

la Ley 100 de 1993 y normas que la han modificado y no se ven expuestas a 

pérdida de poder adquisitivo. Es por ello que se propone su eliminación. 

 

El costo anual de esta mesada adicional asciende hoy a $1.1 billones. Sin 

embargo, debe aclararse que este costo no se va a reducir en la medida en que 

se seguirá pagando esta mesada a los actuales pensionados, pero dejará de 

incrementarse a futuro por efecto del presente Acto Legislativo. De acuerdo con 

las actuales proyecciones su eliminación reducirá el déficit operacional 

acumulado en 12.9% del PIB, entre los años 2004 y 2050.” (PROYECTO DE 

LEY 034 CÁMARA - GACETA 385 DE 2004) 

 

El concepto 1857 de 2007  de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 

de Estado estimó que debido a los efectos del Acto Legislativo 01 de 2005 “… 

los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de vejez a 

partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 

01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el 
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artículo 142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo”: 

 

“2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 

 

Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 

sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que por 

ley o negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes 

pensionales y su impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional presentó 

dos proyectos de acto legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 200, los 

cuales fueron acumulados para su estudio y trámite.  

 

Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 

“Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en 

vigencia del presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año.” 

 

Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los 

debates fue modificada para que la prohibición no quedara referida al 

reconocimiento de la pensión sino a su causación; así, la norma aprobada como 

inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo No. 01 del 2005, ordena: 

  

“Artículo 1º… 

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 

presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas 

pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen 

todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado su 

reconocimiento.” 

 

En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico de 

esa mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una 

excepción para los pensionados que reciban mesadas no superiores a tres 

salarios mínimos mensuales legales vigentes, siempre que reúnan los requisitos 

para pensionarse antes del 31 de julio del 2011; este acuerdo se recogió en el 

parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo No. 01 del 2005: 

 

"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del 

presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior 

a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa 

antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas 

pensionales al año". 

 

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el 

Acto Legislativo No. 01 del 200, las personas que adquieran el derecho a la 

pensión recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la excepción 
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establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está 

restringida en el tiempo y en sus destinatarios. 

 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de 

jubilación o de vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada 

en vigencia del Acto Legislativo No. 01 del 2005, no podrán recibir la 

mesada adicional del mes de junio creada por el artículo 142 de la ley 

100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo.” 

 

Como se anotó en precedencia, la prima de medio año de una mesada prevista 

en el literal b, numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es equivalente a 

la mesada prevista en el artículo 142 de la Ley 100 0de 1993, que se extendió 

en garantía del principio de igualdad a todos los docentes por la sentencia C-

461 de 1995, por la Ley 238 de 1995. 

 

Bajo este entendido, el Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso que, a partir de su 

entrada en vigor, ningún nuevo pensionado podría recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año, salvo aquellas personas que perciban una 

pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011. 

 

En sede de tutela, el Consejo de Estado ha considerado que esta interpretación 

“…no desconoce las normas aplicables al caso, ni el precedente judicial de la Sección 

Segunda del Consejo de Estado sobre la materia, por lo que para la Sala es claro que 

no vulneró los derechos fundamentales que la accionante alega conculcados.” 

 

4.- Examen del caso concreto 
 

De acuerdo con los parámetros normativos planteados en el Acto Legislativo 

01 de 2005, aplicable a los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, se procederá a analizar el caso particular, en aras de identificar 

si le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada de mitad de año. 

 

En el sub judice, a la parte actora le fue reconocido el derecho a la pensión de 

jubilación a través de la Resolución 0060 del 29 de enero de 2016, teniendo en 

cuenta el tiempo laborado desde el 01 de julio de 1986 al 6 de octubre del año 

2015.  

 

De acuerdo con dicho acto adquirió el status pensional el 26 de septiembre de 

2015; además fue reconocida en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

En consecuencia, no le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada 

adicional toda vez que no se encuentra dentro de las excepciones previstas en 

el Acto Legislativo 01 de 2005; dado que su derecho pensional fue causado 
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con posterioridad a la vigencia de dicho acto, esto es el 25 de julio de 2005, 

además se reconoció en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

Por lo anterior, se denegarán las pretensiones de la demanda y se confirmará 

la sentencia de primera instancia. 

 

5.- Costas 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 188 del CPACA, adicionado 

por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021, esta Sala de Decisión se abstendrá de 

condenar en costas en esta instancia, como quiera que no observa que la 

demanda y los recursos de apelación hubieren sido presentados con 

manifiesta carencia de fundamento legal, como lo exige la norma, y además, 

no está probado en el proceso la causación de las mismas. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS, administrando justicia, en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

 

FALLA 

 

 

Primero.  CONFÍRMASE la sentencia del 22 de noviembre de 2021, proferida 

por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Manizales, dentro del 

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por la señora 

Héctor Fabio Valencia Aguirre contra la Nación – Ministerio de Educación 

Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 

Segundo.  ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia, por lo 

brevemente expuesto. 

 

Tercero.  NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del CPACA. 

 

Cuarto.  Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al 

Juzgado de origen y HÁGANSE las anotaciones pertinentes en el programa 

informático “Justicia Siglo XXI”. 

 

Notifíquese y cúmplase 
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CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

Ausente con permiso  

 
 

 

 

 

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
                      No.  205 
                      FECHA: 16/11/2022 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Sala Quinta de Decisión- 

 
Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
S.:167 

 
Asunto:  Sentencia de segunda instancia 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicación:  17001-33-39-007-2020-00242-02 

Demandante: Olga Nury Severino Gaviria 

 Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio  

 

Aprobado en Sala extraordinaria de Decisión, según consta en Acta 

nº046 del 15 de noviembre de 2022 

 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo previsto por los artículos 243 y 247 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

CPACA1, corresponde a esta Sala de Decisión desatar el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 30 de junio de 

2021, proferida por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de 

Manizales, que negó las súplicas de la demanda dentro del proceso de nulidad 

y restablecimiento del derecho promovido por la señora Olga Nury Severino 

Gaviria contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG2). 

 

DEMANDA 

 

En ejercicio de este medio de control radicado el 3 de noviembre de 2020 

(archivo 02 C1Instancia del expediente digital), se solicitó lo siguiente: 

 

Pretensiones 

 

1. Que se declare la nulidad del acto ficto del surgido de la petición del 28 

junio del 2019, en cuanto negó el reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año, conforme lo establece el numeral 2 literal b del artículo 15 

                                                 
1 En adelante, CPACA. 
2 En adelante, FOMAG. 
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de la Ley 91 de 1989. 

 

2. Que como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del 

derecho: 

 

-Se reconozca, liquide y pague la prima de mitad de año a que tiene 

derecho por ser pensionado por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y que no tuvo derecho al reconocimiento de la 

pensión gracia, debido a que fue vinculada por primera vez a la docencia 

oficial, en fecha posterior al 1 de enero de 1981, a partir del 26 de agosto 

de 2018 equivalente a una mesada pensional. 

 

3. Que se ordene la aplicación de los reajustes anuales sobre la pensión 

conforme lo establece la Constitución Política de Colombia y la Ley.  

 

4. Que se reconozca y pague las mesadas atrasadas, desde el momento de 

la consolidación del derecho hasta la inclusión en la nómina del 

pensionado. Que el pago del incremento decretado se siga realizando en 

las mesadas futuras como reparación integral del daño. 

 

5. Que se ordene a las partes demandadas al cumplimiento del fallo de 

acuerdo con el artículo 192 y siguientes del CPACA. 

 

6. Que se ordene el reconocimiento y pago de los ajustes de valores a que 

haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de cada 

una de las diferencias en las mesadas pensionales decretadas, por 

tratarse de sumas de tracto sucesivo, tomando como base la variación del 

índice de precio al consumidor. 

 

7. Que se condene en costas a la parte accionada de conformidad con el 

artículo 188 del código de procedimiento administrativo. 

 

Hechos 

 

Como fundamento fáctico de la demanda, la parte actora expuso lo siguiente: 

 

1. La señora Olga Nury Severino Gaviria se vinculó a la docencia oficial en 

fecha posterior al 1 de enero de 1981 y en condición de pensionado por 

el FOMAG no tiene derecho a que la UGPP reconozca a su favor la 

pensión gracia. 

 

2. La parte actora solicitó la pensión de jubilación ante el Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de Educación del 

Departamento de Caldas, misma que le fue reconocida por dicha entidad 

a través de la Resolución n° 166 del 4 de marzo de 2013. 
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3. El día 28 de junio de 2019, la parte demandante radicó petición ante la 

entidad convocada, solicitando el reconocimiento y pago de una prima 

de mitad de año que fue creada por la ley 91 de 1989, artículo 15 numeral 

2°, con la indexación correspondiente. 

 

4. Mediante acto ficto, fue negado el reconocimiento y pago del derecho 

reclamado. 

 

Normas violadas y concepto de la violación 

 

La parte actora estimó como violadas las siguientes disposiciones:  

 

o Artículo 15 de la Ley 91 de 1989, y  

o Sentencia de unificación SUJ-014-CE-S2-2019 consejero ponente César 

Palomino Cortés. 

 

Aclamó que el objeto de haber establecido esta prestación, fue en 

compensación por haber perdido la pensión de gracia.  

 

Por tanto indicó que el derecho incoado, fue establecido entes de que fuera 

reconocido en la Ley 100 de 1993; así mismo precisó que cuando se estableció 

el pago de la mesada adicional para los pensionados en el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993,  ya existía  para los docentes del Magisterio que fueron 

vinculados después de 1981; y con la Ley 91 de 1989 una prima de medio año 

equivalente a una mesada pensional a partir de la adquisición del derecho 

pensional, sin que, se realizaran alguna derogatoria del beneficio reclamado. 

 

Refirió las sentencias C-461 de 1995, C-409 de 1994, C-506 de 2006 y el Acto 

Legislativo 1 de 2005 por medio del cual se adiciono el parágrafo transitorio 1 

del artículo 48 de la Constitución Política de Colombia, por tanto concluyó 

que en esas condiciones es claro que el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 

de 1989, nada tiene que ver con la mesada pensional causada con 

posterioridad al año 2005, pues el régimen especial, que contiene la misma, 

identifica una prima que equivale a una mesada pensional, situación diferente 

a la prestación acontecida como mesada adicional a los docentes en el mes de 

junio de cada año. 

 

Regulación que fue confirmada en la sentencia de unificación de la sección 

segunda del Consejo de Estado SUJ – 014 –CE- S2-2019, consejero ponente 

César Palomino Cortés. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG contestó la 
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demanda y planteó como medios exceptivos de mérito: “Legalidad de los actos 

administrativos atacados de nulidad” y “la condena en costas no es objetiva, se 

desvirtuar la buena fe de la entidad”. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

 

El 30 de junio de 2021, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de 

Manizales dictó sentencia (archivo 17, C1Instancia del expediente digital), a 

través de la cual negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas a 

la parte demandante. Lo anterior, con fundamento en lo siguiente:  

 

Precisó el marco normativo de lo expuesto en el artículo 15 de la Ley 91 de 

1989 y en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, que hacen referencia a la 

mesada adicional de mitad de año para los pensionados. 

 

En consecuencia, explicó que el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dispuso 

que el reconocimiento de la mesada adicional para los pensionados, su 

contenido técnico es similar a la prima de mitad de año. 

 

Argumentó que esta mesada tal como fue prevista en la Ley 100 de 1993, era 

reconocida a los pensionados antes de la entrada en vigencia de dicha ley, sin 

embargo la norma ha sufrido una seria de transformaciones en virtud del 

análisis de constitucionalidad efectuado por la  Corte Constitucional 

mediante sentencia C-409 de 1994 a la misma, así como por la adición 

introducida por la Ley 238 de 1995 al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, que 

amplió los sujetos titulares de dicha mesada adicional, y la modificación 

efectuada por el artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 2005 al artículo 48 de la 

Constitución que determinó un límite temporal y modal al reconocimiento de 

esa mesada. 

 

Reiteró que con la reforma constitucional plasmada en el Acto Legislativo 01 

de 2005, en lo que respecta al inciso octavo del mismo, fue la de limitar el 

número de mesadas anuales para todos los pensionados, sea que pertenezcan 

al régimen general de pensiones, o a algún régimen especial o exceptuado, 

estableciéndose como única excepción la señalada en el parágrafo transitorio 

sexto. 

 

Finalmente concluyó que si la adquisición del estatus de docente pensionado 

es posterior al 26 de julio de 2005, no procede la mesada adicional nº14, pero 

si el docente pensionado se retiró del servicio después de esta última fecha, 

tiene derecho a percibir la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993 o como excepción si el demandante percibe una pensión igual 

o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes y la misma se 

causó antes del 31 de julio de 2011. 
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RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante memorial (archivo 12, C1Instancia del expediente digital), la parte 

demandante recurrió la sentencia de primera instancia, solicitando revocar la 

providencia y acceder a las pretensiones de la demanda, con fundamento en 

lo siguiente. 

 

Recalcó que, de acuerdo con las normas transcritas, es claro que los docentes 

con vinculación en la docencia oficial con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003 (26 de junio de 2003) se rigen por lo establecido en la 

Ley 91 de 1989 y por el régimen general de pensiones, esto es, por la Ley 33 

de 1985; mientras que los docentes vinculados a partir de la entrada en 

vigencia de la Ley 812 de 2003, se regirán por el sistema general de pensiones 

establecido en la Ley 100 de 1993. 

 

Explicó que la prima de mitad de año establecida en el numeral 2 literal b del 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989, no pude confundirse con la mesada adicional 

de junio o mesada catorce (14) prevista en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 

y que tampoco puede restringirse el alcance de dicha prima a lo establecido 

en el parágrafo transitorio 6 del Acto Legislativo 01 de 2005. 

 

Agregó que el objeto de la prestación, fue en compensación por haber perdido 

la pensión de gracia, por lo que el derecho solicitado, fue establecido mucho 

antes de reconocer la mesada en la Ley 100 de 1993. 

 

Citó los preceptos jurisprudenciales contemplados en la sentencia C-409 de 

1994 y C-461 de 1995, en cuento a los beneficios que trata el numeral 2 literal 

b del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y en la similitud de lo previsto en el 142 

de la Ley 100 de 1993, es decir existe equivalencia entre “una mesada 

pensional” (monto de la prima de mitad de año de la Ley 91) y “30 días de 

pago de la pensión” (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo 

en cuenta que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) 

que recibe un pensionado en virtud de su derecho a la pensión; por lo que los 

pensionados del FOMAG, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 

no se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a quienes 

se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social que contempla la Ley 100 de 

1993. 

 

Resaltó que es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la 

mesada adicional del artículo 142 de la Ley 100 de 1993, luego de la sentencia 

C-409 de 1994, no está condicionado por aspectos temporales. 

 

Puntualizó sobre la legislación en materia pensional anterior a la Ley 100 de 
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1993, y en especial las Leyes 33 de 1973, 12 de 1975, 4 de 1976, 44 de 1980, 113 

de 1985 y 91 de 1989, en las cuales no se encontraban algún beneficio 

equivalente o similar a la mesada adicional que estable la Ley 100 de 1993, o 

a la prima adicional de medio año que contempla la Ley 91 de 1989, para los 

docentes vinculados con anterioridad al 1° de enero de 1981 que no sean 

acreedores a la pensión de gracia. 

 

Concluyó que la Ley 91 de 1989 no fue modificada en ninguno de los apartes 

por el Acto Legislativo número 01 de 2005, sigue vigente en su integridad y, 

por lo tanto, la prima de mitad de año debe ser reconocida a los docentes 

afiliados al Fondo de Prestaciones del Magisterio ingresados con a partir del 

1 de enero de 1989. 

 

Finalmente refirió que la condena en costas en primera instancia debe 

revocarse en tanto la parte actora acudió a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa en busca de protección judicial para sus Derechos Salariales, 

con la firme convicción de que existe una vulneración de sus garantías 

constitucionales y legales. 

 

Explicó que en ningún momento se busca congestionar el aparato judicial ni 

desgastar la administración de justicia, sino exclusivamente invocar el 

amparo de un derecho que se cree vulnerado. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

Las partes no se pronunciaron en esta oportunidad procesal. 

 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

El Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 

 

TRÁMITE PROCESAL DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Reparto.  Para conocer del recurso de alzada, el expediente fue repartido a 

este Tribunal el 25 de julio de 2022, y allegado el 28 de julio del mismo año al 

Despacho del Magistrado Ponente de esta providencia (archivos 01 y 02 

C2Instancia del expediente digital). 

 

Admisión y alegatos.  Por auto del 28 de julio de 2022 se admitió el recurso 

de apelación. Las partes no se pronunciaron en esta esta procesal; el Ministerio 

Público no rindió concepto. 

 

Paso a Despacho para sentencia. El 12 de agosto de 2022 el proceso ingresó a 

Despacho para sentencia, la que se dicta en seguida, en aplicación de lo 

dispuesto por el artículo 247 del CPACA, modificado por el artículo 67 de la 
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Ley 2080 de 2021.  Se precisa que por tratarse de un asunto que versa sobre 

un caso similar a los ya decididos por esta Corporación, y en procura de la 

celeridad y agilidad para dar solución a dichos temas, se profiere este fallo sin 

tener en cuenta el orden de ingreso del proceso a Despacho para tal efecto, tal 

como se autoriza por el artículo 18 de la Ley 446 de 1998, en armonía con lo 

previsto por el artículo 115 de la Ley 1395 de 2010. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL  
 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra la sentencia dictada en primera instancia por el Juzgado 

Séptimo Administrativo del Circuito de Manizales, en los estrictos términos 

en que aquel fue presentado. 

 

Problema jurídico 

 

La cuestión que se debe resolver en el sub examine se centra en dilucidar lo 

siguiente: 

 

¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año equivalente a una mesada pensional conforme lo prevé el numeral 

2 artículo 15 de la Ley 91 de 1989? 
 

¿Procede la condena en costas señalada en la primera instancia? 
 

 

Para despejar el problema planteado, la Sala abordará los siguientes aspectos: 

i) hechos probados; ii) régimen general de seguridad social; iii) prima de 

mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones sociales del 

magisterio; iv) examen del caso concreto y, v) condena en costas de primera 

instancia. 

 

1.- Hechos debidamente acreditados 

 

La siguiente es la relación de los hechos debidamente probados que resultan 

relevantes para solucionar el caso concreto: 

 

1. Por Resolución 166 del 4 de marzo de 2013, se reconoció la pensión de 

jubilación por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a favor de 

la señora Olga Nury Severino Gaviria por valor de $2.125.172. 

 

2. La parte actora radicó solicitud ante la entidad accionada, para el 

reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, contemplada en el 

numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 
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3. La parte actora se posesionó como docente el 29 de julio de 1982. 

 

2.- Régimen general de seguridad social 

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio 

público obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y 

control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad; asimismo se garantiza como un derecho irrenunciable, servicio 

prestado por entidades públicas y privadas, que brinda los recursos 

destinados al mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado 

garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 

legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 19933, tuvo 

como objeto garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de 

mejorar la calidad de vida, y la dignidad humana, a través de las instituciones 

públicas y privadas prestadoras de los servicios, como un servicio esencial 

bajo los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, 

unidad y participación. 

 

El artículo 11 ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003, prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.” 

 

3.- Prima de mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones 

sociales del magisterio  

 

El artículo 53 de la Constitución Política establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

                                                 
3
 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
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El artículo 11 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 

de 2003, prevé sobre su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.”-

negrilla de la Sala- 

 

La mesada adicional de diciembre para los pensionados de los sectores 

público, oficial semioficial y privado los empleados públicos, incluidos 

docentes, fue creada por la Ley 4ª de 1976: “Artículo 5º Los pensionados de que 

trata esta ley o las personas a quienes de acuerdo con las normas legales vigentes se 

transmite el derecho recibirán cada año, dentro de la primera quincena del mes de 

diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad, en forma adicional a su 

pensión.” 

 

La Ley 91 de 1989 estipuló el régimen pensional para los docentes vinculados 

hasta el 31 de diciembre de 1980 y con posterioridad al 1 de enero de 1981. 

Para estos últimos previó una prima de medio año, que es la que se demanda 

en este proceso, equivalente a una mesada pensional: 

 

“ARTÍCULO  15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 

1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

  

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre 

de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el 

régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de 

conformidad con las normas vigentes. 

 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, 

para efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas 

vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 

de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las 

excepciones consagradas en esta Ley. 

  

2. Pensiones: 
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A. Los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato 

de las Leyes 114 de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933 y demás normas que las 

hubieren desarrollado o modificado, tuviesen o llegaren a tener derecho a la 

pensión de gracia, se les reconocerá siempre y cuando cumplan con la totalidad 

de los requisitos. Esta pensión seguirá reconociéndose por la Caja Nacional de 

Previsión Social conforme al Decreto 081 de 1976 y será compatible con la 

pensión ordinaria de jubilación, aún en el evento de estar ésta a cargo total o 

parcial de la Nación.  

  

B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, 

nacionales y nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1 de 

enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos de Ley, se reconocerá sólo 

una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual 

promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen 

vigente para los pensionados del sector público nacional y 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional.” -Negrilla y subrayado de la Sala- 

  

Luego, los artículos 50 y 142 de la Ley 100 de 1993 consagraron dos mesadas 

para los pensionados, la primera en noviembre y una mesada adicional, de 

interés para este proceso, pagadera en junio para los pensionados del sector 

público, correspondiente a treinta (30) días de valor de la pensión, dicha 

norma dispone:   

 

“ARTÍCULO 50. MESADA ADICIONAL. Los pensionados por vejez o 

jubilación, invalidez y sustitución o sobrevivencia continuarán recibiendo cada 

año, junto con la mesada del mes de noviembre, en la primera quincena del mes 

de diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad adicional a su 

pensión. 

 

(…) 

ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA PENSIONADOS. Los 

pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores 

públicos, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del 

Instituto de Seguros Sociales, así como los retirados y pensionados de las 

Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, tendrán derecho al reconocimiento 

y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda a cada uno de ellos 

por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio 

de cada año, a partir de 1994. 

 

PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo 

la cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario 

mínimo legal mensual.”- subrayado de la Sala - 

 



Exp.: 17001-33-39-007-2020-00242-02  11 

 

Es de recordar que la Ley 100 de 1993 estipuló en el artículo 279 un régimen 

de excepción:  

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social 

contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas 

Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 

de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la 

presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

 

(…) Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a 

cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este 

Fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor 

de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación 

que para el efecto se expida. (…)” 

 

Teniendo en cuenta que la sentencia de C-409 de 1994 declaró inexequibles los 

apartes tachados del precitado artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dio lugar a 

la expedición del artículo 1º de la Ley 238 de 1995, que adicionó el artículo 279 

de la Ley 100 de 1993 sobre excepciones al sistema, de la siguiente manera: 

“… Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

La Sala de Consulta y Servicio Civil, en concepto 1857 de 2007 , ilustró sobre 

el tránsito legislativo de la Ley 238 de 1995 que: “… la iniciativa fue muy clara 

en el sentido de aplicar a un grupo de pensionados unos beneficios del régimen general, 

pero no planteó, ni se discutió, la modificación de los correspondientes regímenes 

especiales; de este modo, el texto aprobado muestra que con él se permite el 

reconocimiento de la mesada adicional a los sectores de pensionados exceptuados de 

ese régimen general pero sin modificar sus propios regímenes especiales para 

incorporarla a ellos.” 

 

La sentencia C-461 de 1995 de la Corte Constitucional, en cuya demanda se 

pretendía la extensión de la mesada del artículo 142 de la Ley 100 de 1993 a 

todos los docentes, explica que la prima de medio año y la mesada catorce son 

asimilables, y debían ampliarse el beneficio de la mesada adicional solamente 

a los docentes que no gozaban de pensión gracia vinculados con anterioridad 

al 1º de enero de 1981:  

 

“… el beneficio contemplado en el artículo 15, numeral 2°, literal b, de la Ley 

91 de 1989, según el cual los pensionados vinculados al Fondo con 

posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) adicionalmente de una 

prima de medio año equivalente a una mesada pensional", puede asimilarse 

a la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la Ley 100 de 1993…”: 
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“En efecto, la Corte advierte que el beneficio contemplado en el artículo 15, 

numeral 2°, literal b, de la Ley 91 de 1989, según el cual los pensionados 

vinculados al Fondo con posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional", puede asimilarse a la mesada adicional de que trata el artículo 142 

de la Ley 100 de 1993. 

 

En el artículo 15, numeral 2, literal b, de la Ley 91 de 1989, se dispone que los 

pensionados del Magisterio tienen derecho a la prima de medio año allí 

establecida, "adicionalmente" a la pensión de jubilación - pensión ésta que de 

manera inmediatamente anterior, concede el mismo artículo para los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981-. 

 

El monto de la prima de medio año del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, 

es el mismo que el de la mesada adicional contemplada en el artículo 

142 de la Ley 100 de 1993, ya que existe equivalencia entre "una mesada 

pensional" (monto de la prima de medio año de la Ley 91) y "30 días de pago 

de la pensión" (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo en cuenta 

que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) que recibe 

un pensionado en virtud de su derecho a la pensión.    

 

Los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 no 

se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a 

quienes se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social contemplado 

en la Ley 100 de 1993, en lo referente a la obtención de algún beneficio que 

compense la pérdida de poder adquisitivo de las pensiones, pues mientras los 

primeros reciben la prima adicional de medio año (artículo 15 Ley 91 

de 1989), los segundos reciben la mesada adicional (artículo 142 Ley 100 

de 1993), que son prestaciones equivalentes. 

 

Sin embargo, es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la mesada 

adicional del artículo 142 de la Ley 100, luego de la sentencia C-409 de 1994, 

no está condicionado por aspectos temporales.” 

 

El Acto Legislativo 01 de 2005 eliminó la posibilidad de recibir más de 13 

mesadas a los nuevos pensionados: 

 

“ARTÍCULO 1o. Se adicionan los siguientes incisos y parágrafos al artículo 

48 de la Constitución Política: 
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"El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el 

pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes 

en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia 

de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo 

establecido en ellas". 

 

(…) "Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la 

vigencia del presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece 

(13) mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa 

cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando 

no se hubiese efectuado el reconocimiento". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes 

nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio 

público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los 

docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la 

citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 

Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 

2003". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 

8o. del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión 

igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 

catorce (14) mesadas pensionales al año".  

 

En la exposición de motivos del proyecto de acto legislativo, se justificó la 

eliminación de la mesada 14 de la siguiente manera: 

 

“5.4 La eliminación de la decimocuarta mesada pensional 

 

Debe recordarse que esta mesada adicional fue creada por la Ley 100 de 1993 

para compensar la falta de ajuste de las pensiones reconocidas con anterioridad 

a 1988, es decir para compensar su pérdida de poder adquisitivo, y fue 

extendida a todas las demás pensiones por una decisión de la Corte 

Constitucional (Sentencia C-489/94), generando un desequilibrio adicional en 

la financiación de los pasivos pensionales. 

 

Dado el origen de esta mesada, no es razonable que la misma deba pagarse a los 

nuevos pensionados, cuyas pensiones se liquidan con base en lo dispuesto por 

la Ley 100 de 1993 y normas que la han modificado y no se ven expuestas a 

pérdida de poder adquisitivo. Es por ello que se propone su eliminación. 
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El costo anual de esta mesada adicional asciende hoy a $1.1 billones. Sin 

embargo, debe aclararse que este costo no se va a reducir en la medida en que 

se seguirá pagando esta mesada a los actuales pensionados, pero dejará de 

incrementarse a futuro por efecto del presente Acto Legislativo. De acuerdo con 

las actuales proyecciones su eliminación reducirá el déficit operacional 

acumulado en 12.9% del PIB, entre los años 2004 y 2050.” (PROYECTO DE 

LEY 034 CÁMARA - GACETA 385 DE 2004) 

 

El concepto 1857 de 2007  de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 

de Estado estimó que debido a los efectos del Acto Legislativo 01 de 2005 “… 

los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de vejez a 

partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 

01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el 

artículo 142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo”: 

 

“2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 

 

Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 

sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que por 

ley o negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes 

pensionales y su impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional presentó 

dos proyectos de acto legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 200, los 

cuales fueron acumulados para su estudio y trámite.  

 

Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 

“Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en 

vigencia del presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año.” 

 

Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los 

debates fue modificada para que la prohibición no quedara referida al 

reconocimiento de la pensión sino a su causación; así, la norma aprobada como 

inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo No. 01 del 2005, ordena: 

  

“Artículo 1º… 

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 

presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas 

pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen 

todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado su 

reconocimiento.” 

 

En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico de 

esa mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una 
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excepción para los pensionados que reciban mesadas no superiores a tres 

salarios mínimos mensuales legales vigentes, siempre que reúnan los requisitos 

para pensionarse antes del 31 de julio del 2011; este acuerdo se recogió en el 

parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo No. 01 del 2005: 

 

"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del 

presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior 

a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa 

antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas 

pensionales al año". 

 

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el 

Acto Legislativo No. 01 del 200, las personas que adquieran el derecho a la 

pensión recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la excepción 

establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está 

restringida en el tiempo y en sus destinatarios. 

 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de 

jubilación o de vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada 

en vigencia del Acto Legislativo No. 01 del 2005, no podrán recibir la 

mesada adicional del mes de junio creada por el artículo 142 de la ley 

100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo.” 

 

Como se anotó en precedencia, la prima de medio año de una mesada prevista 

en el literal b, numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es equivalente a 

la mesada prevista en el artículo 142 de la Ley 100 0de 1993, que se extendió 

en garantía del principio de igualdad a todos los docentes por la sentencia C-

461 de 1995, por la Ley 238 de 1995. 

 

Bajo este entendido, el Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso que, a partir de su 

entrada en vigor, ningún nuevo pensionado podría recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año, salvo aquellas personas que perciban una 

pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011. 

 

En sede de tutela, el Consejo de Estado ha considerado que esta interpretación 

“…no desconoce las normas aplicables al caso, ni el precedente judicial de la Sección 

Segunda del Consejo de Estado sobre la materia, por lo que para la Sala es claro que 

no vulneró los derechos fundamentales que la accionante alega conculcados.” 

 

4.- Examen del caso concreto 
 

De acuerdo con los parámetros normativos planteados en el Acto Legislativo 

01 de 2005, aplicable a los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 
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del Magisterio, se procederá a analizar el caso particular, en aras de identificar 

si le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada de mitad de año. 

 

En el sub judice, a la parte actora le fue reconocido el derecho a la pensión de 

jubilación a través de la Resolución 166 del 4 de marzo de 2013, teniendo en 

cuenta el tiempo laborado desde el 29 de julio de 1982 al 20 de noviembre del 

año 2012.  

 

De acuerdo con dicho acto adquirió el status pensional el 16 de octubre de 

2012; además fue reconocida en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

En consecuencia, no le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada 

adicional toda vez que no se encuentra dentro de las excepciones previstas en 

el Acto Legislativo 01 de 2005; dado que su derecho pensional fue causado 

con posterioridad a la vigencia de dicho acto, esto es el 25 de julio de 2005, 

además se reconoció en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

Por lo anterior, se denegarán las pretensiones de la demanda y se confirmará 

la sentencia de primera instancia. 

 

5.- Sobre las costas en primera instancia 

 

Antes de resolver si en el caso particular se encuentran dados los supuestos 

de procedencia para la condena en costas impuesta, este Tribunal considera 

necesario precisar que este problema jurídico debe ser resuelto con 

fundamento en la norma procesal que se encontraba vigente para el momento 

en el cual se dictó la providencia, esto es, con base en el artículo 188 del 

CPACA, sin la adición introducida por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021. 

 

Señalado lo anterior, pasa la Sala a indicar qué comprende el concepto de 

costas, para lo cual se acude a pronunciamiento del Consejo de Estado4, así: 

 
El concepto de las costas del proceso está relacionado con todos los gastos 

necesarios o útiles dentro de una actuación de esa naturaleza y comprende los 

denominados gastos o expensas del proceso llamados en el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo gastos 

ordinarios del proceso5 y otros como son los necesarios para traslado de testigos y 

para la práctica de la prueba pericial, los honorarios de auxiliares de la justicia 

como peritos y secuestres, transporte de expediente al superior en caso de 

apelación, pólizas, copias, etc. 

 

                                                 
4 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección 

‘A’.  Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 7 de abril de 2016.  

Radicado: 13001-23-33-000-2013-00022-01(1291-14). 
5 Cita de cita: Artículo 171 No. 4 en conc. Art. 178 ib. 
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Igualmente, el concepto de costas incluye las agencias del derecho que 

corresponden a los gastos por concepto de apoderamiento dentro del proceso, que 

el juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte vencedora atendiendo a los 

criterios sentados en los numerales 3º y 4º del artículo 366 del CGP6, y que no 

necesariamente deben corresponder al mismo monto de los honorarios pagados 

por dicha parte a su abogado7 los cuales deberán ser fijados contractualmente 

entre éstos conforme los criterios previstos en el artículo 28 numeral 8.º de la ley 

1123 de 20078. 

 

La condena en costas quedó regulada en el CPACA en el artículo 188, el cual, 

para la época de la sentencia apelada, tenía el siguiente tenor: 

 
ARTÍCULO 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se 

ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya 

liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento 

Civil. 

 

La remisión contemplada por el CPACA debe entenderse hecha, en la 

actualidad, al artículo 366 del CGP. 

 

La Sección Primera del Consejo de Estado ha aclarado que si bien “(…) una 

lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación 

de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera 

forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso 

administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, 

lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad 

está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los 

                                                 
6 Cita de cita: “[…] 3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los 

demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan 

comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias 

en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la 

liquidación de costas, siempre que aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su 

valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura y por las entidades 

especializadas, el juez los regulará.  

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo 

Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez 

tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado 

o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que 

pueda exceder el máximo de dichas tarifas. […]” 
7 Cita de cita: Criterio aceptado por la Corte Constitucional en Sentencia C-043 de 2004 y C-

539 de 1999 
8 Cita de cita: Regula la norma como deber de los abogados, el de “…fijar sus honorarios con 

criterio equitativo, justificado y proporcional frente al servicio prestado o de acuerdo a las normas que 

se dicten para el efecto, y suscribirá recibos cada vez que perciba dineros, cualquiera sea su concepto” 
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casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte 

que ha visto frustradas sus pretensiones procesales”9. 

 

En reciente pronunciamiento10, el Consejo de Estado ha señalado que la condena 

en costas “(…) implica una valoración objetiva valorativa que excluye como criterio de 

decisión la mala fe o la temeridad de las partes.  (…)”, y en virtud de lo cual el Juez 

debe revisar si las mismas se causaron y en la medida de su comprobación.  

Como sustento de dicha conclusión, el Tribunal remite a providencia de la 

misma Alta Corporación11, en la que abordó en forma extensa el tema y 

concluyó lo siguiente: 

 
a) El legislador introdujo un cambio sustancial respecto de la condena en 

costas, al pasar de un criterio “subjetivo” –CCA- a uno “objetivo 

valorativo” –CPACA-. 

b) Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se “dispondrá” 

sobre costas, es decir, se decidirá, bien sea para condenar total o 

parcialmente, o bien para abstenerse, según las precisas reglas del CGP. 

c) Sin embargo, se le califica de “valorativo” porque se requiere que en el 

expediente el juez revise si las mismas se causaron y en la medida de su 

comprobación.  Tal y como lo ordena el CGP, esto es, con el pago de gastos 

ordinarios del proceso y con la actividad del abogado efectivamente 

realizada dentro del proceso.  Se recalca, en esa valoración no se incluye la 

mala fe o temeridad de las partes. 

d) La cuantía de la condena en agencias en derecho, en materia laboral, se 

fijará atendiendo la posición de los sujetos procesales, pues varía según sea 

la parte vencida el empleador, el trabajador o el jubilado, estos últimos más 

vulnerables y generalmente de escasos recursos, así como la complejidad e 

intensidad de la participación procesal (Acuerdo núm. 1887 de 2003 Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura). 

e) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no 

escritas, por lo que el juez en su liquidación no estará atado a lo así pactado 

por éstas. 

f) La liquidación de las costas (incluidas las agencias en derecho), la hará el 

despacho de primera o única instancia, tal y como lo indica el CGP12, previa 

elaboración del secretario y aprobación del respectivo funcionario judicial.  

                                                 
9 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Primera.  Consejero Ponente: 

Dr. Guillermo Vargas Ayala.  Sentencia del 16 de abril de 2015.  Radicado: 25000-23-24-000-2012-

00446-01. 
10 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección A.  

Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 18 de enero de 2018.  Radicación 

número: 44001-23-33-000-2014-90035-01(1575-16). 
11 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección A.  

Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 7 de abril de 2016.  Radicación 

número: 13001-23-33-000-2013-00022-01(1291-14). 
12 Cita de cita: “ARTÍCULO 366. LIQUIDACIÓN. Las costas y agencias en derecho serán 

liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al 

proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a 

las siguientes reglas:(…)” 
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g) Procede condena en costas tanto en primera como en segunda instancia. 

 

De lo hasta aquí expuesto concluye este Tribunal que con el CPACA, la 

imposición de condena en costas no fue establecida de manera subjetiva en 

los términos previstos anteriormente por el Código Contencioso 

Administrativo y el Código de Procedimiento Civil, esto es, apelando a la 

observancia de buena conducta por parte de la parte vencida, sino atendiendo 

un criterio denominado por la jurisprudencia “objetivo valorativo”, producto 

del cual las costas proceden siempre y cuando las mismas se hayan causado 

y la parte interesada haya aportado prueba de su existencia, de su utilidad y 

de su correspondencia con actuaciones autorizadas por la ley. 

 

Descendiendo al caso concreto, se observa inicialmente que la Juez de primera 

instancia condenó en costas a la parte actora efectuando consideraciones al 

respecto. 

 

Lo primero que ha de señalarse es que, conforme a los argumentos antes 

expuestos, no le asiste razón a la parte demandante en su recurso de apelación 

al exigir que para la imposición de la condena en costas se revise la conducta 

por ella desplegada en la actuación, pues como se explicó, la norma no 

contempla un criterio subjetivo. 

 

Ahora, siguiendo el criterio objetivo valorativo, encuentra esta Corporación que 

los gastos o expensas en los que eventualmente incurrió la parte demandada 

con ocasión de este proceso no se encuentran acreditados en el expediente, 

razón por la cual no es procedente emitir condena en costas por dicho 

concepto. 

 

Situación distinta se predica en relación con la fijación de agencias en derecho 

(concepto que también hace parte de las costas), pues en sentir de esta Sala de 

Decisión, su imposición se encuentra justificada, como quiera que en el 

expediente se observa que la entidad demandada fue representada 

judicialmente por un abogado, en virtud de lo cual contestó la demanda y 

presentó alegatos en primera instancia. 

 

En ese orden de ideas, concluye la Sala que en el sub examine hay lugar a 

imponer condena en costas a la parte accionante, únicamente en lo que 

respecta a las agencias en derecho, cuyo monto se mantendrá teniendo en 

cuenta que su fijación se realizó con apoyo en lo dispuesto en el numeral 1 del 

artículo 5 del Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016. 

 

6.- Costas 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 188 del CPACA, adicionado 

por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021, esta Sala de Decisión se abstendrá de 
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condenar en costas en esta instancia, como quiera que no observa que la 

demanda y los recursos de apelación hubieren sido presentados con 

manifiesta carencia de fundamento legal, como lo exige la norma, y además, 

no está probado en el proceso la causación de las mismas. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS, administrando justicia, en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

 

FALLA 

 

Primero.  CONFÍRMASE la sentencia del 30 de junio de 2021, proferida por 

el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Manizales, dentro del 

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por la señora 

Olga Nury Severino Gaviria contra la Nación – Ministerio de Educación 

Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 

Segundo.  ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia, por lo 

brevemente expuesto. 

 

Tercero.  NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del CPACA. 

 

Cuarto.  Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al 

Juzgado de origen y HÁGANSE las anotaciones pertinentes en el programa 

informático “Justicia Siglo XXI”. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES 

Ausente con permiso  



Exp.: 17001-33-39-007-2020-00242-02  21 

 

 
 

 

 

 

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
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                      No.  205 
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Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Sala Quinta de Decisión- 

 
Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín 

 
S.:169 

 
Asunto:  Sentencia de segunda instancia 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicación:  17001-33-39-008-2020-00255-02 

Demandante: Luis Henry Cuellar Bernal 

 Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio  

 

Aprobado en Sala extraordinaria de Decisión, según consta en Acta 

nº046 del 15 de noviembre de 2022 

 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo previsto por los artículos 243 y 247 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 

CPACA1, corresponde a esta Sala de Decisión desatar el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del diecinueve (19) 

de noviembre de dos mil veintiuno (2021), proferida por el Juzgado Octavo 

Administrativo del Circuito de Manizales, que negó las súplicas de la 

demanda dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho 

promovido por el señor Luis Henry Cuellar Bernal contra la Nación – 

Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio (FOMAG2). 

 

DEMANDA 

 

En ejercicio de este medio de control radicado el 27 de octubre de 2021 

(archivo 02 C1Instancia del expediente digital), se solicitó lo siguiente: 

 

Pretensiones 

 

1. Que se declare la nulidad del acto ficto del 02 de octubre de 2019, en 

cuanto negó el reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, 

                                                 
1 En adelante, CPACA. 
2 En adelante, FOMAG. 
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conforme lo establece el numeral 2 literal b del artículo 15 de la Ley 91 

de 1989. 

 

2. Que como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del 

derecho: 

 

-Se reconozca, liquide y pague la prima de mitad de año a que tiene 

derecho por ser pensionado por el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, y que no tuvo derecho al reconocimiento de la 

pensión gracia, debido a que fue vinculada por primera vez a la docencia 

oficial, en fecha posterior al 1 de enero de 1981, a partir del 26 de agosto 

de 2018 equivalente a una mesada pensional. 

 

3. Que se ordene la aplicación de los reajustes anuales sobre la pensión 

conforme lo establece la Constitución Política de Colombia y la Ley.  

 

4. Que se reconozca y pague las mesadas atrasadas, desde el momento de 

la consolidación del derecho hasta la inclusión en la nómina del 

pensionado. Que el pago del incremento decretado se siga realizando en 

las mesadas futuras como reparación integral del daño. 

 

5. Que se ordene a las partes demandadas al cumplimiento del fallo de 

acuerdo con el artículo 192 y siguientes del CPACA. 

 

6. Que se ordene el reconocimiento y pago de los ajustes de valores a que 

haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de cada 

una de las diferencias en las mesadas pensionales decretadas, por 

tratarse de sumas de tracto sucesivo, tomando como base la variación del 

índice de precio al consumidor. 

 

7. Que se condene en costas a la parte accionada de conformidad con el 

artículo 188 del código de procedimiento administrativo. 

 

Hechos 

 

Como fundamento fáctico de la demanda, la parte actora expuso lo siguiente: 

 

1. El señor Luis Henry Cuellar Bernal se vinculó a la docencia oficial en 

fecha posterior al 1 de enero de 1981 y en condición de pensionado por 

el FOMAG no tiene derecho a que la UGPP reconozca a su favor la 

pensión gracia. 

 

2. La parte actora solicitó la pensión de jubilación ante el Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – Secretaría de Educación del 
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Departamento de Caldas, misma que le fue reconocida por dicha entidad 

a través de la Resolución n° 8519-6 del 16 de octubre de 2018. 

 

3. El día 02 de julio de 2019, la parte demandante radicó petición ante la 

entidad convocada, solicitando el reconocimiento y pago de una prima 

de mitad de año que fue creada por la ley 91 de 1989, artículo 15 numeral 

2°, con la indexación correspondiente. 

 

4. Mediante acto ficto, fue negado el reconocimiento y pago del derecho 

reclamado. 

 

Normas violadas y concepto de la violación 

 

La parte actora estimó como violadas las siguientes disposiciones:  

 

o Artículo 15 de la Ley 91 de 1989, y  

o Sentencia de unificación SUJ-014-CE-S2-2019 consejero ponente César 

Palomino Cortés. 

 

Aclamó que el objeto de haber establecido esta prestación, fue en 

compensación por haber perdido la pensión de gracia.  

 

Por tanto indicó que el derecho incoado, fue establecido entes de que fuera 

reconocido en la Ley 100 de 1993; así mismo precisó que cuando se estableció 

el pago de la mesada adicional para los pensionados en el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993,  ya existía  para los docentes del Magisterio que fueron 

vinculados después de 1981; y con la Ley 91 de 1989 una prima de medio año 

equivalente a una mesada pensional a partir de la adquisición del derecho 

pensional, sin que, se realizaran alguna derogatoria del beneficio reclamado. 

 

Refirió las sentencias C-461 de 1995, C-409 de 1994, C-506 de 2006 y el Acto 

Legislativo 1 de 2005 por medio del cual se adiciono el parágrafo transitorio 1 

del artículo 48 de la Constitución Política de Colombia, por tanto concluyó 

que en esas condiciones es claro que el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 

de 1989, nada tiene que ver con la mesada pensional causada con 

posterioridad al año 2005, pues el régimen especial, que contiene la misma, 

identifica una prima que equivale a una mesada pensional, situación diferente 

a la prestación acontecida como mesada adicional a los docentes en el mes de 

junio de cada año. 

 

Regulación que fue confirmada en la sentencia de unificación de la sección 

segunda del Consejo de Estado SUJ – 014 –CE- S2-2019, consejero ponente 

César Palomino Cortés. 
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CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG no contestó la 

demanda. 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

 

El 19 de noviembre de 2021, el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito 

de Manizales dictó sentencia (archivo 15, C1Instancia del expediente digital), 

a través de la cual negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas 

a la parte demandante. Lo anterior, con fundamento en lo siguiente:  

 

Precisó el marco normativo de lo expuesto en el artículo 15 de la Ley 91 de 

1989 y en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, que hacen referencia a la 

mesada adicional de mitad de año para los pensionados. 

 

En consecuencia, explicó que el artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dispuso 

que el reconocimiento de la mesada adicional para los pensionados, su 

contenido técnico es similar a la prima de mitad de año. 

 

Argumentó que esta mesada tal como fue prevista en la Ley 100 de 1993, era 

reconocida a los pensionados antes de la entrada en vigencia de dicha ley, sin 

embargo la norma ha sufrido una seria de transformaciones en virtud del 

análisis de constitucionalidad efectuado por la  Corte Constitucional 

mediante sentencia C-409 de 1994 a la misma, así como por la adición 

introducida por la Ley 238 de 1995 al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, que 

amplió los sujetos titulares de dicha mesada adicional, y la modificación 

efectuada por el artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 2005 al artículo 48 de la 

Constitución que determinó un límite temporal y modal al reconocimiento de 

esa mesada. 

 

Reiteró que con la reforma constitucional plasmada en el Acto Legislativo 01 

de 2005, en lo que respecta al inciso octavo del mismo, fue la de limitar el 

número de mesadas anuales para todos los pensionados, sea que pertenezcan 

al régimen general de pensiones, o a algún régimen especial o exceptuado, 

estableciéndose como única excepción la señalada en el parágrafo transitorio 

sexto. 

 

Finalmente concluyó que si la adquisición del estatus de docente pensionado 

es posterior al 26 de julio de 2005, no procede la mesada adicional nº14, pero 

si el docente pensionado se retiró del servicio después de esta última fecha, 

tiene derecho a percibir la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la 

Ley 100 de 1993 o como excepción si el demandante percibe una pensión igual 

o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes y la misma se 

causó antes del 31 de julio de 2011. 
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RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante memorial (archivo 17, C1Instancia del expediente digital), la parte 

demandante recurrió la sentencia de primera instancia, solicitando revocar la 

providencia y acceder a las pretensiones de la demanda, con fundamento en 

lo siguiente. 

 

Recalcó que, de acuerdo con las normas transcritas, es claro que los docentes 

con vinculación en la docencia oficial con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003 (26 de junio de 2003) se rigen por lo establecido en la 

Ley 91 de 1989 y por el régimen general de pensiones, esto es, por la Ley 33 

de 1985; mientras que los docentes vinculados a partir de la entrada en 

vigencia de la Ley 812 de 2003, se regirán por el sistema general de pensiones 

establecido en la Ley 100 de 1993. 

 

Explicó que la prima de mitad de año establecida en el numeral 2 literal b del 

artículo 15 de la Ley 91 de 1989, no pude confundirse con la mesada adicional 

de junio o mesada catorce (14) prevista en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 

y que tampoco puede restringirse el alcance de dicha prima a lo establecido 

en el parágrafo transitorio 6 del Acto Legislativo 01 de 2005 

 

Agrego que el objeto de la prestación, fue en compensación por haber perdido 

la pensión de gracia, por lo que el derecho solicitado, fue establecido mucho 

antes de reconocer la mesada en la Ley 100 de 1993. 

 

Citó los preceptos jurisprudenciales contemplados en la sentencia C-409 de 

1994 y C-461 de 1995, en cuento a los beneficios que trata el numeral 2 literal 

b del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y en la similitud de lo previsto en el 142 

de la Ley 100 de 1993, es decir existe equivalencia entre “una mesada 

pensional” (monto de la prima de mitad de año de la Ley 91) y “30 días de 

pago de la pensión” (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo 

en cuenta que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) 

que recibe un pensionado en virtud de su derecho a la pensión; por lo que los 

pensionados del FOMAG, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 

no se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a quienes 

se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social que contempla la Ley 100 de 

1993. 

 

Resaltó que es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la 

mesada adicional del artículo 142 de la Ley 100 de 1993, luego de la sentencia 

C-409 de 1994, no está condicionado por aspectos temporales. 
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Puntualizó sobre la legislación en materia pensional anterior a la Ley 100 de 

1993, y en especial las Leyes 33 de 1973, 12 de 1975, 4 de 1976, 44 de 1980, 113 

de 1985 y 91 de 1989, en las cuales no se encontraban algún beneficio 

equivalente o similar a la mesada adicional que estable la Ley 100 de 1993, o 

a la prima adicional de medio año que contempla la Ley 91 de 1989, para los 

docentes vinculados con anterioridad al 1° de enero de 1981 que no sean 

acreedores a la pensión de gracia. 

 

Concluyó que la Ley 91 de 1989 no fue modificada en ninguno de los apartes 

por el Acto Legislativo número 01 de 2005, sigue vigente en su integridad y, 

por lo tanto, la prima de mitad de año debe ser reconocida a los docentes 

afiliados al Fondo de Prestaciones del Magisterio ingresados con a partir del 

1 de enero de 1989. 

 

Finalmente refirió que la condena en costas en primera instancia debe 

revocarse en tanto la parte actora acudió a la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa en busca de protección judicial para sus Derechos Salariales, 

con la firme convicción de que existe una vulneración de sus garantías 

constitucionales y legales. 

 

Explicó que en ningún momento se busca congestionar el aparato judicial ni 

desgastar la administración de justicia, sino exclusivamente invocar el 

amparo de un derecho que se cree vulnerado. 

 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

Nación – Ministerio de Educación Nacional – FOMAG.  Se pronunció en 

escrito que obra en el expediente digital, archivos 004 y 005 C2Instancia. 

 

 

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 

El Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 

 

TRÁMITE PROCESAL DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Reparto.  Para conocer del recurso de alzada, el expediente fue repartido a 

este Tribunal el 4 de marzo de 2022, y allegado el 8 de marzo del mismo año 

al Despacho del Magistrado Ponente de esta providencia (archivos 01 y 02 

C2Instancia del expediente digital). 

 

Admisión y alegatos.  Por auto del 8 de marzo de 2022 se admitió el recurso 

de apelación y se ordenó correr traslado para alegatos en caso de no existir 
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solicitud de pruebas por practicar en segunda instancia. La parte demandada 

se pronunció en esta esta procesal; el Ministerio Público no rindió concepto 

en esta oportunidad, (archivo 02 C2Instancia del expediente digital). 

 

Paso a Despacho para sentencia. El 12 de agosto de 2022 el proceso ingresó a 

Despacho para sentencia, la que se dicta en seguida, en aplicación de lo 

dispuesto por el artículo 247 del CPACA, modificado por el artículo 67 de la 

Ley 2080 de 2021.  Se precisa que por tratarse de un asunto que versa sobre 

un caso similar a los ya decididos por esta Corporación, y en procura de la 

celeridad y agilidad para dar solución a dichos temas, se profiere este fallo sin 

tener en cuenta el orden de ingreso del proceso a Despacho para tal efecto, tal 

como se autoriza por el artículo 18 de la Ley 446 de 1998, en armonía con lo 

previsto por el artículo 115 de la Ley 1395 de 2010. 

 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL  
 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra la sentencia dictada en primera instancia por el Juzgado 

Octavo Administrativo del Circuito de Manizales, en los estrictos términos en 

que aquel fue presentado. 

 

Problema jurídico 

 

La cuestión que se debe resolver en el sub examine se centra en dilucidar lo 

siguiente: 

 

¿Tiene derecho la parte demandante al reconocimiento y pago de la prima de 

mitad de año equivalente a una mesada pensional conforme lo prevé el numeral 

2 artículo 15 de la Ley 91 de 1989? 
 

¿Procede la condena en costas señalada en la primera instancia? 

 

Para despejar el problema planteado, la Sala abordará los siguientes aspectos: 

i) hechos probados; ii) régimen general de seguridad social; iii) prima de 

mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones sociales del 

magisterio; iv) examen del caso concreto y v) condena en costas de primera 

instancia. 

1.- Hechos debidamente acreditados 

 

La siguiente es la relación de los hechos debidamente probados que resultan 

relevantes para solucionar el caso concreto: 

 

1. Por Resolución 8519-6 del 16 de octubre de 2018, se reconoció la pensión 

de jubilación por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a favor 
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del señor Luis Henry Cuellar Bernal. 

 

2. La parte actora radicó solicitud ante la entidad accionada, para el 

reconocimiento y pago de la prima de mitad de año, contemplada en el 

numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 

 

3. La parte actora se posesionó como docente el 17 de marzo de 1995. 

 

2.- Régimen general de seguridad social 

 

El artículo 48 de la Carta Política concibe la seguridad social como un servicio 

público obligatorio que debe prestarse bajo la dirección coordinación y 

control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad; asimismo se garantiza como un derecho irrenunciable, servicio 

prestado por entidades públicas y privadas, que brinda los recursos 

destinados al mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. 

 

A su vez, el artículo 53 del mandato constitucional, establece que el Estado 

garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 

legales.  

 

El Sistema de Seguridad Social Integral, previsto en la Ley 100 de 19933, tuvo 

como objeto garantizar los derechos de las personas y comunidad, en aras de 

mejorar la calidad de vida, y la dignidad humana, a través de las instituciones 

públicas y privadas prestadoras de los servicios, como un servicio esencial 

bajo los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, 

unidad y participación. 

 

El artículo 11 ibidem, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003, prevé 

su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.” 

 

3.- Prima de mitad de año de los docentes afiliados al fondo de prestaciones 

sociales del magisterio  

                                                 
3
 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
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El artículo 53 de la Constitución Política establece que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales.  

 

El artículo 11 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 797 

de 2003, prevé sobre su campo de aplicación, así:  

 

“El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente ley, se aplicará 

a todos los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, 

adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 

anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes 

a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a 

una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos 

los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en general.”-

negrilla de la Sala- 

 

La mesada adicional de diciembre para los pensionados de los sectores 

público, oficial semioficial y privado los empleados públicos, incluidos 

docentes, fue creada por la Ley 4ª de 1976: “Artículo 5º Los pensionados de que 

trata esta ley o las personas a quienes de acuerdo con las normas legales vigentes se 

transmite el derecho recibirán cada año, dentro de la primera quincena del mes de 

diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad, en forma adicional a su 

pensión.” 

 

La Ley 91 de 1989 estipuló el régimen pensional para los docentes vinculados 

hasta el 31 de diciembre de 1980 y con posterioridad al 1 de enero de 1981. 

Para estos últimos previó una prima de medio año, que es la que se demanda 

en este proceso, equivalente a una mesada pensional: 

 

“ARTÍCULO  15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 

nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 

1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

  

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre 

de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el 

régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de 

conformidad con las normas vigentes. 

 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, 

para efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas 

vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 

de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las 

excepciones consagradas en esta Ley. 
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2. Pensiones: 

  

A. Los docentes vinculados hasta el 31 de diciembre de 1980 que por mandato 

de las Leyes 114 de 1913, 116 de 1928, 37 de 1933 y demás normas que las 

hubieren desarrollado o modificado, tuviesen o llegaren a tener derecho a la 

pensión de gracia, se les reconocerá siempre y cuando cumplan con la totalidad 

de los requisitos. Esta pensión seguirá reconociéndose por la Caja Nacional de 

Previsión Social conforme al Decreto 081 de 1976 y será compatible con la 

pensión ordinaria de jubilación, aún en el evento de estar ésta a cargo total o 

parcial de la Nación.  

  

B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, 

nacionales y nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1 de 

enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos de Ley, se reconocerá sólo 

una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual 

promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen 

vigente para los pensionados del sector público nacional y 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional.” -Negrilla y subrayado de la Sala- 

  

Luego, los artículos 50 y 142 de la Ley 100 de 1993 consagraron dos mesadas 

para los pensionados, la primera en noviembre y una mesada adicional, de 

interés para este proceso, pagadera en junio para los pensionados del sector 

público, correspondiente a treinta (30) días de valor de la pensión, dicha 

norma dispone:   

 

“ARTÍCULO 50. MESADA ADICIONAL. Los pensionados por vejez o 

jubilación, invalidez y sustitución o sobrevivencia continuarán recibiendo cada 

año, junto con la mesada del mes de noviembre, en la primera quincena del mes 

de diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad adicional a su 

pensión. 

 

(…) 

ARTÍCULO 142. MESADA ADICIONAL PARA PENSIONADOS. Los 

pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores 

públicos, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del 

Instituto de Seguros Sociales, así como los retirados y pensionados de las 

Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, tendrán derecho al reconocimiento 

y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda a cada uno de ellos 

por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio 

de cada año, a partir de 1994. 
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PARÁGRAFO. Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo 

la cancelación de la pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario 

mínimo legal mensual.”- subrayado de la Sala - 

 

Es de recordar que la Ley 100 de 1993 estipuló en el artículo 279 un régimen 

de excepción:  

 

“ARTÍCULO  279. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social 

contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas 

Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 

de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la 

presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

 

(…) Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a 

cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este 

Fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor 

de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación 

que para el efecto se expida. (…)” 

 

Teniendo en cuenta que la sentencia de C-409 de 1994 declaró inexequibles los 

apartes tachados del precitado artículo 142 de la Ley 100 de 1993, dio lugar a 

la expedición del artículo 1º de la Ley 238 de 1995, que adicionó el artículo 279 

de la Ley 100 de 1993 sobre excepciones al sistema, de la siguiente manera: 

“… Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los 

beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los 

pensionados de los sectores aquí contemplados". 

 

La Sala de Consulta y Servicio Civil, en concepto 1857 de 2007 , ilustró sobre 

el tránsito legislativo de la Ley 238 de 1995 que: “… la iniciativa fue muy clara 

en el sentido de aplicar a un grupo de pensionados unos beneficios del régimen general, 

pero no planteó, ni se discutió, la modificación de los correspondientes regímenes 

especiales; de este modo, el texto aprobado muestra que con él se permite el 

reconocimiento de la mesada adicional a los sectores de pensionados exceptuados de 

ese régimen general pero sin modificar sus propios regímenes especiales para 

incorporarla a ellos.” 

 

La sentencia C-461 de 1995 de la Corte Constitucional, en cuya demanda se 

pretendía la extensión de la mesada del artículo 142 de la Ley 100 de 1993 a 

todos los docentes, explica que la prima de medio año y la mesada catorce son 

asimilables, y debían ampliarse el beneficio de la mesada adicional solamente 

a los docentes que no gozaban de pensión gracia vinculados con anterioridad 

al 1º de enero de 1981:  
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“… el beneficio contemplado en el artículo 15, numeral 2°, literal b, de la Ley 

91 de 1989, según el cual los pensionados vinculados al Fondo con 

posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) adicionalmente de una 

prima de medio año equivalente a una mesada pensional", puede asimilarse 

a la mesada adicional de que trata el artículo 142 de la Ley 100 de 1993…”: 

 

“En efecto, la Corte advierte que el beneficio contemplado en el artículo 15, 

numeral 2°, literal b, de la Ley 91 de 1989, según el cual los pensionados 

vinculados al Fondo con posterioridad al 1º de enero de 1981, "gozarán (...) 

adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una mesada 

pensional", puede asimilarse a la mesada adicional de que trata el artículo 142 

de la Ley 100 de 1993. 

 

En el artículo 15, numeral 2, literal b, de la Ley 91 de 1989, se dispone que los 

pensionados del Magisterio tienen derecho a la prima de medio año allí 

establecida, "adicionalmente" a la pensión de jubilación - pensión ésta que de 

manera inmediatamente anterior, concede el mismo artículo para los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981-. 

 

El monto de la prima de medio año del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, 

es el mismo que el de la mesada adicional contemplada en el artículo 

142 de la Ley 100 de 1993, ya que existe equivalencia entre "una mesada 

pensional" (monto de la prima de medio año de la Ley 91) y "30 días de pago 

de la pensión" (monto de la mesada adicional de la Ley 100), teniendo en cuenta 

que como mesada pensional se conoce aquel pago mensual (30 días) que recibe 

un pensionado en virtud de su derecho a la pensión.    

 

Los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, vinculados con posterioridad al 1° de enero de 1981 no 

se encuentran en una situación distinta a la de los pensionados a 

quienes se aplica el Sistema Integral de Seguridad Social contemplado 

en la Ley 100 de 1993, en lo referente a la obtención de algún beneficio que 

compense la pérdida de poder adquisitivo de las pensiones, pues mientras los 

primeros reciben la prima adicional de medio año (artículo 15 Ley 91 

de 1989), los segundos reciben la mesada adicional (artículo 142 Ley 100 

de 1993), que son prestaciones equivalentes. 

 

Sin embargo, es menester tener en cuenta que la prima adicional de medio año, 

establecida en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, sólo cobija a los docentes 

vinculados a partir del 1° de enero de 1981, mientras que el derecho a la mesada 

adicional del artículo 142 de la Ley 100, luego de la sentencia C-409 de 1994, 

no está condicionado por aspectos temporales.” 

 

El Acto Legislativo 01 de 2005 eliminó la posibilidad de recibir más de 13 

mesadas a los nuevos pensionados: 
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“ARTÍCULO 1o. Se adicionan los siguientes incisos y parágrafos al artículo 

48 de la Constitución Política: 

 

"El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el 

pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes 

en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia 

de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo 

establecido en ellas". 

 

(…) "Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la 

vigencia del presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece 

(13) mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa 

cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando 

no se hubiese efectuado el reconocimiento". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes 

nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio 

público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los 

docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la 

citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 

Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 

2003". 

 

(…) "Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 

8o. del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión 

igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 

catorce (14) mesadas pensionales al año".  

 

En la exposición de motivos del proyecto de acto legislativo, se justificó la 

eliminación de la mesada 14 de la siguiente manera: 

 

“5.4 La eliminación de la decimocuarta mesada pensional 

 

Debe recordarse que esta mesada adicional fue creada por la Ley 100 de 1993 

para compensar la falta de ajuste de las pensiones reconocidas con anterioridad 

a 1988, es decir para compensar su pérdida de poder adquisitivo, y fue 

extendida a todas las demás pensiones por una decisión de la Corte 

Constitucional (Sentencia C-489/94), generando un desequilibrio adicional en 

la financiación de los pasivos pensionales. 
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Dado el origen de esta mesada, no es razonable que la misma deba pagarse a los 

nuevos pensionados, cuyas pensiones se liquidan con base en lo dispuesto por 

la Ley 100 de 1993 y normas que la han modificado y no se ven expuestas a 

pérdida de poder adquisitivo. Es por ello que se propone su eliminación. 

 

El costo anual de esta mesada adicional asciende hoy a $1.1 billones. Sin 

embargo, debe aclararse que este costo no se va a reducir en la medida en que 

se seguirá pagando esta mesada a los actuales pensionados, pero dejará de 

incrementarse a futuro por efecto del presente Acto Legislativo. De acuerdo con 

las actuales proyecciones su eliminación reducirá el déficit operacional 

acumulado en 12.9% del PIB, entre los años 2004 y 2050.” (PROYECTO DE 

LEY 034 CÁMARA - GACETA 385 DE 2004) 

 

El concepto 1857 de 2007  de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 

de Estado estimó que debido a los efectos del Acto Legislativo 01 de 2005 “… 

los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de jubilación o de vejez a 

partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo No. 

01 del 2005, no podrán recibir la mesada adicional del mes de junio creada por el 

artículo 142 de la ley 100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo”: 

 

“2.2. La supresión de la mesada adicional del mes de junio: 

 

Con la finalidad de introducir como principio constitucional la indispensable 

sostenibilidad del sistema de seguridad social y limitar la posibilidad de que por 

ley o negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes 

pensionales y su impacto en las finanzas públicas, el gobierno nacional presentó 

dos proyectos de acto legislativo el 20 de julio y el 19 de agosto del 200, los 

cuales fueron acumulados para su estudio y trámite.  

 

Ambos proyectos contenían la siguiente propuesta de norma constitucional: 

“Las personas a las que se les reconozca pensión a partir de la entrada en 

vigencia del presente acto legislativo no podrán recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año.” 

 

Esta propuesta no encontró reparos en el Congreso y desde el inicio de los 

debates fue modificada para que la prohibición no quedara referida al 

reconocimiento de la pensión sino a su causación; así, la norma aprobada como 

inciso octavo del artículo 1º del Acto Legislativo No. 01 del 2005, ordena: 

  

“Artículo 1º… 

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 

presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas 

pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen 
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todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado su 

reconocimiento.” 

 

En los debates, la propuesta fue aceptada en razón del impacto económico de 

esa mesada adicional; pero también se dio el acuerdo de introducir una 

excepción para los pensionados que reciban mesadas no superiores a tres 

salarios mínimos mensuales legales vigentes, siempre que reúnan los requisitos 

para pensionarse antes del 31 de julio del 2011; este acuerdo se recogió en el 

parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo No. 01 del 2005: 

 

"Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del 

presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior 

a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa 

antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas 

pensionales al año". 

 

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el 

Acto Legislativo No. 01 del 200, las personas que adquieran el derecho a la 

pensión recibirán un máximo de trece mesadas al año, con la excepción 

establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está 

restringida en el tiempo y en sus destinatarios. 

 

Entonces, los docentes oficiales que causen su derecho a la pensión de 

jubilación o de vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada 

en vigencia del Acto Legislativo No. 01 del 2005, no podrán recibir la 

mesada adicional del mes de junio creada por el artículo 142 de la ley 

100 de 1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6º del 

mencionado acto legislativo.” 

 

Como se anotó en precedencia, la prima de medio año de una mesada prevista 

en el literal b, numeral 2 del artículo 15 de la Ley 91 de 1989, es equivalente a 

la mesada prevista en el artículo 142 de la Ley 100 0de 1993, que se extendió 

en garantía del principio de igualdad a todos los docentes por la sentencia C-

461 de 1995, por la Ley 238 de 1995. 

 

Bajo este entendido, el Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso que, a partir de su 

entrada en vigor, ningún nuevo pensionado podría recibir más de trece (13) 

mesadas pensionales al año, salvo aquellas personas que perciban una 

pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011. 

 

En sede de tutela, el Consejo de Estado ha considerado que esta interpretación 

“…no desconoce las normas aplicables al caso, ni el precedente judicial de la Sección 

Segunda del Consejo de Estado sobre la materia, por lo que para la Sala es claro que 

no vulneró los derechos fundamentales que la accionante alega conculcados.” 
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4.- Examen del caso concreto 
 

De acuerdo con los parámetros normativos planteados en el Acto Legislativo 

01 de 2005, aplicable a los docentes afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, se procederá a analizar el caso particular, en aras de identificar 

si le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada de mitad de año. 

 

En el sub judice, a la parte actora le fue reconocido el derecho a la pensión de 

jubilación a través de la Resolución 8519-6 del 16 de octubre de 2018, teniendo 

en cuenta el tiempo laborado desde el 17 de marzo de 1995 al 26 de agosto del 

año 2018.  

 

De acuerdo con dicho acto adquirió el status pensional el 26 de agosto de 2018; 

además fue reconocida en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

En consecuencia, no le asiste el derecho a la parte actora a percibir la mesada 

adicional toda vez que no se encuentra dentro de las excepciones previstas en 

el Acto Legislativo 01 de 2005; dado que su derecho pensional fue causado 

con posterioridad a la vigencia de dicho acto, esto es el 25 de julio de 2005, 

además se reconoció en cuantía superior de 3 SMLMV. 

 

Por lo anterior, se denegarán las pretensiones de la demanda y se confirmará 

la sentencia de primera instancia. 

 

5.- Sobre las costas en primera instancia 

 

Antes de resolver si en el caso particular se encuentran dados los supuestos 

de procedencia para la condena en costas impuesta, este Tribunal considera 

necesario precisar que este problema jurídico debe ser resuelto con 

fundamento en la norma procesal que se encontraba vigente para el momento 

en el cual se dictó la providencia, esto es, con base en el artículo 188 del 

CPACA, sin la adición introducida por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021. 

 

Señalado lo anterior, pasa la Sala a indicar qué comprende el concepto de 

costas, para lo cual se acude a pronunciamiento del Consejo de Estado4, así: 

 
El concepto de las costas del proceso está relacionado con todos los gastos 

necesarios o útiles dentro de una actuación de esa naturaleza y comprende los 

denominados gastos o expensas del proceso llamados en el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo gastos 

                                                 
4 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección 

‘A’.  Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 7 de abril de 2016.  

Radicado: 13001-23-33-000-2013-00022-01(1291-14). 
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ordinarios del proceso5 y otros como son los necesarios para traslado de testigos y 

para la práctica de la prueba pericial, los honorarios de auxiliares de la justicia 

como peritos y secuestres, transporte de expediente al superior en caso de 

apelación, pólizas, copias, etc. 

 

Igualmente, el concepto de costas incluye las agencias del derecho que 

corresponden a los gastos por concepto de apoderamiento dentro del proceso, que 

el juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte vencedora atendiendo a los 

criterios sentados en los numerales 3º y 4º del artículo 366 del CGP6, y que no 

necesariamente deben corresponder al mismo monto de los honorarios pagados 

por dicha parte a su abogado7 los cuales deberán ser fijados contractualmente 

entre éstos conforme los criterios previstos en el artículo 28 numeral 8.º de la ley 

1123 de 20078. 

 

La condena en costas quedó regulada en el CPACA en el artículo 188, el cual, 

para la época de la sentencia apelada, tenía el siguiente tenor: 

 
ARTÍCULO 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se 

ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya 

liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento 

Civil. 

 

La remisión contemplada por el CPACA debe entenderse hecha, en la 

actualidad, al artículo 366 del CGP. 

 

La Sección Primera del Consejo de Estado ha aclarado que si bien “(…) una 

lectura rápida de la disposición que antecede, podría llevar a la errónea interpretación 

de que la condena en costas debe imponerse en forma objetiva, es decir, de manera 

forzosa, automática e ineluctable en todos aquellos procesos contencioso 

administrativos en los cuales se ventile un interés de carácter individual o particular, 

                                                 
5 Cita de cita: Artículo 171 No. 4 en conc. Art. 178 ib. 
6 Cita de cita: “[…] 3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los 

demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan 

comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias 

en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la 

liquidación de costas, siempre que aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su 

valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura y por las entidades 

especializadas, el juez los regulará.  

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo 

Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez 

tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado 

o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que 

pueda exceder el máximo de dichas tarifas. […]” 
7 Cita de cita: Criterio aceptado por la Corte Constitucional en Sentencia C-043 de 2004 y C-

539 de 1999 
8 Cita de cita: Regula la norma como deber de los abogados, el de “…fijar sus honorarios con 

criterio equitativo, justificado y proporcional frente al servicio prestado o de acuerdo a las normas que 

se dicten para el efecto, y suscribirá recibos cada vez que perciba dineros, cualquiera sea su concepto” 
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lo cierto es que cuando la norma utiliza la expresión “dispondrá”, lo que en realidad 

está señalando es que el operador jurídico está llamado a pronunciarse en todos los 

casos sobre si es o no procedente proferir una condena en costas en contra de la parte 

que ha visto frustradas sus pretensiones procesales”9. 

 

En reciente pronunciamiento10, el Consejo de Estado ha señalado que la condena 

en costas “(…) implica una valoración objetiva valorativa que excluye como criterio de 

decisión la mala fe o la temeridad de las partes.  (…)”, y en virtud de lo cual el Juez 

debe revisar si las mismas se causaron y en la medida de su comprobación.  

Como sustento de dicha conclusión, el Tribunal remite a providencia de la 

misma Alta Corporación11, en la que abordó en forma extensa el tema y 

concluyó lo siguiente: 

 

a) El legislador introdujo un cambio sustancial respecto de la condena en 

costas, al pasar de un criterio “subjetivo” –CCA- a uno “objetivo 

valorativo” –CPACA-. 

b) Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se “dispondrá” 

sobre costas, es decir, se decidirá, bien sea para condenar total o 

parcialmente, o bien para abstenerse, según las precisas reglas del CGP. 

c) Sin embargo, se le califica de “valorativo” porque se requiere que en el 

expediente el juez revise si las mismas se causaron y en la medida de su 

comprobación.  Tal y como lo ordena el CGP, esto es, con el pago de gastos 

ordinarios del proceso y con la actividad del abogado efectivamente 

realizada dentro del proceso.  Se recalca, en esa valoración no se incluye la 

mala fe o temeridad de las partes. 

d) La cuantía de la condena en agencias en derecho, en materia laboral, se 

fijará atendiendo la posición de los sujetos procesales, pues varía según sea 

la parte vencida el empleador, el trabajador o el jubilado, estos últimos más 

vulnerables y generalmente de escasos recursos, así como la complejidad e 

intensidad de la participación procesal (Acuerdo núm. 1887 de 2003 Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura). 

e) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no 

escritas, por lo que el juez en su liquidación no estará atado a lo así pactado 

por éstas. 

f) La liquidación de las costas (incluidas las agencias en derecho), la hará el 

despacho de primera o única instancia, tal y como lo indica el CGP12, previa 

                                                 
9 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Primera.  Consejero Ponente: 

Dr. Guillermo Vargas Ayala.  Sentencia del 16 de abril de 2015.  Radicado: 25000-23-24-000-2012-

00446-01. 
10 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección A.  

Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 18 de enero de 2018.  Radicación 

número: 44001-23-33-000-2014-90035-01(1575-16). 
11 Consejo de Estado.  Sala de lo Contencioso Administrativo.  Sección Segunda.  Subsección A.  

Consejero Ponente: Dr. William Hernández Gómez.  Sentencia del 7 de abril de 2016.  Radicación 

número: 13001-23-33-000-2013-00022-01(1291-14). 
12 Cita de cita: “ARTÍCULO 366. LIQUIDACIÓN. Las costas y agencias en derecho serán 

liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al 
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elaboración del secretario y aprobación del respectivo funcionario judicial.  

g) Procede condena en costas tanto en primera como en segunda instancia. 

 

De lo hasta aquí expuesto concluye este Tribunal que con el CPACA, la 

imposición de condena en costas no fue establecida de manera subjetiva en 

los términos previstos anteriormente por el Código Contencioso 

Administrativo y el Código de Procedimiento Civil, esto es, apelando a la 

observancia de buena conducta por parte de la parte vencida, sino atendiendo 

un criterio denominado por la jurisprudencia “objetivo valorativo”, producto 

del cual las costas proceden siempre y cuando las mismas se hayan causado 

y la parte interesada haya aportado prueba de su existencia, de su utilidad y 

de su correspondencia con actuaciones autorizadas por la ley. 

 

Descendiendo al caso concreto, se observa inicialmente que la Juez de primera 

instancia condenó en costas a la parte actora efectuando consideraciones al 

respecto. 

 

Lo primero que ha de señalarse es que, conforme a los argumentos antes 

expuestos, no le asiste razón a la parte demandante en su recurso de apelación 

al exigir que para la imposición de la condena en costas se revise la conducta 

por ella desplegada en la actuación, pues como se explicó, la norma no 

contempla un criterio subjetivo. 

 

Ahora, siguiendo el criterio objetivo valorativo, encuentra esta Corporación que 

los gastos o expensas en los que eventualmente incurrió la parte demandada 

con ocasión de este proceso no se encuentran acreditados en el expediente, 

razón por la cual no es procedente emitir condena en costas por dicho 

concepto. 

 

Situación distinta se predica en relación con la fijación de agencias en derecho 

(concepto que también hace parte de las costas), pues en sentir de esta Sala de 

Decisión, su imposición se encuentra justificada, como quiera que en el 

expediente se observa que la entidad demandada fue representada 

judicialmente por un abogado, en virtud de lo cual presentó alegatos en 

primera instancia. 

 

En ese orden de ideas, concluye la Sala que en el sub examine hay lugar a 

imponer condena en costas a la parte accionante, únicamente en lo que 

respecta a las agencias en derecho, cuyo monto se mantendrá teniendo en 

cuenta que su fijación se realizó con apoyo en lo dispuesto en el numeral 1 del 

artículo 5 del Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016. 

 

                                                 

proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a 

las siguientes reglas:(…)” 
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6.- Conclusión 

 

De conformidad con lo expuesto en esta providencia, estima esta Corporación 

que la sentencia de primera debe ser confirmada, ya que, de un lado, negó las 

pretensiones de la demanda y, de otro, fijó agencias en derecho. 

 

7.- Costas 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 188 del CPACA, adicionado 

por el artículo 47 de la Ley 2080 de 2021, esta Sala de Decisión se abstendrá de 

condenar en costas en esta instancia, como quiera que no observa que la 

demanda y los recursos de apelación hubieren sido presentados con 

manifiesta carencia de fundamento legal, como lo exige la norma, y además, 

no está probado en el proceso la causación de las mismas. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CALDAS, administrando justicia, en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley, 

 

 

FALLA 

 

 

Primero.  CONFÍRMASE la sentencia del diecinueve (19) de noviembre de 

dos mil veintiuno (2021), proferida por el Juzgado Octavo Administrativo del 

Circuito de Manizales, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del 

derecho promovido por el señor Luis Henry Cuellar Bernal contra la Nación 

– Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio.  

 

Segundo.  ABSTIÉNESE de condenar en costas en esta instancia, por lo 

brevemente expuesto. 

 

Tercero.  NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del CPACA. 

 

Cuarto.  Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al 

Juzgado de origen y HÁGANSE las anotaciones pertinentes en el programa 

informático “Justicia Siglo XXI”. 

 

Notifíquese y cúmplase 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

SALA DE CONJUECES 

  Beatriz Elena Henao Giraldo   

Conjuez Ponente 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 

1. OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

  Procede la Sala a emitir la sentencia de primera instancia anticipada por 

cumplir los requisitos contemplados en los literales a) y b) del artículo 182A de la 

Ley 2080 de 2021 y después de haberse surtido con éxito todas las etapas procesales 

previas y pasar a despacho el pasado 6 de septiembre de 2022 por cuenta de este 

medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO con 

radicado 17001233300020170037000 en el que es demandante la señora IRMA 

LUCIA LONDOÑO PATIÑO contra la PROCURADURIA GENERAL DE LA 

NACIÓN con ponencia de esta Conjuez Dra. BEATRIZ EUGENIA HENAO 

GIRALDO y con la participación de los Conjueces revisores, Dra. LINA MARIA 

HOYOS BOTERO y el Dr. TOMAS FELIPE MORA GOMEZ. 

 

2. ASUNTO  

 

  Actuando a través de apoderado judicial, la demandante IRMA LUCIA 

LONDOÑO PATIÑO instauró demanda de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO contra la PROCURADURIA 

GENERAL DE LA NACIÓN, para reclamar el reconocimiento y pago de la prima 

especial de servicios regulada por el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, en cantidad del 

30% del salario básico y por todo el periodo en que se desempeñó como Procuradora 

Judicial Grado II de Manizales.  

 

3. DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

Declaraciones:  

 

1. Declarar la nulidad del oficio SG-007470 de 14 diciembre de 2016 “por 

medio de la cual se resuelve un derecho de petición”. 

 

Condenas:  

2. RECONOCER la prima especial de servicios del 30%, su naturaleza 

salarial y sus consecuencias prestacionales y de la seguridad social, 

establecida en el articulo 14 de la Ley 4 de 1992, su pago retroactivo y 

demás implicaciones e incidencias (salariales, prestacionales y de 

seguridad social), acorde con fallo de 29 de abril de 2014 del Consejo de 
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Estado Sala Contencioso-Administrativa, Sección Segunda, Exp. 

11001032500020070008700(1686-07 C.P. María Carolina Rodriguez 

Ruiz).  

 

3. ORDENAR el cumplimiento de la sentencia dentro de los términos 
establecidos por el CPACA.  

 

4. CONDENAR en costas y agencias en derecho a la demandada. 

 

4. HECHOS 

 

  La doctora IRMA LUCIA LONDOÑO PATIÑO laboró al servicio de la 

PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION en el cargo de Procuradora 105 

Judicial II Penal de Manizales por el periodo comprendido entre el 2 de julio de 2012 

y el 1 de septiembre de 2016. (fl. 2 y 100 C.1). 

 

5. RECLAMACION ADMINISTRATIVA  

 

  El 11 de octubre de 2016, la Dra. IRMA LUCIA LONDOÑO PATIÑO 

a través de apoderado, inició la reclamación administrativa ante la demanda en la que 

solicitó, el reconocimiento y pago de la prima especial de servicios, equivalente al 

30% de la remuneración básica y la reliquidación de todas las prestaciones y factores 

salariales. 

 

  Dicha petición que fuera negada por medio del oficio SG-007470 de 14 de 

diciembre de 2016 “por medio de la cual se resuelve un derecho de petición”, acto 

administrativo limito el derecho de defensa y contradicción únicamente al recurso de 

reposición, el cual, al ser facultativo, no fue atendido por la parte demandante, por no 

ser su obligación y con esto, se dio por finalizada la reclamación administrativa. 

(folios 98-100 del C.1). 

 

6. CONCILIACIÓN PREJUDICIAL 

 

  A través de la resolución n° 432 de 18 de abril de 2017, la Procuraduría 28 

Judicial II Administrativa de esta ciudad, admitió y declaró fallida una conciliación 

prejudicial, dando por agotado este requisito. (fl. 51-52 C.1).   

   

7. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 

 

  Mencionó la demandante en este acápite del escrito de la demanda, la 

siguiente normatividad;  

 

7.2.  Normas Constitucionales vulneradas: preámbulo, artículos 1, 2, 4, 23, 53, 

93, 122, 123 y 150 numeral 19 literal e). 
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7.3. Normas de carácter nacional vulneradas: artículos 2º, 12º-parragrafo y 14º 

de la ley 4ª de 1992; artículo 1, 4, 9, 10, 13, 14, 16, 18, 21, 127, 128 y 132 del Código 

Sustantivo del Trabajo, artículos 54 y 64 del Decreto 2699 de 1991, Ley 938 de 2004, 

artículo 12 del Decreto 717 de 1978, Decretos 1042 y 1045 de 1978, 174 y 230 de 

1975, Decreto extraordinario 3135 de 1968. 

 

7.4. Normas de carácter internacional vulneradas: articulo 5 n° 2 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobado por la 

Asamblea General de la ONU el 16 de diciembre de 1966 y adoptado por la Ley 74 

de 1968, Normatividad de la OIT.  

 

7.5. Desarrollo jurisprudencial: Sentencia de nulidad del Consejo de Estado, Sala 

de lo Contencioso Administrativo, Sección 2°, Sala de Conjueces de 29 de abril de 

2014, proceso 11001032500020070008700, Consejo de Estado, expediente 

20050082702(0477-09) de 27 de junio de 2012, Sentencia SU-1185 de 2001 

“principio de favorabilidad laboral”, SU de 18 de mayo de 2016, expediente 

25000232520100024602(0845), CP Jorge Iván Acuña Arrieta. 

 

  El artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 creó lo que se conoce como “prima 

especial de servicios” equivalente al 30%  de los ingresos laborales, para Jueces, 

Magistrados y afines, lo que constituye un derecho cierto, real y efectivo, sin 

embargo el Gobierno dio una interpretación errada a la norma, pues en vez de pagar 

una prima equivalente al 30% del salario básico mensual, extrajo del salario el 30% y 

lo denominó prima especial de servicios y el restante 70% lo entregó a título de 

salario básico mensual, es decir, pago un 100% como salario y lo que debía hacer, era 

pagar el 130%, aunado a eso, al realizar el cálculo de las prestaciones sociales, 

desconoció el carácter de factor salarial de esta prima, por lo que desmejoró 

ostensiblemente la remuneración básica mensual a que tiene derecho la demandante.  

 

  Desconoce entonces la demandada estos postulados, al venir liquidando las 

prestaciones sociales de la demandante, sin realizar correctamente el cálculo que le 

corresponde a la prima especial de servicios, equivalente al 30% de todos los ingresos 

devengados por este.  

 

8. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 

 

  PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN se opuso a todas las 

pretensiones formuladas por la demandante, al considerar que las actuaciones de la 

Procuraduría, han sido ajustadas a derecho.  

 

  Frente a los hechos dijo; negó el contenido de los hechos n° 1 y 4, pues dice 

que la fecha de ingreso de la demandante a la Procuraduría General de la Nación el 3 

de julio de 2012, aceptó la fecha de retiro y el cargo ocupado. Dice que no los hechos 

n° 2 y 9 no son hechos. No le consta la información contenida en el hecho n° 3. 

Aceptó los hechos n° 5, 6, 7 y 8.   
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  Afirmó que la Procuraduría General de la Nación siendo la entidad 

nominadora, carece de facultades para modificar el régimen salarial de sus 

funcionarios y en virtud de la Constitución Nacional y de la Ley 4ª de 1992, le 

corresponde al Gobierno Nacional hacerlo.  

 

  Citó la excepción de Prescripción trienal laboral.  

 

  De acuerdo con lo anterior, solicita se nieguen todas las pretensiones de la 

demanda.    

 

9. ANTECEDENTES PROCESALES 

 

  Se tiene que en el presente proceso se surtieron con éxito las siguientes etapas 

procesales:  

 

  Presentación de la demanda el 25 de mayo de 2017 (fl. 1), declaración de 

impedimento de los Magistrados del Tribunal Administrativo de Caldas el 14 de 

agosto de 2017 (fl. 50 y vto), auto acepta impedimento del Consejo de Estado el 14 

de junio de 2018 y sorteo de Conjueces el 22 de octubre de 2018 (fls. 59-68), 

admisión de la demanda el 5 de febrero de 2020 y notificación electrónica de la 

demanda el 21 de febrero de 2021, impedimento del Procurador 28 Judicial II 

Administrativo de Manizales de 3 de marzo de 2020 y aceptación el 11 de marzo de 

2020 (fl. 88-93),  constancia de suspensión de los términos por cuenta de la 

Emergencia Económica, Social y Ecológica a través del decreto 417 de 17 de marzo 

de 2020 declarada por el Gobierno Nacional, por la amenaza del COVID-19 en 

concordancia con los Acuerdos PCSJA2011517 de 15 de marzo de 2020, 

PCSJA2011521 de 19 de marzo de 2020, PCSJA2011526 de 22 de marzo de 2020 y 

PCSJA2011532 de 11 de abril de 2020, del 16 de marzo al 30 de junio de 2020, 

traslado de excepciones nº 044 de 16 de julio de 2021, aplicación del artículo 182A 

del CPACA -sentencia anticipada- a través del auto 066 de 12 de agosto de 2022, en 

el que se evacuo la etapa probatoria, se fijó el litigio y se corrió a las partes, traslado 

para alegar de conclusión. El 6 de septiembre de 2022, paso a despacho para proferir 

sentencia.  

 

10. ACTUACIONES OBRANTES EN EL EXPEDIENTE 

 

  Poder de la demandante IRMA LUCIA PATIÑO MEJIA para el abogado 

Dr. JUAN GUILLERMO CORDOBA CORREA (fl. 1), escrito de la demanda (fl. 

2--22), pruebas allegadas con la demanda (fl. 23-52), contestación de la demanda, 

poder de la Jefe de la Oficina Juridica de la Procuraduría General de la Nación al 

abogado Dr. RAMIRO CARDONA SALDARRIAGA y actuación administrativa 

((02RespuestaDemanda), pronunciamiento frente a las excepciones 

(09PronunciamienteExcepciones), alegatos parte demandada 

(15AlegatosDemandada) y demandante (17AlegatosDemandante). 
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11. PRUEBAS APORTADAS POR LAS PARTES 

 

a.   Demandante. 

 

En la demanda:  

 

a. Derecho de petición, radicado el 11 de octubre de 2016. 

b. Poder especial para la reclamación administrativa.  

c. Oficio SG n° 007470 de 14 de diciembre de 2016 emitido por la Secretaria 

General de la Procuraduría General de la Nación y por medio del cual se 

resuelve una petición.  

d. Solicitud de conciliación prejudicial ante la Procuraduría General de la 

Nación.  

e. Resolución n° 0432 de 24 de febrero de 2017 “por medio de la cual se admite 

una solicitud de conciliación y se declara fallida”. 

 

b. Demandada: 

 

a. Derecho de petición de 11 de octubre de 2016. 

b. Oficio SG 007470 de 14 de diciembre de 2016. 

c. Resolución 2039 de 31 de mayo de 2012 “Por medio de la cual se hace un 

nombramiento ordinario” a la señora IRMA LUCIA LONDOÑO PATIÑO en 

el cargo de Procurador 105 Judicial II Penal de Manizales, Código 3PJ, 

Grado EC. 

d. Acta de posesión de 3 de julio de 2012 a la señora IRMA LUCIA LONDOÑO 

PATIÑO en el cargo de Procurador 105 Judicial II Penal de Manizales, 

Código 3PJ, Grado EC. 

e. Oficio SG n° 2403 de 8 de junio de 2012 por medio del cual se comunica a la 

señora Londoño Patiño de su nombramiento en la P.G.N.  

f. Carta de 22 de junio de 2012, al Procurador General de la Nación, aceptando 

el nombramiento.   

g. Oficio SG n° 4414 de 12 de agosto de 2016 “Por medio del cual se comunica 

la terminación de la vinculación de la demandante en el cargo de Procurador 

Judicial II Penal de Manizales, Código 3PJ, Grado EC. 

h. Resolución n° 0432 de 24 de febrero de 2017 “por medio de la cual se admite 

una solicitud de conciliación y se declara fallida”. 

i. Certificación laboral de tiempos de servicio y emolumentos devengados y 

pagados a la Dra. IRMA LUCIA LONDOÑO PATIÑO para el periodo 

comprendido entre el mes de julio de 2012 y septiembre de 2016, emitida el 

18 de agosto de 2020. (04Anexo2RtaDda) 

 

12. TRASLADO DE EXCEPCIONES. 

 

  A través del artículo 175 del CPACA, el 26 de julio de 2021 se corrió traslado 

a la parte demandante de la excepción de prescripción trienal laboral o extintiva del 
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derecho. Dentro del termino legal, se pronunció al respecto 

(09PronunciamienteExcepciones).   

 

  Manifestó su desacuerdo frente a esta excepción conforme los fallos del 

Consejo de Estado que a continuación se relacionan:  

 

• Sentencia de 27 de junio de 2012 expediente 20050082702(0477-09).  

• Sentencia de 29 de abril de 2014, Sección 2°, expediente 

11001032500020070008700(1686-07), CP Maria Carolina Rodriguez Ruiz.  

• Sentencia de Unificación de 18 de mayo de 2016, expediente 

25000232500020100024602(0845-2015), C.P Jorge Iván Acuña Arrieta.  

 

   Mencionó que la Sentencia de Unificación del 18 de mayo de 2016, trató el 

tema de la prescripción frente a la prima especial de servicios, de Magistrados de Alta 

Corte según el articulo 15 de la Ley 4ª de 1992 en concordancia con el Decreto 610 

de 1998, en donde consideró la inexistencia de la prescripción.  

 

 Agregó que los fallos proferidos por el Consejo de Estado, Subsecciones A y 

B, C.P.  Alfonso Vargas Rincón y Víctor H. Alvarado A. de 4 de marzo y 8 de abril 

de 2010, consideraron que “procede el estudio de fondo al haber surgido el derecho al 

día siguiente en que quedaron ejecutoriadas las sentencias que declararon nulos los 

artículos referentes a la prima especial”, refiriéndose a la sentencia de 29 de abril de 

2014, la cual declaró nulos los decretos anuales que reconocían erróneamente la 

prima especial de servicios regulada por el articulo 14 de la Ley 4ª de 1992, pero sin 

tenerla en cuenta para el calculo de las prestaciones sociales, al concluir que 

“resuelta inobjetable que solo a partir de ejecutoria de esta sentencia, podría 

contabilizarse el termino de prescripción, luego, este apenas ha iniciado”. 

 

  Conforme lo anterior, solicitó desechar la excepción de prescripción propuesta 

por la demandada.     

 

13. ALEGACIONES FINALES  

 

Finalmente se corrió traslado a las partes, para presentar las alegaciones por escrito.   

 

  Oportunidad que fue aprovechada, tanto por la parte demandante como por la 

demandada, el Ministerio Publico, guardó silencio. En orden de presentación:  

 

• Parte demandada: Nuevamente mencionó que lo que se debate acá, es un 

tema de pleno derecho, así entendido por la Procuraduría General de la 

Nación, quien actuó apegado a los lineamientos legales. Frente a la excepción 

de prescripción, como nuevo trajo a colación varios pronunciamientos de 

procesos en los que participó la demandada y en los cuales fue declarada la 

existencia de la prescripción. Finalmente solicitó se nieguen todas las 

pretensiones de la demanda.    
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• Parte demandante:  Una vez más esbozó los argumentos de la demanda y del 

pronunciamiento frente a la excepción, sin aportar nada nuevo que resaltar.  

 

14. SUSPENSION DE LOS TERMINOS 

 

  Por medio de los acuerdos PCSJA2011517 de 15 de marzo de 2020, 

PCSJA2011521 de 19 de marzo de 2020, PCSJA2011526 de 22 de marzo de 2020 y 

PCSJA2011532 de 11 de abril de 2020 el Consejo Superior de la Judicatura, y 

ordenó la suspensión de los términos procesales para la jurisdicción ordinaria, al 

igual que la contenciosa administrativa desde el 16 de marzo y hasta el 30 de junio 

de 2020,  dejando vigente las acciones de tutela y los habeas corpus, acogiendo el 

decreto 417 de 17 de marzo de 2020 emitido por el Gobierno Nacional, que declaró 

la situación de Emergencia Económica, Social y Ecológica, por la amenaza del 

COVID-19.  

 

15. CONSIDERACIONES 

 

a. COMPETENCIA.  

 

  Corresponde a esta jurisdicción por la materia del asunto, a este Tribunal en 

razón a la cuantía de la demanda y al factor territorial y a esta Sala de Conjueces, 

atendiendo 1). La orden emitida por el Consejo de Estado en auto de 4 de junio de 

2018 (fl. 59-60) que aceptará el impedimento presentado por la totalidad de los 

Magistrados que integran esta Corporación y, a esta Sala de Conjueces por sorteo 

celebrado el 22 de octubre de 2018 (fl. 68 y vto). 

 

b.  CONTROL DE LEGALIDAD.  

 

  La Sala hace una revisión de las actuaciones hasta ahora surtidas en este medio 

de control, encontrando que todas han seguido al pie de la letra los rigores legales y 

jurisprudenciales, al paso que no halló causal alguna de nulidad, impedimento o 

recusación en el que pudieran estar incursos los Conjueces que integran esta sala de 

decisión.     

 

c. PROBLEMA JURÍDICO: 

 

Se define así: 

  

¿Fue liquidado en debida forma el salario devengado por la demandante en calidad 

de Procurador II, o bien se descontó del mismo la prima especial de servicios, 

equivalente al 30% del salario, generando una merma en los salarios devengados?  

 

¿Es procedente la reliquidación y pago de las prestaciones sociales devengadas por 

el demandante con base en el 100% de la remuneración básica mensual designada 

para cada año?  

 

¿Se le debe declarar la existencia del fenómeno de la prescripción trienal laboral, 

acorde con los postulados legales que a esta figura regulan? 
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d. INTRODUCCION A LAS CONSIDERACIONES.  

 

  Antes de iniciar con el análisis de la Sentencia, resulta importante reafirmar 

que este fallo se apegara al sentido del mismo que se hizo en la audiencia inicial en 

respeto y pleno apego a la en acoger, en su integridad lo dispuesto en la Sentencia de 

Unificación -SUJ-016-CE-S2-2019 de 2 de septiembre de 2019 del Consejo de 

Estado, en cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 102, 269, 271 del CPACA, 

los cuales infieren el efecto de obligatorio cumplimiento que tienen las sentencias de 

unificación.  

 

e. ANALISIS GENERAL. 

 

PRIMA ESPECIAL DE SERVICIOS, ARTICULO 14 DE LA LEY 4 DE 1992 EN 

APLICACIÓN AL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD – 

 

  La Ley 4ª de 1992, mediante la cual se fijaron normas, objetivos y criterios 

para que el Gobierno Nacional estableciera el régimen salarial y prestacional de los 

empleados públicos determinó en su artículo 1º y 2º lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y 

objetivos contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de:  

 

a) Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea 

su sector, denominación o régimen jurídico;  

b) Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio 

Público, la Fiscalía General de la Nación, la Organización Electoral y la 

Contraloría General de la República;  

c) Los miembros del Congreso Nacional, y  

d) Los miembros de la Fuerza Pública”. 

 

ARTÍCULO 2. Para la fijación del régimen salarial y prestacional de los 

servidores enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en 

cuenta los siguientes objetivos y criterios:  

 

a) El respeto a los derechos adquiridos de los servidores del Estado tanto del 

régimen general, como de los regímenes especiales. En ningún caso se podrán 

desmejorar sus salarios y prestaciones sociales. 

 

b) (…)”. 

 

  Debe tenerse en cuenta que el artículo 53 de la Constitución Nacional, 

consagra como principios mínimos laborales, la favorabilidad y la remuneración 

móvil:  

 
“ARTICULO  53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 

correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios 

mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; 

remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de 

trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos 

establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre 

derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso 

de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; 

primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las 
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relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el 

adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la 

maternidad y al trabajador menor de edad. (…) 

 

  Bajo el mandato de la Ley 4ª de 1992 contenido en los artículos 1º y 2º, el 

Gobierno Nacional en su artículo 14, creó la prima de servicios, así: 

 
ARTÍCULO 14. El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% 

ni superior al 60% del salario básico, sin carácter salarial para los 

Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y 

Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público delegados ante la 

Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos los Magistrados y 

Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y Jueces de 

Instrucción Penal Militar, excepto los que opten por la escala de salarios de la 

Fiscalía General de la Nación, con efectos a partir del primero (1o.) de enero 

de 1993.  

 

 Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo, los 

delegados departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil, los 

Registradores del Distrito Capital y los niveles Directivo y Asesor de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil.  

 

PARÁGRAFO. Dentro del mismo término revisará el sistema de remuneración 

de funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre la base de la nivelación 

o reclasificación atendiendo criterios de equidad”. 

 

  A su vez, el Gobierno año tras año, en virtud de la potestad otorgada por la 

Ley 4ª de 1992, expidió los decretos mediante los cuales dictó disposiciones en 

materia salarial y prestacional para los servidores públicos de la Rama Judicial, 

reproduciendo año por año la previsión de que el 30% del salario devengado por los 

funcionarios enumerados en el artículo 14 de la mencionada ley, sería considerado 

como prima.  

 

  Ahora bien, dichos decretos salariales desde el año 1993 al año 2007, fueron 

declarados nulos por el Consejo de Estado mediante providencia suscrita el día 29 de 

abril de 2014, en la que se señaló que el Gobierno Nacional interpretó las normas de 

forma errónea, en tanto desmejoró el salario de los funcionarios de la Rama Judicial, 

razón por la cual declaró la nulidad de los decretos que establecían el salario y las 

prestaciones para los servidores públicos de la Rama Judicial desde el año 1993 al 

año 2007, quedando en vigencia el salario en un cien por ciento (100%) para que 

sea tenido al momento de efectuar cálculos para pagar prestaciones sociales, 

cesantías, indemnizaciones, intereses, bonificaciones, prima de navidad, vacaciones, 

de servicio y demás rubros que se reconocen y pagan a los funcionarios públicos. Se 

expuso en dicha sentencia lo siguiente1: 

 

“En virtud de la potestad otorgada por la Ley 4ª de 1992, el Gobierno Nacional 

expidió los decretos demandados, reproduciendo año por año la previsión de 

que el 30% del salario devengado por los funcionarios enumerados en el 

artículo 14 de la mencionada ley, sería considerado como prima. Dichos 

                                                           
1 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. 

CONJUEZ PONENTE: MARÍA CAROLINA RODRÍGUEZ RUIZ. Bogotá D.C., veintinueve (29) de abril de dos 

mil catorce (2014). EXPEDIENTE No. 11001-03-25-000-2007-00087-00. No. INTERNO: 1686-07. 
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decretos no ofrecieron la suficiente claridad y fueron interpretados 

erróneamente por las entidades encargadas de aplicarlos, pues entendieron que 

el 30% del salario básico era la prima misma y no que ésta equivalía a ese 30%. 

Aunque parece un juego de palabras, son dos cosas completamente diferentes, 

pues la primera interpretación implica una reducción del salario básico al 70%, 

mientras que la segunda, que es la correcta de conformidad con la Ley y la 

Constitución Política, como se explicará más adelante, implica que se puede 

tomar el 30% del salario, pero solamente para efectos de cuantificar la prima 

especial, para luego adicionarla al salario básico. La diferencia se evidencia en 

el siguiente ejemplo, para el cual hemos tomado un salario básico de 

$10.000.000: 

 

Primera interpretación (el 30% 

del salario básico es la prima 

misma) 

Segunda y correcta interpretación (la 

prima equivale al 30% del salario básico) 

Salario básico: $10.000.000 

Prima especial (30%): 

$3.000.000 

Salario sin prima: $7.000.000 

Total a pagar al servidor: 

$10.000.000 

Salario básico: $10.000.000 

Prima especial (30%): $3.000.000 

Salario más prima: $13.000.000 

Total a pagar al servidor: $13.000.000 

 

  A su vez en reciente sentencia del Consejo de Estado del dos (2) de 

septiembre el 2015, Conjuez Ponente: Carmen Anaya de Castellanos2, se señaló al 

respecto:    

 
“… para esta Sala de Conjueces es claro que tales normas y actos 

administrativos demandados, desmejoraron laboralmente los salarios y 

derechos prestacionales de la actora, puesto que se desconoció, tanto en el 

procedimiento administrativo como en la sentencia recurrida, el que las primas 

representan un incremento a la remuneración y no una merma de la misma, 

contrariando la progresividad en materia laboral. Entonces, en consecuencia, 

se procederá a ordenar, a título de restablecimiento del derecho, la 

reliquidación y pago del 30%del salario, con incidencia en la prima y las 

prestaciones legales devengadas por el señor JOSÉ FERNANDO OSORIO 

CIFUENTES, durante el período demandado”.   

 

  De acuerdo a lo anterior, con los postulados normativos establecidos en la ley 

marco, esto es la Ley 4ª de 1992, es claro que el Gobierno Nacional contravino los 

criterios fijados por el legislador con la expedición de los decretos demandados 

anualmente, pues como se pudo observar, el literal a) del artículo 2º de la 

mencionada Ley estableció que de ninguna manera se podían desmejorar los salarios 

y prestaciones sociales. Sin embargo, se dio una incorrecta interpretación, aplicando 

indebidamente la Ley 4ª de 1992 al haber mermado el salario de un grupo de 

servidores públicos, razón suficiente para determinar que los actos administrativos 

demandados son contrarios a la Constitución y la Ley, pues desconocen los derechos 

laborales prestacionales del actor y vulneran principios constitucionales, por lo que 

es mandatario ordenar el pago íntegro del salario, y la reliquidación de sus derechos 

laborales y prestacionales, en atención al desarrollo y evolución jurisprudencial que 

procura la protección de los derechos laborales económicos y constitucionales 

reclamados. 

                                                           
2 Actor: José Fernando Osorio Cifuentes. No radicación 73001233100020110010202  
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  En reciente sentencia de unificación que sobre esta prima emitió el Consejo 

de Estado3, la cual concluyo que la prima especial de servicios, de que trata el 

artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, es una prestación social equivalente al 30% del 

sueldo básico de estos funcionarios y es adicional a este y no, como lo pretendieron 

el Gobierno y la demandada, incluirlo en el sueldo básico, así las cosas, el sueldo real 

que debió recibir el demandante por este concepto, era la prima especial de servicios 

equivalente más el sueldo básico y esto constituye el 100% real de este.  

 

 “…Para la sala demostrado esta que a partir de la expedición de los Decretos 

51, 54 y 57 de 1993, 104, 106 y 107 de 1994, 26, 43 y 47 de 1995, 4, 35 y 36 de 

1996 y sucesivos, el Gobierno Nacional año tras año, hasta hoy, al establecer el 

régimen salarial de los empleados de la Rama Judicial, ha dado la 

denominación de prima especial establecida en el artículo 14 de la Ley 4ª de 

1992, a lo que en realidad constituye el 30% del salario de los funcionarios y 

empleados que tienen derecho a ella, quitándoles la posibilidad de que ese 30% 

que, se reitera, es parte de su salario básico y/o asignación básica, sea teniendo 

en cuenta(sic) para la reliquidación de sus prestaciones sociales; no cabe más 

que restablecer este derecho…” 

 

f. LA PRIMA ESPECIAL DE SERVICIOS PARA JUECES, 

MAGISTRADOS DE TRIBUNAL Y/O CARGOS HOMOLOGOS 

 

  La Sentencia de Unificación –SUJ-016-CE-S2-20194, dejó en claro que para 

los Magistrado de Tribunal y/o cargos homólogos y en aras de estrechar la brecha 

salarial existente entre estos y su superior, por intermedio de los decretos 610 y 1239 

de 1998, el legislador creó la bonificación por compensación; equivalente al 80% de 

lo que por todo concepto devengan los Magistrados de Alta Corte, imponiendo un 

tope legal máximo para el sueldo de estos funcionarios5.   

 

  Lo anterior significa que la prima especial de servicios contemplada en el 

artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, se encuentra incluida en la bonificación por 

compensación creada por los decretos 610 y 1239 de 1998, en tanto el techo salarial 

de los Magistrados de Tribunal quedó fijado en el 80% de lo que por todo concepto 

devengan los Magistrados de Altas Cortes, quienes a su vez tienen una asignación 

salarial máxima del 100% de lo que por todo concepto reciben como 

contraprestación salarial los miembros del Congreso de la República, a la luz del 

artículo 15 de la Ley 4ª de 1992, siendo así, no podría sumarse el porcentaje 

equivalente a la prima especial de servicios al sueldo de los Magistrados de Tribunal 

y cargos homólogos, pues superaría el tope máximo de 80% ordenado por la ley.  

 

                                                           
3 Sentencia de Unificación SUJ-016-CE-S2-2019 de 2 de septiembre de 2019, Sección 2º-Sala de Conjueces, C.P: 

Carmen Anaya de Castellanos. Actor: Joaquín Vera Pérez Demandado: Nación-Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial-Rama Judicial.  
4 Sentencia de Unificación –SUJ-016-CE-S2-2019- de 2 de septiembre de 2019. Consejo de Estado, Sección 

Segunda, Sala de Conjueces, C.P. Dra. Carmen Anaya de Castellanos.  
5 Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Contencioso Administrativo, Nacional y Superior 

Militar; Magistrados Auxiliares de la Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional y el Consejo Superior 

de la Judicatura; abogados auxiliares del Consejo de Estado; Fiscales y jefes de unidad ante el tribunal nacional; 

Fiscales ante el tribunal superior militar, Fiscales ante el tribunal de distrito y jefes de unidad de fiscalía ante el 

tribunal de distrito.  



17001233300020170037000 

Nulidad y restablecimiento del derecho.  

Irma Lucia Londoño Patiño Vrs Procuraduría General de la Nación 

Sentencia nº 035 

 12 

  En dicha sentencia de unificación - SUJ-016-CE-52-2019 proferida por el 

Consejo de Estado, Sección Segunda - Sala Plena de Conjueces, Conjuez Ponente: 

Carmen Anaya de Castellanos el dos (2) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)6 

se señaló respecto de la prima especial de servicios que perciben los magistrados:   

  
“II. DE LA PRIMA ESPECIAL Y LA BONIFICACIÓN POR 

COMPENSACIÓN Y LIMITES 

 

(...). El Legislador en la Ley 4 de 1992 concibió una nivelación entre 

funcionarios y empleados de la Rama Judicial, garantizando así el principio 

constitucional de igualdad. Para el efecto ordenó al Gobierno Nacional realizar 

los reajustes correspondientes a ese año y eliminar las descompensaciones en la 

escala de remuneración, lo que se cumplió a través del Decreto 610 de 1998 

subrogado por el Decreto 1239 de 1998 mediante el cual se creó la bonificación 

por compensación. 

  

Este Decreto dispuso que el salario de los funcionarios de segundo nivel7 no 

puede ser inferior a un porcentaje de ingreso de los de primer nivel. 

Dicha compensación se efectuó por medio de un sistema de anclaje, que se 

aplicó de manera escalonada a tres años, consistente en fijar el salario base de 

los funcionarios beneficiarios con un porcentaje del salario de los magistrados 

de alta corte, de tal manera que para el año 1999 correspondió al 60 %, para el 

2000 al 70% y para el 2001 en adelante al 80 %. 

  

Consecuencia de lo anterior, según consideraciones de la Corte Constitucional8, 

«La prima especial de la Ley 4ª pasó a denominarse Bonificación por 

Compensación y se aclaró en el artículo 1° del Decreto 610 que solo ella 

constituía factor salarial para las pensiones, tal como y se había afirmado en la 

Ley 332 de 1996». 

  

Por ello, de ordenarse la reliquidación del salario básico y/o asignación básica 

de magistrados de tribunales y homólogos en un 30 %, se desbordaría el 

marco legal, en razón a que como se previó en el Decreto 610 de 1998, el 

mismo fue expedido en desarrollo de la Ley 4ª de 1992, y en él se estableció la 

referida nivelación. De manera que los ingresos laborales de sus destinatarios a 

partir del año 2001 serían iguales al ochenta por ciento (80 %) de lo que por 

todo concepto devenguen anualmente los magistrados del Consejo Superior de 

la Judicatura, de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 

Consejo de Estado, con lo cual se encuentran ya ajustados y nivelados los 

salarios entre magistrados de altas cortes y magistrados de tribunales y 

similares. Expresado en otras palabras, el 80% de la bonificación por 

compensación para los magistrados y, cargos homologados es un límite que no 

puede ser superado con el reconocimiento de la prima especial de servicios ni 

de ningún otro beneficio económico laboral. (…) 

 

VII. REGLAS DE UNIFICACIÓN JURISPRUDENCIAL 

                                                           

6 Radicación: 41001-23-33-000-2016-00041-02 (2204-2018). Demandante: JOAQUIN VEGA PÉREZ. 

Demandado: NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

7 Cita de cita: Magistrados de los tribunales superiores de Distrito Judicial, Contencioso Administrativo, Nacional 

y Superior Militar; Magistrados auxiliares de la Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional y el Consejo 

Superior de la Judicatura: Abogados auxiliares del Consejo de Estado; Fiscales y jefes de unidad ante el tribunal 

nacional; Fiscales del tribunal superior militar, Fiscales ante tribunal de distrito, y jefes de unidad de fiscalía ante 

tribunal de distrito. 

8 Cita de cita: Corte constitucional, sentencia C 244 de 22 de abril de 2013, Referencia: expediente D-812, 

Conjuez ponente: Diego Eduardo López Medina 
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(…). 2. Todos los beneficiarios de la prima especial de servicios a que se refiere 

el artículo 14 de la Ley 4 de 1992 como funcionarios de la Rama Judicial, 

Fiscalía, Procuraduría entre otros tienen derecho a la prima especial de 

servicios como un incremento del salario básico y/o asignación básica, sin que 

en ningún caso supere el porcentaje Máximo fijado por el Gobierno Nacional, 

atendiendo el cargo correspondiente. 

  

3. Los funcionarios beneficiarios de la prima especial de servicios a que se 

refiere el artículo 14 de la Ley 4 de 1992 (de la Rama Judicial o de la Fiscalía 

General de la Nación tienen derecho a la reliquidación de las prestaciones 

sociales sobre el 100 % de su salario básico y/o asignación básica, es decir, 

con la inclusión del 30 % que había sido excluido a título de prima especial. 

(…) 

 

6. La bonificación por compensación para magistrados y cargos equivalentes 

no podrá superar en ningún caso el 80% de lo que por todo concepto 

devenguen anualmente los Magistrados de Alta Corte, que es igual a lo que por 

todo concepto reciben los congresistas, incluido el auxilio de cesantías. Ese 

80% es un piso y un techo. 

 

 La reliquidación de la bonificación por compensación procede respecto a los 

magistrados de tribunal y cargos equivalentes, siempre, que, en la respectiva 

anualidad, sus ingresos anuales efectivamente percibidos NO hayan alcanzado 

el tope del ochenta por ciento (80 %) de lo que por todo concepto devenga un 

magistrado de alta corte, incluido en ello las cesantías de los congresistas. Sin 

embargo, en ese caso, la reliquidación debe efectuarse únicamente hasta que se 

alcance el tope del 80% señalado.” 

  

  Bien es claro que los magistrados y/o cargos homólogos solo tienen derecho al 

80% de lo que por todo concepto devenguen anualmente los Magistrados de Alta 

Corte, y que por ello no hay lugar a ordenar la reliquidación del salario básico y/o 

asignación básica de magistrados de tribunales y cargos homólogos en un 30 % por 

concepto de prima especial de servicios pues desbordaría el marco legal. 

 

g. EL CARGO DE PROCURADOR JUDICIAL II ES HOMOLOGO AL DE 

MAGISTRADO DE TRIBUNAL  

 

  Hacen parte de la estructura orgánica de la Procuraduría General de la Nación, 

las Procuradurías Delegadas y de estas las Procuradurías I y II. Además, hace parte de 

sus funciones, entre otras, las que disponga el Procurador General de la Nación en 

virtud de las facultades dispuestas en el artículo 7 del Decreto Ley 262 de 2000.       

 

 Según el acto administrativo atacado - SG007470 de 14 de diciembre de 2016 

“por medio del cual se contesta una petición”-, el cargo ocupado por la Dra. Irma 

Lucia Londoño Patiño en la Procuraduría General de la Nación, es de Procuradora 

105 Judicial II para asuntos Penales, desde el 3 de julio de 2012 y hasta el 1 de 

septiembre de 2016. Ahora bien; hablando de los salarios y prestaciones para los 

funcionarios que ocupan este cargo, el artículo 9° del decreto 2734 de 2000 

estableció;  

 

“artículo 9: A partir del 1° de enero de 2000, la remuneración mensual de los 

Procuradores Judiciales II ante los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, 
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Contencioso Administrativo, Penal Militar, Nacional, ante Jurisdicción 

Agraria, de Menores y Familia, será de cuatro millones setecientos noventa y 

cuatro mil ciento dos pesos ($4´794.102.oo) m/cte, (…)”.  (subrayas propias)  

 

  Así las cosas, está claro que el cargo ocupado por la demandante en la 

Procuraduría es de Procurador Judicial II, desarrollando actividades con competencia 

de Tribunal y acorde con lo dispuesto en el articulo 280 de la Constitución Nacional, 

los Agentes del Ministerio Publico deben recibir el mismo trato legal a los 

funcionarios homólogos;  

 

“Artículo 280. Los agentes del Ministerio Público tendrán las mismas 

calidades, categorías, remuneración, derechos y prestaciones de los 

magistrados y jueces de mayor jerarquía ante quienes ejerzan el cargo.”  

 

  De ahí que debe dársele, a la demandante, el mismo trato dispuesto por la 

sentencia de unificación de 2 de septiembre de 2019, para los Magistrados de esta 

categoría, al decir que estos funcionarios no se benefician de la prima especial de 

servicios regulada por el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, toda vez que tienen derecho 

a recibir la bonificación por compensación equivalente al 80% de lo que por todo 

concepto devengan los Magistrados de Altas Cortes, siendo este el máximo permitido 

para su nivelación salarial.  

 

h.  DE LA RELIQUIDACIÓN DE SUS PRESTACIONES SOCIALES 

 

  Es claro que la demandante en desarrollo del cargo de Procurador Judicial II, 

equivalente a los Magistrados de Tribunal, ya recibe la nivelación salarial 

contemplada en el decreto 610 de 1998 conocida como -bonificación por 

compensación- y que no tiene derecho a la prima especial de servicios reclamada, por 

ir en contravía del principio de “a trabajo igual, salario igual”, sin embargo, también 

es claro que del 100% del sueldo de la Dra. Londoño Patiño, la demandada extrajo el 

30% y lo hizo pasar por la prima especial de servicios, por lo que cometió el error de 

fijar como salario básico solo el 70% del sueldo básico real, pues consideró que el 

otro 30% era la prima especial de servicios que no es factor salarial, de ahí que al 

momento de hacer los cálculos correspondientes a la liquidación de sus prestaciones 

sociales en lo que legalmente le ha sido reconocido, lo hizo sobre el 70% del sueldo 

básico y no del 100% como debió ser, de ahí que debe ordenarse a la demandada, 

reliquidar las prestaciones sociales, sobre el 100% del salario básico y no del 70%, 

reconocerle lo que por ley tiene derecho y pagar las diferencias adeudadas. Aquí se 

aplicará la prescripción contada tres años atrás desde el momento de la presentación 

del derecho de petición, tal como quedo sentada la regla en la sentencia de 

unificación aludida.   

 

En reciente sentencia del Consejo de Estado9 se señaló respecto a la diferencia en 

las prestaciones sociales recibidas por los Magistrados de Tribunal, pues las 

mismas fueron liquidadas sobre un salario disminuido en un 30%:  

                                                           
9 Consejera ponente: CARMEN ANAYA DE CASTELLANOS (Conjuez). Sentencia dos (2) de febrero de dos 

mil veintiuno (2021). Radicación número: 25000-23-25-000-2011-00668-02(2919-18) 
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En esas condiciones, teniendo en cuenta que el demandante es destinatario de la 

Bonificación por Compensación prevista en el Decreto 610 de 1998, que elevó 

los salarios de los Magistrados de Tribunales Superiores, entre otros, al 80% de 

lo que por todo concepto devengan los Magistrados de las Altas Cortes y que de 

adicionarle el 30% a esa cifra superaría el salario que devengan los 

Magistrados de las Altas Cortes, lo cual rompería con los principios de 

proporcionalidad, igualdad y el referido en el Pacto de San José de Costa Rica 

que señala: “a trabajo igual – salario igual” principio éste que de accederse a 

las pretensiones se vería comprometido como quiera que hablamos de diferentes 

rangos en la escala laboral entre el demandante y los Magistrados de Altas 

Cortes, entendido éstos como niveles jerárquicos; los cuales comportan 

diferentes funciones, diferentes grados de responsabilidad, diferentes requisitos 

y calidades para desempeñar uno y otra dignidad; razones por lo que la Sala 

mantendrá la legalidad de los actos demandados, en cuanto se refiere a 

adicionar al salario básico del demandante el 30% por concepto de Prima 

Especial, actos distinguidos con la referencia DESAJ-JR-DP 3116 del 21 de 

diciembre de 20107 y 2665 del 7 de abril de 20118 . Ahora bien, teniendo en 

cuenta que la demanda va encaminada asimismo a obtener la reliquidación de 

las prestaciones sociales del demandante, se dispondrá a la Dirección 

Ejecutiva de Administración Judicial, revisar este aspecto y de darse el caso 

que éstas no se realizaron teniendo en cuenta el 100% del salario, procederá a 

título de restablecimiento del derecho a su reliquidación teniendo en cuenta 

dicho 100% del concepto de salario, liquidación que de darse, sus valores 

serán ajustados de conformidad con el inciso final del artículo 187 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, teniendo 

en cuenta además la prescripción que deberá contarse tres años atrás desde el 

momento de la presentación del derecho de petición, tal como quedó sentada la 

regla en la sentencia de unificación aludida. (…)” (Negrillas fuera de texto) 

  Ahora bien, debe también pronunciarse la Sala de Conjueces, frente a la 

reliquidación de las cesantías, pues a pesar de que se trata de una prestación social 

que no es periódica sino anual, lo que obliga a la administración a reconocerla y 

pagarla a través de un acto administrativo e igualmente al beneficiario de oponerse a 

ella en uso de la reclamación administrativa y acudir ante la jurisdicción contenciosa 

antes de los 4 meses, para evitar la caducidad de la acción, también ha dicho la 

jurisprudencia del orden superior, que ante la generación de una expectativa que no se 

conocía o no se esperaba, puede reclamarse al momento de conocerse el 

pronunciamiento;  

 

“Tanto la doctrina como la  jurisprudencia han precisado que la cesantía, es 

una prestación social que no es periódica, sino que se causa por períodos 

determinados, lo que implica que el derecho a percibirla se agote al concluir el 

ciclo que la origina y que obliga a la administración a reconocerla y pagarla, 

emitiendo para ello un acto administrativo cuya legalidad puede controvertirse, 

previo agotamiento de la vía gubernativa, si a ello hubiere lugar, dentro de los 

cuatro meses siguientes a su notificación, so pena de que se produzca la 

caducidad de la acción al tenor de lo dispuesto en el artículo 134 del C. C. A. 

En ese orden de ideas, en principio no es factible que con una petición 

posterior se pueda solicitar a la administración la revisión del valor reconocido 

por dicho concepto.  Este criterio, sin embargo, no puede aplicarse de manera 
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general y sin tener en cuenta el contexto en el cual se origina la nueva petición, 

pues tal y como ocurre en este evento, cuando se ha expedido un acto 

administrativo anual de liquidación que no fue controvertido ni en sede 

gubernativa ni judicial, puede asumirse que esta ausencia de controversia 

obedeció a la seguridad que el beneficiario tenía de que su derecho había sido 

bien liquidado. Pero si ejecutoriado este acto surge en beneficio del 

administrado una expectativa legítima de incremento porcentual en la base 

liquidatoria de su cesantía anual, es decir, un hecho nuevo producto de 

decisiones judiciales de anulación de normas, que resulta aplicable a su 

situación y lo faculta para solicitar a la administración la respectiva 

reliquidación. Ocurre sin embargo, que con posterioridad a estas decisiones, 

surgió para la funcionaria una expectativa legítima de un derecho que 

finalmente se concretó con la anulación de las normas que le restaban el 

carácter salarial  al 30% que a título de prima especial percibía el servidor, 

razón por la cual, desde este momento puede decirse que nace para cada uno 

de los servidores de la Fiscalía General de la Nación a los que se dirigía la 

norma anulada, el derecho a que dentro de la base liquidatoria de las 

prestaciones y las cesantías se incluya el 30% percibido a título de prima 

especial, es decir, que surge un derecho subjetivo que faculta al administrado 

para solicitar a la administración su reconocimiento.”  

 

  Lo anterior aplicado al caso en concreto, la expectativa nació para la 

demandante con los múltiples pronunciamientos del Consejo de Estado, que 

reconocieron la prima reclamada como un adicional al sueldo y no constitutivo de 

este como lo viene haciendo la demandada, diferente es que no tenga derecho debido 

al tope legal. Sin embargo es claro que la  demandada disminuyó el sueldo de la 

demandante en un 30%, que en efecto esa esa disminución salarial afectó la 

liquidación de las prestaciones sociales -incluidas las cesantías-, a las cuales tiene 

derecho sobre el 100% del salario , entonces debe la demandada reliquidar también 

este concepto y consignar al fondo de cesantías las diferencias adeudadas y devolver 

a la demandante las diferencias adeudadas por concepto de intereses, por el periodo 

no prescrito.   

 

  Finalmente, pasa lo mismo con los aportes a pensión los cuales debe la 

demandada, después de hacer las operaciones aritméticas descritas en los párrafos 

anteriores, consignar las diferencias adeudadas, al fondo de pensión al cual se 

encuentre adscrita la Dra. Londoño Patiño, esta vez por todo el periodo reclamado -3 

de julio de 2012 y hasta el 1 de septiembre de 2016- en atención a que estos no 

prescriben frente a este tema ha dicho el Consejo de Estado;  

 

“[L]a prescripción no puede aplicarse a los aportes que por pensión se debían 

realizar por parte del empleador, que en este caso es el Estado. Dicha regla 

jurisprudencial tiene fundamento en: i) la irrenunciabilidad de los beneficios 

mínimos laborales; ii) el principio in dubio pro operario; iii) el derecho 

constitucional fundamental a la igualdad y; iv) el principio de no regresividad 

en armonía con el mandato de progresividad. De igual forma, la sentencia de 

unificación en cita ordenó al Juez Administrativo estudiar en todos los procesos 

en los cuales proceda el reconocimiento de la relación laboral o contrato 

realidad, aun así, no se haya solicitado expresamente, el tema concerniente a 

las cotizaciones adeudadas por la administración al Sistema de Seguridad 
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Social en Pensiones. Y, en consecuencia, precisó que la imprescriptibilidad 

frente a los aportes a seguridad social en pensiones no opera frente a la 

devolución de los dineros pagados por concepto de aportes hechos por el 

trabajador como contratista, sino en relación con las cotizaciones adeudadas al 

sistema de seguridad social que podrían tener incidencia al momento de 

liquidarse el monto pensional. Para el efecto, indicó que la administración se 

encuentra en la obligación de determinar mes a mes si existe diferencia entre 

los aportes que se debieron efectuar y los realizados por el contratista, y 

cotizar al respectivo fondo de pensiones la suma faltante por concepto de 

aportes a pensión solo en el porcentaje que le correspondía al empleador. De 

conformidad con los razonamientos precedentes, considera esta Subsección que 

al señor Joel Antonio Varela Rolong se le extinguió el derecho, por 

prescripción, a los emolumentos deprecados como son las cesantías, intereses a 

las cesantías, vacaciones, primas, entre otros, a que habría lugar a reconocer y 

pagar entre el 1.º de diciembre de 2003 y el 30 de junio de 2009. Excepto en lo 

relacionado con los aportes a seguridad social en pensiones por tratarse de 

una prestación imprescriptible.”10 

 

i. PRESCRIPCIÓN TRIENAL LABORAL 

 

   La Sentencia de Unificación –SUJ-016-CE-S2-2019- de 2 de septiembre de 

2019, Sección 2º-Sala de Conjueces, C.P. Dra. Carmen Anaya de Castellanos, se fijó 

una nueva posición frente a este fenómeno: 

 

 “…ahora, en materia de acciones laborales ejercidas por empleados públicos 

y trabajadores oficiales, los artículos 41 y 102 de los Decretos 3135 de 1968 y 

1848 de 1969, establecen11: (i) que el termino de prescripción es de tres (3) 

años, contados a partir de la exigibilidad del derecho alegado y; (ii) que la 

prescripción se interrumpe, por un lapso igual, con el simple reclamo escrito 

del empleado o trabajador ante la autoridad encargada de reconocer el 

derecho.  

 

 Lo anterior implica que la prescripción requiere, como elemento sine qua 

non, que el derecho sea exigible, puesto que a partir de que se causa dicha 

exigibilidad, inicia el conteo de los 3 años con los que cuenta el empleado o 

trabajador para acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, 

término que será interrumpido solo con la presentación de un reclamo escrito 

del derecho ante la autoridad encargada de reconocerlo.  

 

Y agrega;  

 
En atención a lo anterior, en cada caso en concreto se debe establecer: (i) el 

momento en que el derecho se tornó exigible y (ii) el momento en que se 

interrumpió la prescripción, para, a partir de la última fecha (presentación del 

                                                           
10 Sentencia de 4 de noviembre de 2021, C.P. Dr. William Hernández Gómez, Sección Segunda-Subsección A, 

Consejo de Estado, radicado 08001-23-33-000-2013-00763-01(1309-15), demandante Joel Antonio Varela 

Rolong Vrs Unidad Nacional de Protección (sucesora del DAS). 
11 Decreto 3135 de 1968. Artículo 41. Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto 

prescribirán en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo 

escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o prestación debidamente 

determinado, interrumpe la prescripción, peso solo un lapso igual. 

Decreto 1848 de 1969. Artículo 102.  

1. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben 

en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible.  

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa obligada, sobre un derecho 

o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual.  
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reclamo escrito), contar 3 años hacia atrás y reconocer como debido por pagar 

solo 3 años anteriores a la interrupción. (subrayas propias).  

 

Aun así, sobre la prima especial creada por la Ley 4ª de 1992, muchas son las 

discusiones dadas respecto al momento a partir del cual debe iniciarse el 

conteo de la prescripción, por no tenerse claridad sobre la exigibilidad del 

derecho, pues que, en principio, este se causó con la vigencia de la norma que 

lo creó y, en adelante, con las liquidaciones a cada beneficiario bajo los 

parámetros fijados en los decretos que anualmente expidió el Gobierno para 

reglamentarla. No obstante, los correspondientes decretos expedidos entre los 

años 1993 y 2007 fueron declarados nulos –parcialmente-, mediante la 

sentencia de 29 de abril de 2014, dictada por la Sección Segunda del Consejo 

de Estado, C.P. Dra. Maria Carolina Rodríguez Ruiz, porque, a juicio de la 

Corporación, «interpretaron erróneamente (…) la ley» y consagraron una 

liquidación en detrimento de los derechos laborales de los servidores públicos 

beneficiarios de esta.  

 

Lo anterior para concluir lo siguiente;  

 
Es criterio de la Sala que, en el caso de la prima especial de servicios, la 

constitución del derecho ocurrió en el primero de los eventos previamente 

señalados, es decir, su exigibilidad se predica desde el momento de la entrada 

en vigencia de la Ley 4ª de 1992 que la creó y con la expedición del decreto que 

la reglamentó primigeniamente, esto es, el Decreto 57 de 1993” 

 

 

  Así las cosas, y sin necesidad de acudir a más discernimientos, la Sala de 

Conjueces acoge la última tesis propuesta por el Consejo de Estado en esta materia. 

Lo que significa que, si la reclamación administrativa fue iniciada el 11 de octubre de 

2016 y según la jurisprudencia en cita, se toman 3 años atrás, período que  no se  

afecta por el  fenómeno prescriptivo. Teniendo en cuenta que el periodo reclamado 

viene desde el 3 de julio de 2012 y hasta el 1 de septiembre de 2016, significa que el 

periodo comprendido entre el 11 de octubre de 2013 y hasta el 1 de septiembre de 

2016, es el período que debe ser reliquidado, de ahí para atrás  está prescrito.  

  

16. CASO CONCRETO Y CONCLUSIONES 

 

  Obra prueba dentro del expediente que, la demandante IRMA LUCIA 

LONDOÑO PATIÑO laboró al servicio de la PROCURADURIA GENERAL DE 

LA NACIÓN, en el cargo de PROCURADORA JUDICIAL II, desde el 3 de julio 

de 2012 y hasta el 1 de septiembre de 2016.   

 

  Conforme los antecedentes jurisprudenciales sobre la prima de servicios 

contemplada en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 se ordenará:  

 

1. Le fue aplicado el régimen previsto para los servidores públicos en 

calidad de Procurador Judicial II, equivalente a los Magistrados de 

Tribunal, los cuales se les niveló la asignación salarial en un 80% de lo 

que por todo concepto devengan los magistrados de alta corte, a través de 

la bonificación por compensación - decretos 610 y 1239 de 1998-, de ahí 
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que sea incompatible con la prima especial de servicios regulada por el 

artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, a la cual no tiene derecho.     

 

2. Se declararán probada parcialmente la excepción de prescripción trienal 

laboral formulada por la parte demandada en la contestación y en 

consecuencia se declara prescrito el periodo comprendido entre el 3 de 

julio de 2012 y el 10 de octubre de 2013.  

 

3. Debe la demandada reliquidar las prestaciones sociales de la Dra. IRMA 

LUCIA LONDOÑO PATIÑO, incluyendo lo que tenga derecho y 

tomando como base el 100% de su sueldo base y no el 70% como se hizo 

y pagar las diferencias adeudadas. A su vez, reliquidar las cesantías, 

consignar al fondo de cesantías las diferencias adeudadas y a la 

demandante pagar las diferencias en los intereses causados; por todo el 

periodo en el que se desempeñó en el cargo de Procuradora Judicial II y 

por el periodo contemplado entre el 11 de octubre de 2013 y el 1 de 

septiembre de 2016. 

 

4. En iguales términos debe hacer la reliquidación por concepto de aportes a 

pensión y consignar al fondo las diferencias adeudadas por todo el 

periodo reclamado 3 de julio de 2012 a 1 de septiembre de 2016. 

 

17. COSTAS. 

 

  Se dice que las costas se componen de las Costas procesales y de las Agencias 

en Derecho, entendida la primera como aquellos gastos procesales en que incurrió la 

parte demandante, para por así decirlo impulsar el proceso y las segundas son los 

honorarios del trabajo realizado por el apoderado de la demandante, sin embargo, 

para fijar las agencias en derecho, el Consejo Superior de la Judicatura emitió el 

Acuerdo PSAA16-10554 de 2016.    

 

  Ahora bien, en el expediente no existen pruebas de los gastos en que pudo 

haber incurrido la parte demandante en él envió de los traslados de la demanda a la 

demandada, al agente del Ministerio Publico y a la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado, por lo que no habrá condena frente a este tópico.  

 

  Al respecto de las agencias en derecho y conforme el nº 1 del artículo 5º del 

Acuerdo PSAA16-10554 de 2016;  

 

“…ARTÍCULO 5º. Tarifas. Las tarifas de agencias en derecho son:  

 

1. PROCESOS DECLARATIVOS EN GENERAL.  

(…).   

En primera instancia.  

 

a. Por la cuantía. Cuando en la demanda se formulen pretensiones de 

contenido pecuniario:  
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(i) De menor cuantía, entre el 4% y el 10% de lo pedido. 

 

 (…)…” 

 

    Ahora bien, el artículo 25 del C.G.P., frente a las cuantías dice: 

  
 “Artículo 25. Cuantía. Cuando la competencia se determine por la cuantía, 

los procesos son de mayor, de menor y de mínima cuantía. 

Son de mínima cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que 

no excedan el equivalente a cuarenta salarios mínimos legales mensuales 

vigentes (40 smlmv). 

 

 Son de menor cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que 

excedan el equivalente a cuarenta salarios mínimos legales mensuales 

vigentes (40 smlmv) sin exceder el equivalente a ciento cincuenta salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (150 smlmv).  

 

Son de mayor cuantía cuando versen sobre pretensiones patrimoniales que 

excedan el equivalente a ciento cincuenta salarios mínimos legales 

mensuales vigentes (150 smlmv).  (…).” 

 

   Respecto a este tema la misma sentencia de unificación se pronunció;  

 

“…Finalmente, respecto de las costas procesales ordenadas por el a quo la 

Sala procederá a su revocatoria, de conformidad con lo señalado por el 

Consejo de Estado12, en cuanto a que si bien la Ley 1437 de 2011 no señala 

expresamente la previsión que contenía el artículo 171 del decreto 01 de 

1984, referido a la potestad de imponer condena en costas «teniendo en 

cuenta la conducta asumida por las partes», la Ley 1437 de 2011 no impone 

la condena de manera automática frente a aquel que resulte vencido en el 

litigio. Su carga debe entenderse como el resultado de observar conductas 

temerarias, de mala fe y de la existencia de pruebas ene l procesos sobre la 

causación de gastos y costas, que deberán ser ponderadas por el juez.” 

 

  De acuerdo con lo anterior al no avizorarse mala fe o maniobras dilatorias por 

la parte demandada, la Sala de Conjueces considera que no hay lugar a emitir 

condena en costas-agencias en derecho.   

 

 

  En mérito de lo expuesto, la Sala de Conjueces del Tribunal Administrativo 

de Caldas, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley;  

 

 

                                                           
12 Consejo de Estado, providencia del 20 de agosto de 2015, medio de control nº 47001233300020120001301 

(1755-2013), C.P. Sandra Lisseth Ibarra Vélez « (…) La norma contenida en el artículo 188 no impone al 

funcionario judicial la obligación de conceder las costas, solo le da la posibilidad de “disponer”, es, de 

pronunciarse sobre su procedencia. La mencionada sentencia preciso que si bien es cierto la Ley 1437 de 2011, 

no aparece la previsión que contenía el artículo 171 del decreto 01 de 1984, referido a la potestad de imponer 

condena en o costas, “teniendo en cuenta la conducta asumida por las partes”, también lo es la norma 

establecida en la Ley 1437 de 2011, no impone la condena de manera automática frente a aquel que resulte 

vencido en el litigio, pues debe entenderse que ella es el resultado de observar una serie de factores tales como la 

temeridad, la mala fe y la existencia de pruebas en el proceso sobre la causación de gastos y costas en el curso de 

la actuación, en donde el juez ponderará tales circunstancia y se pronuncia sobre la procedencia de imposición 

con una decisión sustentada…». 
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18. FALLA 

 

  PRIMERO. ACOGER de manera integral lo dispuesto en la Sentencia de 

Unificación -SUJ-016-CE-S2-2019 de 2 de septiembre de 2019 del Consejo de 

Estado, y en consecuencia;  

 

  SEGUNDO: Declárase PROBADA parcialmente la excepción de 

prescripción trienal laboral, sobre parte del periodo reclamado -3 de julio de 2012 y 

el 10 de octubre de 2013-.    

 

  TERCERO: DECLARAR la nulidad del Oficio SG 007470 de 14 de 

diciembre de 2016 solo en lo que tiene relación con la reliquidación de las 

prestaciones sociales y solo frente a lo que tiene derecho.   

 

 CUARTO: ORDENAR a la demandada PROCURADURIA GENERAL 

DE LA NACION a reliquidar las prestaciones sociales de la demandante, tomando 

como base el 100% del salario base y no el 70% como se hizo y pagar las diferencias 

adeudadas, por el periodo comprendido entre el 11 de octubre de 2013 y el 1 de 

septiembre de 2016.  

 

  QUINTO: ODERNAR a la demandada reliquidar las cesantías causadas con 

el 100% del sueldo y consignar al fondo de cesantías las diferencias adeudadas y 

devolver a la demandante lo correspondiente a los intereses adeudados por el periodo 

comprendido entre el 11 de octubre de 2013 y el 1 de septiembre de 2016. Lo mismo 

debe hacer respecto de los aportes a pensión los cuales deberá consignar las 

diferencias al fondo de pensiones al cual este adscrita la demandante y por todo el 

periodo en que la demandante ocupó el cargo de Procuradora Judicial II -3 de julio 

de 2012 y el 1 de septiembre de 2016-.   

 

  SEXTO: NO emitir condena en costas de ninguna clase. 

 

  SEPTIMO:  Sin necesidad de auto que lo ordene, ejecutoriada esta sentencia 

y a petición de parte interesada, emitir COPIAS AUTÉNTICAS. Por 

SECRETARIA hacer las anotaciones en la base de datos SIGLO XXI. 

 

 OCTAVO: Evacuadas todas las etapas procesales de este proceso y una vez 

este ejecutoriada la última providencia emitida, ARCHÍVESE las diligencias. 

 

 

NOTIFÍQUESE y CUMPLASE 

 

Discutida y aprobada en sala celebrada el 15 de noviembre de 2022. 

 

Los Conjueces;  
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   Toda vez que el Consejo de Estado aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 
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ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 
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Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

AUGUSTO RAMON CHAVEZ MARIN 

Presidente 
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Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
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17001333300420190021702 

Nulidad y restablecimiento del derecho 

Daniela de los Ríos Barrera Vrs Nación-DEAJ-Rama Judicial      

Auto de Sustanciación nº 168 

Fija fecha sorteo de Conjueces 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Presidencia- 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

AUGUSTO RAMON CHAVEZ MARIN 

Presidente 

 

Firmado Por:

Augusto Ramon Chavez Marin

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Oral 5

Tribunal Administrativo De Caldas
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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17001333900520160028202 

Nulidad y restablecimiento del derecho 

Beatriz Eugenia Castañeda Romero Vrs Nación-DEAJ-Rama Judicial      

Auto de Sustanciación nº 171 

Fija fecha sorteo de Conjueces 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Presidencia- 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

AUGUSTO RAMON CHAVEZ MARIN 

Presidente 

 

Firmado Por:

Augusto Ramon Chavez Marin

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Oral 5

Tribunal Administrativo De Caldas
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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17001333900620180027102 

Nulidad y restablecimiento del derecho 

Lina María Naranjo Cardona Vrs Nación-DEAJ-Rama Judicial      

Auto de Sustanciación nº 172 

Fija fecha sorteo de Conjueces 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Presidencia- 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

AUGUSTO RAMON CHAVEZ MARIN 

Presidente 
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Magistrado Tribunal O Consejo Seccional
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170013339007201720170044302 

Nulidad y restablecimiento del derecho 

Natalia Morales Castaño Vrs Nación-DEAJ-Rama Judicial      

Auto de Sustanciación nº 173 

Fija fecha sorteo de Conjueces 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Presidencia- 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

AUGUSTO RAMON CHAVEZ MARIN 

Presidente 

 

Firmado Por:

Augusto Ramon Chavez Marin

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Oral 5

Tribunal Administrativo De Caldas
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17001333900820180026302 

Nulidad y restablecimiento del derecho 

Diana Clemencia Franco Rivera Vrs Nación-DEAJ-Rama Judicial      

Auto de Sustanciación nº 175 

Fija fecha sorteo de Conjueces 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Presidencia- 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

AUGUSTO RAMON CHAVEZ MARIN 

Presidente 
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Augusto Ramon Chavez Marin

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Oral 5

Tribunal Administrativo De Caldas
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Nulidad y restablecimiento del derecho 

Beatriz Elena Aguirre Rotavista Vrs Nación-DEAJ-Rama Judicial      

Auto de Sustanciación nº 174 

Fija fecha sorteo de Conjueces 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

-Presidencia- 

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO 

 

   Toda vez que el Consejo de Estado, aceptó el impedimento presentado 

por la Sala Plena de este Tribunal y ordenó el conocimiento de esta causa a la 

Sala de Conjueces, se fija fecha para la realización de SORTEO DE 

CONJUECES el cual se programa para el próximo LUNES VEINTIUNO 

(21) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIDOS (2022), a las ONCE Y 

TREINTA DE LA MAÑANA (11:30 a.m), a través de la plataforma teams. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

 

 

AUGUSTO RAMON CHAVEZ MARIN 

Presidente 
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Augusto Ramon Chavez Marin

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional
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CONSTANCIA SECRETARIAL:  
 
Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso 
de apelación de sentencia, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
Consta de dos carpetas: 
 
Cuaderno de primera instancia: 42 archivos pdf.  
 
Cuaderno de segunda instancia: 01 archivo. 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria  

 
RADICADO: 17-001-33-33-001-2021-00057-02 
MEDIO DE CONTROL: Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 
DEMANDANTE: Maricela García Salazar 
DEMANDADO: Nación - Ministerio De Educación Nacional - Fondo De 
Prestaciones Sociales Del Magisterio. 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

                                                                                                                                                          
A.I. 276   

 
Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 
Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión del recurso 
de apelación interpuesto, el Despacho observa que el recurso fue presentado dentro 
del término oportuno y fueron sustentados los motivos de inconformidad ante el Juez 
que profirió la decisión, (Archivos 38 y 39 del cuaderno de primera instancia del 
expediente electrónico). 
 
Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA modificado por el 
art. 67 de la Ley 2080 de 2021, ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto contra 
la sentencia proferida el 30 de junio de 2022 por el Juzgado Primero Administrativo 
del Circuito de Manizales, que accedió a las pretensiones de la demanda en el proceso 
de la referencia (archivo 37 del cuaderno de primera instancia del expediente 
electrónico). 
 
Al Abogado Julián Ernesto Lugo Rosero se le RECONOCE PERSONERÍA JUDICIAL 
para actuar en nombre y representación de la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con 
la sustitución del poder allegada con el recurso de apelación, y que le hiciera el doctor 
Luis Alfredo Sanabria Ríos. 
 
NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 
dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en 



Radicación: 17-001-33-33-001-2021-00057-02 

 
 

los términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 
 
Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 
destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 
electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 
sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   
 
Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   
 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 
 
 
 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN 
Magistrado   

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
                      No.  205 
                      FECHA: 16/11/2022 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria 
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CONSTANCIA SECRETARIAL:  
 
Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso 
de apelación de sentencia, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
Consta de dos carpetas: 
 
Cuaderno de primera instancia: 43 archivos pdf.  
 
Cuaderno de segunda instancia: 01 archivo. 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria  

 
RADICADO: 17-001-33-33-001-2021-00206-02 
MEDIO DE CONTROL: Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 
DEMANDANTE: Erika Alejandra Morales 
DEMANDADO: Nación - Ministerio De Educación Nacional - Fondo De 
Prestaciones Sociales Del Magisterio. 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

                                                                                                                                                          
A.I. 277   

 
Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 
Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión del recurso 
de apelación interpuesto, el Despacho observa que el recurso fue presentado dentro 
del término oportuno y fueron sustentados los motivos de inconformidad ante el Juez 
que profirió la decisión, (Archivos 39 y 40 del cuaderno de primera instancia del 
expediente electrónico). 
 
Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA modificado por el 
art. 67 de la Ley 2080 de 2021, ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto contra 
la sentencia proferida el 30 de junio de 2022 por el Juzgado Primero Administrativo 
del Circuito de Manizales, que accedió a las pretensiones de la demanda en el proceso 
de la referencia (archivo 38 del cuaderno de primera instancia del expediente 
electrónico). 
 
Al Abogado Julián Ernesto Lugo Rosero se le RECONOCE PERSONERÍA JUDICIAL 
para actuar en nombre y representación de la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con 
la sustitución del poder allegada con el recurso de apelación, y que le hiciera el doctor 
Luis Alfredo Sanabria Rios. 
 
NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 
dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en 



Radicación: 17-001-33-33-001-2021-00206-02 

 
 

los términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 
 
Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 
destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 
electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 
sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   
 
Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   
 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 
 
 
 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN 
Magistrado   

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
                      No.  205 
                      FECHA: 16/11/2022 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria 
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CONSTANCIA SECRETARIAL:  

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso 

de apelación de sentencia, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 

 

Consta de dos carpetas: 

Cuaderno de primera instancia: 33 archivos pdf.  

Cuaderno de segunda instancia: 01 archivo. 

 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria  

 

RADICADO: 17001-33-33-003-2020-00330-02 

MEDIO DE CONTROL: Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 

DEMANDANTE: Alba de Jesús Uchima González 

DEMANDADO: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

                                                                                                                                                          

A.I. 279   

 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo previsto por el artículo 247 del CPACA modificado por el art. 

67 de la Ley 2080 de 2021, corresponde a este Despacho decidir sobre el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia del treinta y uno 

(31) de agosto de dos mil veintidós (2022), proferida por el Juzgado Tercero 

Administrativo del Circuito de Manizales, que accedió a las pretensiones de la 

demanda de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

El 18 de diciembre de 2020, obrando mediante apoderado judicial, la señora Alba 

De Jesus Uchima González instauró demanda contra la Nación - Ministerio de 

Educación Nacional - Fondo De Prestaciones Sociales Del Magisterio (Archivo 02, 

C1PrimeraInstancia), con el fin de obtener la declaratoria de nulidad del acto ficto 

o presunto surgido con ocasión de la petición del 29 de mayo de 2020, en cuanto 



Radicación: 17001-33-33-003-2020-00330-02 
 

negó el reconocimiento y pago de la sanción mora establecida en la Ley 1071 de 

2006, por el pago tardía de la cesantía solicitada. 

 

El conocimiento del citado proceso correspondió por reparto al Juzgado Tercero 

Administrativo del Circuito de Manizales, el cual admitió la demanda por auto del 

26 de abril de 2021 (archivo 07, C1PrimeraInstancia). 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El 31 de agosto de 2022 el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Manizales 

dictó sentencia en primera instancia (archivo 29, C1PrimeraInstancia), a través de la 

cual accedió a las pretensiones de la demanda, decisión que fue notificada en 

mensaje de datos el 5 de septiembre de 2022. 

 

LA PROVIDENCIA RECURRIDA 

 

A través de escrito allegado el 22 de septiembre de 2022 (archivo 31, 

C1PrimeraInstancia), el FOMAG, como entidad demandada presentó sustentación 

al recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia proferida el 31 de 

agosto de 2022. 

 

Por auto del 24 de octubre de 2022 (archivo 33, C1PrimeraInstancia), el Juzgado 

Tercero Administrativo del Circuito de Manizales, concedió el recurso de apelación 

presentado por la apoderada de la parte demandada. 

 

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL  

 

Oportunidad del recurso de apelación interpuesto 

 

Atendiendo lo dispuesto por el numeral 1 del artículo 247 del CPACA modificado 

por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, el recurso de apelación contra las sentencias 

de primera instancia deberá interponerse y sustentarse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su notificación, incluyendo las sentencias dictadas en audiencia.  

 

Así las cosas, es claro que en el caso concreto la decisión fue notificada por medios 

electrónicos el día 5 de septiembre de 2022; por lo anterior, de conformidad con el 

artículo 205 del CPACA modificado por el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, los dos 

días hábiles siguientes al envío del mensaje de datos fueron los días 6 y 7 de 

septiembre de 2022, por lo que los diez días para interponer y sustentar el recurso 

contra la sentencia de primera instancia transcurrieron entre el 8 y 21 de septiembre 

de 2022. 

 

De otro lado, el recurso fue interpuesto ante el Juzgado de conocimiento, vía correo 

electrónico por la entidad demandada el 22 de septiembre de 2022, es decir, por fuera 

del término para recurrir. 

 

Adicionalmente, no se evidencia en el expediente de primera instancia, constancia 

secretarial que permita inferir suspensión de términos o cierre del Despacho judicial 

por alguna circunstancia particular. 



Radicación: 17001-33-33-003-2020-00330-02 
 

 

Así pues, el recurso de apelación presentado por la entidad demandada será 

rechazado por extemporáneo. 

 

En mérito de lo expuesto, este Despacho, 

  

RESUELVE 

 

Primero.  RECHÁZASE por extemporáneo el recurso de apelación interpuesto por 

la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo de Prestaciones Sociales Del 

Magisterio contra la sentencia del treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintidós 

(2022), proferida por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Manizales, 

dentro del proceso de la referencia. 

 

Segundo. Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado 

de origen, previas las anotaciones pertinentes en el programa informático “Justicia 

Siglo XXI”. 

 

Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 

destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 

electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 

sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co Cualquier documento enviado a otra dirección 

de correo no se tendrá por presentado.   

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN 

Magistrado   
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Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria 
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CONSTANCIA SECRETARIAL:  
 
Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 
Informando al señor Magistrado que se encuentra pendiente la admisión del recurso 
de apelación de sentencia, pasa a despacho para resolver lo pertinente. 
 
Consta de dos carpetas: 
 
Cuaderno de primera instancia: 41 archivos pdf.  
 
Cuaderno de segunda instancia: 01 archivo. 
 

 
Vilma Patricia Rodríguez Cárdenas 

Secretaria  

 
RADICADO: 17-001-33-39-007-2021-00089-02 
MEDIO DE CONTROL: Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 
DEMANDANTE: Clara Rosa Romero Velásquez 
DEMANDADO: Nación Ministerio De Educación Fondo De 
Prestaciones Sociales Del Magisterio 
VINCULADO: Departamento De Caldas 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS  

                                                                                                                                                          
A.I. 278  

 
Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 

 
Revisada la actuación de primera instancia para los efectos de la admisión del recurso 
de apelación interpuesto, el Despacho observa que el recurso fue presentado dentro 
del término oportuno y fueron sustentados los motivos de inconformidad ante el Juez 
que profirió la decisión, (Archivo 37 del cuaderno de primera instancia del expediente 
electrónico). 
 
Así, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 247 del CPACA modificado por el 
art. 67 de la Ley 2080 de 2021, ADMÍTESE el recurso de apelación interpuesto contra 
la sentencia proferida el 14 de septiembre de 2022 por el Juzgado Séptimo 
Administrativo del Circuito de Manizales, que accedió a las pretensiones de la 
demanda en el proceso de la referencia (archivo 35 del cuaderno de primera instancia 
del expediente electrónico). 
 
Al Abogado Enrique José Fuentes Orozco se le RECONOCE PERSONERÍA 
JUDICIAL para actuar en nombre y representación de la Nación- Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de ac 
la sustitución del poder allegada con el recurso de apelación, y que le hiciera el doctor 
Luis Alfredo Sanabria Rios. 
 
NOTIFÍQUESE personalmente al señor Agente del Ministerio Público a través de la 



Radicación: 17-001-33-39-007-2021-00089-02 

 
 

dirección electrónica correspondiente, por estado electrónico a las demás partes, en 
los términos previstos en los artículos 197, 198 y 201 del CPACA. 
 
Se advierte a las partes y demás intervinientes que la presentación de memoriales con 
destino a este proceso deberá realizarse únicamente en formato digital al correo 
electrónico de la Secretaría del Tribunal Administrativo de Caldas: 
sgtadmincld@notificacionesrj.gov.co   
 
Cualquier documento enviado a otra dirección de correo no se tendrá por presentado.   
 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 
 
 
 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN 
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CONSTANCIA SECRETARIAL: Informo al Señor Magistrado, que correspondió por 
reparto el presente proceso; está pendiente de admitir el recurso de apelación 
interpuesto contra la sentencia de primera instancia. Pasa a despacho el expediente 
para resolver. 
 

Noviembre 15 de 2022. 

 
VILMA PATRICIA RODRIGUEZ CARDENAS 
Secretario  
 
Medio de Control: REPARACIÓN DIRECTA 
Radicación:          17001-33-33-003-2017-00554-02 
Demandante:       ALEXANDER ARROYAVE MERCHAN 
Demandado:        MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO NACIONAL 
 
 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
 

Sala Unitaria 
 
 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022)                  
                                                                                                                   A.S. 209 
 
De conformidad con lo estipulado en los numerales 3, 4  del artículo 247 del CPACA, 
(modificado por el art. 67 de la Ley 2080 de 2021), se admite el recurso de apelación 
interpuesto por el apoderado de la parte demandante, en contra de la sentencia 
proferida por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Manizales el 31 de 
agosto de 2022 (Archivo PDF 38 Expediente digital), al haberse interpuesto de 
manera oportuna, toda vez que el memorial se recibió vía correo electrónico el 15 
de septiembre de 2022 (Archivo PDF 40 y 41 del ED), es decir dentro de los 10 días 
siguientes a la notificación de la sentencia (01-09-2022). 
 
Vencido el término de ejecutoria del auto admisorio del recurso de apelación y en el 
caso de no allegarse por las partes solicitudes, práctica o decreto de pruebas, pasa 
el expediente a despacho para dictar sentencia, numeral 5 del artículo 247 del 
CPACA 
 
Notifíquese personalmente al Señor Agente del Ministerio Público y por estado 
electrónico a las demás partes, a las cuales se le enviará el mensaje de datos según 
lo dispone el inciso 3º del artículo 201 del CPACA y numeral 6° del art.247 CPACA. 
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 
PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA 

Magistrado 
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CONSTANCIA SECRETARIAL: Informo al Señor Magistrado, que correspondió por 
reparto el presente proceso; está pendiente de admitir el recurso de apelación 
interpuesto contra la sentencia de primera instancia. Pasa a despacho el expediente 
para resolver. 
 

Noviembre 15 de 2022. 

 
VILMA PATRICIA RODRIGUEZ CARDENAS 
Secretario  
 
Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Radicación:          17001-33-33-003-2020-00287-02 
Demandante:       HENRY ALEXANDER CASTAÑO CHICA 
Demandado:        MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO NACIONAL 
 
 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
 

Sala Unitaria 
 
 

Manizales, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022)                  
                                                                                                                   A.S. 210 
 
De conformidad con lo estipulado en los numerales 3, 4  del artículo 247 del CPACA, 
(modificado por el art. 67 de la Ley 2080 de 2021), se admite el recurso de apelación 
interpuesto por el apoderado de la parte demandada, en contra de la sentencia 
proferida por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Manizales el 30 de 
septiembre de 2022 (Archivo PDF 17 Expediente digital), al haberse interpuesto de 
manera oportuna, toda vez que el memorial se recibió vía correo electrónico el 18 
de octubre de 2022 (Archivo PDF 19 del ED), es decir dentro de los 10 días 
siguientes a la notificación de la sentencia (03-10-2022). 
 
Vencido el término de ejecutoria del auto admisorio del recurso de apelación y en el 
caso de no allegarse por las partes solicitudes, práctica o decreto de pruebas, pasa 
el expediente a despacho para dictar sentencia, numeral 5 del artículo 247 del 
CPACA 
 
Notifíquese personalmente al Señor Agente del Ministerio Público y por estado 
electrónico a las demás partes, a las cuales se le enviará el mensaje de datos según 
lo dispone el inciso 3º del artículo 201 del CPACA y numeral 6° del art.247 CPACA. 
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 
PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA 

Magistrado 
 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CALDAS 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
                      No.  205 
 
             FECHA: 16/11/2022 
 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 

Magistrado: Publio Martín Andrés Patiño Mejía 

 

Manizales, noviembre quince (15) de dos mil veintidós (2022) 

            A.I. 226 

Medio de Control: Ejecutivo 

Demandante: Danelly Medina Ocampo y Otros 

Demandado: Instituto Nacional Penitenciario INPEC 

RADICADO: 170012300-000-2006-01515-00 

 

1. Asunto 

 

En virtud de la constancia secretarial aportada en el expediente digital, se 

procederá: 1) determinar la viabilidad en decretar la medida cautelar de 

embargo de los dineros que posee la accionada en diferentes entidades 

bancarias. 

 

 

Solicitud de medida cautelar1 

 

El apoderado judicial de la parte actora solicitó, con apoyo en el artículo 

593 y concordantes previstas en el CGP, se decrete el embargo y secuestro 

de todos los activos, cuenta de ahorros, CDT, y cualquier modalidad de 

ahorro o activo bancario que se encuentre a nombre de la entidad 

demandada EL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y 

CARCELARIO – INPEC-,entidad representada por el mayor MARIANO 

BOTERO COY, o quien haga sus veces al momento de la notificación, 

domiciliada en el ciudad de Bogotá en la avenida el dorado # 27-48, para 

lo cual se solicita Orden de Embargo y secuestro a los siguientes bancos:  

AVVILLAS, BANCO CAJA SOCIAL, BANCO DE OCCIDENTE, 

BANCO GRAN AHORRAR, BANCO POPULAR, BANCOLOMBIA, 

BANCO BBVA, BANCO DE BOGOTA, CITI COLOMBIA, BANCO 

COLPATRIA, CORFICOLOMBIANA, BANCO DAVIVIENDA, 

FONDO NACIONAL DEL AHORRO, BANCO GNB SUDAMERIS, 

BANCO SANTANDER, BANCO AGRARIO DE COLOMBIA, 

CITIBANK, BANCO CORPBANCA, ,BANCAMIA S.A., 

BANCOOMEVA, BANCO FINANDINA, BANCO FALABELA, 

BANCO PICHINCHA, BANCO MUNDO MUJER, BANCO 

SERFINANZAS, CREDIBANCO. 

 

Consideraciones 

 

Competencia 

                                                 
1 Expedientedigitaldemandapodermedidacautelar.pdf pág.8  
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Conforme al artículo 125.2.h 155 y 297 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y 20 de la Ley 2080 

de 2021, el despacho es competente para conocer del presente asunto. 

 

Problema Jurídico 

 

En el presente asunto consiste en determinar, ¿si es procedente decretar la 

medida cautelar de embargo de dineros de las cuentas bancarias, que 

poseen las entidades ejecutadas en las entidades financieras mencionadas?  

 

Normativa Aplicable 

 

Medida cautelar – bienes inembargables 

 

El ejecutante en el escrito de la demanda, con fundamento en el artículo 

593 y concordantes previstas en el CGP, solicitó el embargo y retención 

de dineros que la entidad Instituto Nacional Penitenciario INPEC posee en 

todos los activos, cuenta de ahorros, CDT, y cualquier modalidad de 

ahorro o activo bancario en las entidades financieras AVVILLAS, 

BANCO CAJA SOCIAL, BANCO DE OCCIDENTE, BANCO GRAN 

AHORRAR, BANCO POPULAR, BANCOLOMBIA, BANCO BBVA, 

BANCO DE BOGOTA, CITI COLOMBIA, BANCO COLPATRIA, 

CORFICOLOMBIANA, BANCO DAVIVIENDA, FONDO NACIONAL 

DEL AHORRO, BANCO GNB SUDAMERIS, BANCO SANTANDER, 

BANCO AGRARIO DE COLOMBIA, CITIBANK, BANCO 

CORPBANCA, ,BANCAMIA S.A., BANCOOMEVA, BANCO 

FINANDINA, BANCO FALABELA, BANCO PICHINCHA, BANCO 

MUNDO MUJER, BANCO SERFINANZAS, CREDIBANCO. 

 

Principio de inembargabilidad 

 

El principio de inembargabilidad tiene sustento en la Constitución Política 

en el artículo 63, que precisa sobre la inalienabilidad, imprescriptibilidad e 

inembargabilidad de los bienes de uso público, y entre otros, los demás 

bienes que determine la ley. Sobre el objeto de análisis, el CPACA en el 

artículo 195, en cuanto al trámite de pago de condenas y conciliaciones, 

dispuso sujetarse a las siguientes reglas: 

 
(…) Parágrafo 2o. El monto asignado para sentencias y 

conciliaciones no se puede trasladar a otros rubros, y en todo caso 

serán inembargables, así como los recursos del Fondo de 

Contingencias. La orden de embargo de estos recursos será falta 

disciplinaria”. 

 

Al respecto, es menester, citar el artículo 594 del Código General del 

Proceso, aplicable a los procesos adelantados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo por disposición expresa del artículo 306 del 

CPACA, señala: 
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“ARTÍCULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes 

inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes 

especiales, no se podrán embargar: 

 
1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 

general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del 

sistema general de participación, regalías y recursos de la seguridad 

social. (…)”-sft 

 

El parágrafo del citado artículo, en cuanto al procedimiento para aplicar 

las excepciones a la inembargabilidad señala: 

 
“PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se 

abstendrán de decretar órdenes de embargo sobre recursos 

inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar 

la medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar 

en la orden de embargo el fundamento legal para su procedencia. 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza 

inembargable, en la cual no se indicare el fundamento legal para la 

procedencia de la excepción, el destinatario de la orden de embargo, 

se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada 

la naturaleza de inembargable de los recursos. En tal evento, la 

entidad destinataria de la medida, deberá informar al día hábil 

siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no 

acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la 

calidad de inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá 

pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha 

de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna excepción 

legal a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles 

el destinatario no se recibe oficio alguno, se entenderá revocada la 

medida cautelar. En el evento de que la autoridad judicial o 

administrativa insista en la medida de embargo, la entidad 

destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una 

cuenta especial que devengue intereses en las mismas condiciones de 

la cuenta o producto de la cual se produce el débito por cuenta del 

embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se pondrán a 

disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la 

providencia que le ponga fin al proceso que así lo ordene.”-sft 

 

La Corte Constitucional al efectuar un estudio de constitucionalidad al 

artículo 594 del Código General del Proceso, recordó que la Corporación 

fijó otras excepciones a la regla de inembargabilidad, las cuales continúan 

preservando su plena vigencia de conformidad con la sentencia C- 543 de 

20138, en la cual señaló: 

 
“Por su parte, la Corte Constitucional, al fijar el contenido y alcance 

del artículo 63 sobre el tema en discusión, ha sostenido que el 

principio de inembargabilidad es una garantía que se hace necesario 

preservar y defender, con el fin de proteger los recursos financieros 

del Estado, en particular, los destinados a cubrir las necesidades 

esenciales de la población. Esto, por cuanto si se permitiera el 

embargo de todos los recursos y bienes públicos (i) el Estado se 

expondría a una parálisis financiera para realizar el cometido de sus 

fines esenciales, y (ii) se desconocería el principio de la prevalencia 
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del interés general frente al particular, el artículo 1 y el preámbulo de 

la Carta Superior9. 

 
Sin embargo, contempló excepciones a la regla general para 

armonizar el principio de inembargabilidad de recursos públicos con 

otros principios, valores y derechos constitucionales, entre los que se 

encuentran, la dignidad humana, la vigencia de un orden justo y el 

derecho al trabajo. Éstas son: 

 
(i)       Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin 

de hacer efectivo el derecho al trabajo en condiciones dignas y 

justas10.  

(ii)       Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y 

la realización de los derechos en ellas contenidos11.  

(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, 

expresa y exigible.12  

(iv)        tuvieran como fuente alguna de las actividades a las cuales estaban 

destinados dichos recursos (educación, salud, agua potable y 

saneamiento básico)13” 

 

Así mismo, la Corte Constitucional14, ha precisado sobre el punto: 

 
La inembargabilidad reza que tienen esa característica todas las rentas 

incorporadas en el Presupuesto General de la Nación, así como los 

bienes y derechos de los órganos que lo conforman. No obstante, la 

anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán 

adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de 

los órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y 

respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en 

estas sentencias. Este principio, consagrado en el artículo 19 del EOP 

fue declarado constitucional de forma condicionada por la sentencia C-

354 de 1997, “bajo el entendido de que los créditos a cargo del Estado, 

bien sean que consten en sentencias o en otros títulos legalmente 

válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la 

norma acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos sean 

exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos del 

presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 

conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los 

bienes de las entidades u órganos respectivos. 

 

Es de resaltar que sobre el particular que la sección tercera del Consejo de 

Estado en sentencia del 6 de noviembre de 201915 y del 29 de enero de 

202116, ha precisado sobre la vialidad, de decretar la medida de embargo, 

como excepción al principio de inembargabilidad, basado en los 

lineamientos contenidos en las providencias de la Corte Constitucional., al 

respecto, señaló: 

 
“A partir de los pronunciamientos jurisprudenciales a que se ha hecho 

referencia, se extrae que son excepciones al principio de 

inembargabilidad de los recursos públicos, los créditos u obligaciones: 

i) de origen laboral, con miras a efectivizar el derecho al trabajo en 

condiciones dignas y justas; ii) aquellos contenidos en sentencias 

judiciales, para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los 

derechos reconocidos en dichas providencias; iii) los que provienen de 
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títulos emanados del Estado que contengan obligaciones claras, 

expresas y exigibles; y iv) los recursos de destinación específica como 

los provenientes del Sistema General de Participaciones, siempre y 

cuando las obligaciones reclamadas tengan como fuente alguna de las 

actividades a las cuales estaban destinados dichos recursos (educación, 

salud, agua potable y saneamiento básico). (…) En ese entendido, como 

las disposiciones del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo y del Código General del Proceso a las 

que alude la impugnante presentan un contenido normativo similar al 

que ya fue analizado por la Corte Constitucional en las providencias 

que consolidaron el precedente que establece excepciones a la 

inembargabilidad de los recursos públicos, la Sala considera que dicho 

criterio jurisprudencial se mantiene incólume y resulta vinculante, 

incluso, en vigencia de estas últimas normativas. En el caso concreto, 

se pretende la ejecución de la condena impuesta en la sentencia 

proferida el 13 de noviembre de 2008 por el Tribunal Administrativo 

del Cesar, modificada parcialmente por esta Subsección, en sentencia 

de 26 de febrero de 2014, la cual se encuentra en firme. Por 

consiguiente, la medida de embargo decretada en primera instancia es 

procedente toda vez que se configura una de las excepciones al 

principio de inembargabilidad dispuesta por la jurisprudencia 

constitucional, en tanto el crédito sobre el cual se funda el proceso de 

ejecución proviene de una sentencia debidamente ejecutoriada.” 

 

Conforme al avance jurisprudencial precitado, se colige que la Corte 

Constitucional, precaviendo el principio de inembargabilidad con el fin de 

preservar los recursos del Estado, adoptó por contemplar las excepciones a 

dicho principio fundamentado en los valores y derechos constitucionales 

relacionados al derecho a la dignidad humana y el derecho al trabajo, ha 

afecto de evitar hacer nugatoria, las medidas cautelares ante las 

particularidades de cada asunto.  

 

Colorario al tema en debate, es señalar que esta Corporación Judicial se ha 

pronunciado sobre el asunto, en sentencia del 8 de febrero de 2019, dentro 

del proceso ejecutivo, en el cual se ordenó confirmar la decisión del a quo, 

que ordenó decretar la medida cautelar de embargo de los dineros que la 

UGPP posea en una de las entidades bancarias, salvo las cuentas del 

sistema general de participaciones, regalías y recursos de la seguridad 

social. 

 

Requisitos para decretar la medida cautelar 

 

Al respecto es preciso indicar que la parte ejecutante debe determinar 

expresamente cuáles son los fundamentos de derecho en que basa la 

solicitud de medida cautelar, y como se advirtió en el acápite anterior, 

cuando el debate surge por la falta de cumplimiento en el pago de una 

obligación contenida en el titulo ejecutivo, que debe ser cumplida por 

entidades públicas, sus recursos están sometidos al presupuesto del orden 

territorial o nacional. 

 

En este sentido, se ilustra en sentencia de la Sección Primera del Consejo 

de Estado18, sobre la carga procesal que le impone al ejecutante en 
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sustentar de manera adecuada la solicitud de medida cautelar a efectos de 

su decreto, al citar una decisión del Tribunal de Cundinamarca, sobre el 

punto explica: 

 
“En tercer lugar dado que, el actor no ofrece la norma en que debe 

fundamentarse el juzgador para decretar la medida cautelar solicitada, 

tal y como lo dispone los mandatos del parágrafo del art. 594 del CGP, 

por tanto, la parte actora incumplió la carga procesal que le 

correspondía para que el juzgador procediera a lo solicitado, dado que 

ni en la solicitud de la medida cautelar ni en el recurso de apelación hizo 

referencia a la normativa que le permitía al juez proceder conforme a lo 

solicitado. Tampoco el juez de instancia en la providencia apelada 

señaló la disposición que le posibilitaba tomar tal decisión. Y, no puede 

ser el fundamento normativo de lo pretendido el art. 593-10 del CGP, 

dado que como se señaló previamente, el parágrafo del art. 594 del 

mismo estatuto exige al fallador precisar la normatividad en que se 

ampara para decretar la medida cautelar solicitada 

 

Niega Decreto de medida cautelar 

 

En el caso sub examine, se observa que la petición de medida cautelar 

solicitada no cumple con las previsiones establecidas en el artículo 593 

numerales 6 y 10 del CGP.  Lo anterior, comoquiera que misma fue 

determinada de manera abstracta en cuanto a las palabras “activos”, 

“cualquier modalidad de ahorro” y “activos bancarios”. 

  

En este sentido, se denegará la solicitud de medida cautelar y se ordenará 

continuar con el trámite procesal pertinente. 

 

Es por ello que, 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: ABSTENERSE en decretar la medida cautelar conforme a 

los argumentos expuestos en este proveído.  

 

SEGUNDO: Continúese con el trámite ordinario del proceso.   

 

TERCERO: Procédase a notificar la providencia. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
 

                      No.         
 
                      FECHA: 15/11/2022 
 

Secretario 
 



 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 

Magistrado: Publio Martín Andrés Patiño Mejía 

 

Manizales, noviembre quince (15) de dos mil veintidós (2022) 

            A.I. 225 

 

Medio de Control: Ejecutivo 

Demandante: Danelly Medina Ocampo y Otros 

Demandado: Instituto Nacional Penitenciario INPEC 

RADICADO: 170012300-000-2006-01515-00 

 

1. Asunto 

 

En virtud de la constancia secretarial aportada en el expediente digital, se 

procederá a determinar la procedencia de librar mandamiento ejecutivo de 

pago. 

 

Antecedentes 

 

A través de correo electrónicoabogadosconsultores03@hotmail.co,1 el 

demandante solicitó la ejecución en el proceso de reparación directa, con el 

fin de librar mandamiento de pago derivado de la sentencia proferida el 7 

de abril del 2011, por esta Colegiatura en primera instancia y en sentencia 

del 5 de diciembre del 2016 proferida por el Consejo de Estado en segunda 

instancia.  

 

Inicialmente consideró que se adeudan las sumas de dinero por concepto de 

perjuicios morales, a los accionantes, conforme a lo ordena por el Consejo 

de Estado, de acuerdo a las siguientes sumas: 

 

Demandante Perjuicios Morales 

Pedro Olmedo Medina 

Osorio  

100 SLMMLV 

Sonia Esperanza 

Campo 

100 SLMMLV 

Alexander Medina 

Jaramillo 

50 SLMMLV 

Fernando Medina 

Jaramillo 

50 SLMMLV 

Danellys Medina 

Campo 

50 SLMMLV 

                                                 
1 Expediente digital archivo 04CorreoRecibiod…msg 
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A su vez, solicitó el pago de intereses moratorios desde el momento de la 

ejecutoria de la sentencia y costas procesales. 

 

Solicitud de la medida cautelar2 

 

La parte ejecutante solicitó que se decrete el embargo y secuestro de todo 

los activos, cuenta de ahorros, CDT, y cualquier modalidad de ahorro o 

activo bancario que se encuentre a nombre de la entidad demandada en las 

siguiente entidades financieras: BANCO AGRARIO DE COLOMBIA, 

BANCO AVVILLAS, BANCO CAJA SOCIAL, BANCO DE 

OCCIDENTE, BANCO GRAN AHORRAR, BANCO POPULAR, 

BANCOLOMBIA, BANCO BBVA, BANCO DE BOGOTA, CITI 

COLOMBIA, BANCO COLPATRIA, CORFICOLOMBIANA, BANCO 

DAVIVIENDA, FONDO NACIONAL DEL AHORRO, BANCO GNB 

SUDAMERIS, BANCO SANTANDER, BANCO AGRARIO DE 

COLOMBIA, CITIBANK, BANCO CORPBANCA, ,BANCAMIA S.A., 

BANCOOMEVA, BANCO FINANDINA, BANCO FALABELA, 

BANCO PICHINCHA, BANCO MUNDO MUJER, BANCO 

SERFINANZAS, CREDIBANCO. 

 

Con el fin de adelantar el medio de control, el interesado arribó los 

siguientes documentos en archivo digital: 

 

• Sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Caldas del 7 de 

abril del 2011 y por el Consejo de Estado Sección Tercera del 5 de 

diciembre del 20163. 

 

• Constancia secretarial donde se acredita la fecha de ejecutoria de la 

sentencia del 5 de diciembre de 2016, la cual data entre los días 21 al 23 

de febrero de 20174. 

 

• Trámite de Sucesión del Causante Fernando Medina Ocampo, 

adelantado en la Notaría del Círculo de Santiago de Cali, por los 

herederos Pedro Olmedo Medina Osorio y Danellys Medina Campo, en 

calidad de curadora de la señora Sonia Esperanza Campo5. 

 

• Proceso de interdicción de Persona con discapacidad Mental, adelantado 

ante el Juzgado Séptimo de Familia de Oralidad el cual ordena nombrar 

a la señora Danellys Medina Campo como curadora provisional de la 

señora Sonia Esperanza Campo6. 

 

                                                 
2 Expediente digital archivo01DemandaPoderMedidaCautelar 
3 Expediente digital archivo03anexos pág. 12 - 54 
4 Expediente digital archivo03anexos pág.  78 
5 Expediente digital archivo03anexos pág.  117 
6 Expediente digital archivo03anexos pág.  120 
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• Solicitud de cumplimiento de sentencia radicado 2020ER0127964 del 5 

de noviembre de 2020, ante el Instituto Penitenciario Inpec7, en conjunto 

con anexos. 

 

• Oficios de radicación del 2021ER0034645 y 2020ERO127961 suscritos 

por el Grupo de Liquidaciones Fallos Judiciales. 

 

• Cálculo de liquidación efectuada por el contador liquidador de la 

Corporación. 

 

Consideraciones 

 

4.1. Competencia 

 

Conforme al artículo 125.2.h 155 y 297 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y 20 de la Ley 2080 de 

2021, el despacho es competente para conocer del presente debate. 

 

4.2. Problema Jurídico 

 

El presente asunto consiste en determinar ¿Si es procedente librar 

mandamiento de pago por las sumas, solicitadas en la demanda?  

 

4.3. Normativa y jurisprudencia aplicable  

 

 Los artículos 297 del CPACA y 422 del CGP consideran como título 

ejecutivo las sentencias debidamente ejecutoriadas, en este caso, proferidas 

por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales 

se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias.   

 

Atendiendo que la presentación de la demanda, se hizo en vigencia del 

CCA, es dable dar aplicación al artículo 177 ibidem, que reguló lo 

pertinente al cumplimiento de las sentencias y conciliaciones, por parte de 

la entidad pública, que impone el deber a la entidad de realizar las medidas 

necesarias para su cumplimiento, y ser ejecutables en el término de 

dieciocho (18) meses después de la ejecutoria.  

 

De la misma manera la preceptiva dispone su cumplimiento en el término 

de treinta (30) días y el pago de la obligación en un máximo de seis (6) 

meses.  

 

Así mismo, advierte en caso de no realizar los trámites para dicho pago por 

parte del interesado, en los 6 meses contados a partir de la ejecutoria cesará 

la causación de intereses moratorios, hasta que se presente la solicitud.   

 

Como el CPACA no reguló el procedimiento ejecutivo, por remisión 

expresa del artículo 306 se aplican las disposiciones del CGP.   

 

                                                 
7 Expediente digital archivo carpetasubsanacion oFICIO 2021EE0006767pág. 1 
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En efecto el artículo 422 del Código General del Proceso, reguló las 

obligaciones que deben demandarse, a través del proceso ejecutivo, el texto 

señala: 

 
“Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las 

obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 

provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba 

contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por 

juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, 

o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación 

de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás 

documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un 

proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el 

interrogatorio previsto en el artículo 184.”  

 

 

5. Naturaleza del título ejecutivo 

 

Por su parte, el Honorable Consejo de Estado6, conforme a lo previsto en el 

artículo 422 del Código General del Proceso, ha precisado sobre las 

características del título ejecutivo, en cuanto a su contenido y conformación.  

 

Además, de las condiciones sustanciales y formales para la procedencia de 

su ejecución, al punto ha referido: 

 
“El título ejecutivo puede ser singular, es decir, estar contenido o 

constituido por un solo documento (por ejemplo, un título valor) o bien 

puede ser complejo y estar integrado por un conjunto de documentos 

(por ejemplo, por un contrato y las constancias de cumplimiento o recibo 

de las obras, servicios o bienes contratados, el reconocimiento del 

deudor respecto del precio pendiente de pago, el acta de liquidación, 

etc.). Esta Subsección, con base en lo dispuesto en el artículo 422 del 

Código General del Proceso, ha señalado que los títulos ejecutivos, al 

margen de si son simples o complejos, deben gozar de unas condiciones 

formales y otras sustanciales; las primeras se refieren a que los 

documentos donde consta la obligación deben ser auténticos y emanar 

del deudor o de su causante, de una decisión condenatoria proferida por 

un juez o un tribunal u otra providencia judicial que tenga fuerza 

ejecutiva; las segundas se traducen en que las obligaciones a favor del 

ejecutante o de su causante y a cargo del ejecutado o de su causante 

deben ser claras, expresas y exigibles 

 

Sobre los requisitos sustanciales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

ha dicho: 
 

“(…) La obligación es expresa cuando surge manifiesta de la redacción 

misma del documento, en el cual debe aparecer el crédito - deuda en 

forma nítida, es decir, que la obligación esté declarada de forma expresa 

sin que haya lugar a acudir a elucubraciones o suposiciones; la 

obligación es clara cuando está determinada de forma fácil e inteligible 

en el documento o documentos y en sólo un sentido; y la obligación es 

exigible cuando su cumplimiento no está sujeto a plazo o a condición, es 

decir, ante la existencia de plazo o condición, la obligación se torna 
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exigible cuando el término para su cumplimiento ya venció o cuando la 

condición ya acaeció…” 

 

En este sentido, es procedente destacar que la Alta Corporación 

Administrativa, ha expuesto sobre la procedibilidad de librar mandamiento 

de pago, siempre y cuando se cumplan con los requisitos sustantivos, entre 

ellos al requisito de exigibilidad, sin que sea dable al juzgador de la 

ejecución, modificar las condiciones, contenidas en la sentencia, al respecto 

expuso: 

 
“[S]e tiene que la condena que dio origen al presente proceso ejecutivo se 

impuso mediante sentencia del 29 de septiembre de 2011 –condena que se 

confirmó y actualizó en el fallo de segunda instancia– y el recurso de alzada 

contra ese fallo se formuló el 18 de octubre de 2011, esto es, en vigencia del 

Decreto 01 de 1984 (Código Contencioso Administrativo) y el Código de 

Procedimiento Civil y, por ello, para el cumplimiento de dicha sentencia –

título ejecutivo– resultan aplicables los mencionados estatutos. […] En este 

contexto, se advierte que la obligación contenida en la sentencia fue 

sometida a un plazo (evento futuro y cierto) para su cumplimiento, el cual 

se deriva del contenido de la normativa mencionada, específicamente, del 

artículo 177 del Código Contencioso Administrativo […] En este punto, es 

importante recordar que al juez a cargo de la ejecución le está vedado 

modificar las condiciones sustantivas de la obligación contenidas en la 

sentencia de condena; por consiguiente debe sujetarse a su contenido literal 

y, podrá librar el correspondiente mandamiento de pago, únicamente si 

aquél –título ejecutivo– cumple con las condiciones formales y sustanciales, 

previamente expuestas. Bajo estas circunstancias, coincide la Sala con la 

conclusión a la que arribó el a quo en la providencia apelada, esto es, que 

en el asunto bajo estudio, el título ejecutivo no cumple con el requisito 

sustancial de exigibilidad, dado que la obligación en él contenida está 

subyugada a un plazo, el cual no se ha cumplido. Así las cosas, la sentencia 

del 28 de agosto de 2019, quedó en firme el 13 de septiembre siguiente, 

razón por la cual, los 18 meses (plazo establecido en la sentencia) para 

proceder con su ejecución expiran el 14 de marzo de 2021 y, por ello, como 

dicho título no cumple con uno de los requisitos sustanciales previstos en la 

ley, resulta improcedente librar el mandamiento de pago solicitado en la 

demanda.”rft 

 

Conforme a las normas reseñadas y a los lineamientos jurisprudenciales, es 

preciso colegir, de acuerdo a las particularidades del título ejecutivo, en 

cuanto a su formación, cuando concierne de modo singular cuando lo 

constituye a un solo documentos, este debe, cumplir con las condiciones 

formales y sustanciales. Que permiten hacer exigible la obligación del 

deudor, y a favor del ejecutante, al acreditarse como clara, expresa y 

exigible. 

 
 

Mandamiento de Pago 

 

Comoquiera que se encuentra aportada la liquidación adjunto con las 

actualizaciones se procederá a librar mandamiento ejecutivo de pago de 

conformidad con los artículos 422 y 430 del Código General del Proceso, y 

como quiera que la entidad ejecutada no ha dado cumplimiento parcial ni 
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total a la orden impartida en la sentencia que presta mérito ejecutivo, la cual 

se encuentra en firme, aun cuando los ejecutantes solicitaron el 

cumplimiento y allegaron los documentos para el efecto ante la entidad. 

 

En este orden de ideas, el Despacho se basará en la liquidación efectuada, 

por el contador adscrito a la Corporación Judicial con base en los siguientes 

datos y cálculos extraídos de la documentación aportada: 

 

Información allegada al expediente 

 

- Fecha de sentencia de segunda instancia: 5 de diciembre de 2016 

- Fecha de Ejecutoria de la sentencia: 23 de febrero de 2017 

- Solicitud de cumplimiento:  5 de noviembre de 2020 

 

El cálculo de capital e intereses moratorios, se realiza teniendo en cuenta el 

valor del salario mínimo legal mensual vigente para el año 2016. 

 

De conformidad con el artículo 177 del CCA, y teniendo en cuenta que la 

reclamación se presentó el día 5 de noviembre de 2020, se cuentan los 

intereses moratorios, a partir de los seis (6) meses de la ejecutoria, y se 

suspendieron desde el 23 de agosto de 2017 hasta el 4 de noviembre de 

2020. 

 

DEMANDANTE CAPITAL INTERES TOTAL 

PEDRO OLMEDO MEDINA OSORIO 68.945.500,00 37.336.567,09  106.282.067,09  

SONIA ESPERANZA CAMPO 68.945.500,00 37.336.567,09  106.282.067,09  

 

 

Año Mes  Días  

 Tasa 

Interés 

Corriente   

 Tasa 

Interés 

Moratorio  

 Interés 

Nominal 

Mensual  

 Interés 

Mensual  

 Interés 

Acumulado  

2017 Febrero 8 22,34 33,51 2,438% 448.167,96  448.167,96  

2017 Marzo 30 22,34 33,51 2,438% 1.680.629,84  2.128.797,79  

2017 Abril 30 22,33 33,495 2,437% 1.679.968,56  3.808.766,35  

2017 Mayo 30 22,33 33,495 2,437% 1.679.968,56  5.488.734,91  

2017 Junio 30 22,33 33,495 2,437% 1.679.968,56  7.168.703,47  

2017 Julio 30 21,98 32,97 2,403% 1.656.780,82  8.825.484,29  

2017 Agosto 22 21,98 32,97 2,403% 1.214.972,60  10.040.456,89  

2017 Septiembre   21,48 32,22 2,355% 0,00  10.040.456,89  

2017 Octubre   21,15 31,725 2,323% 0,00  10.040.456,89  

2017 Noviembre   20,96 31,44 2,304% 0,00  10.040.456,89  

2017 Diciembre   20,77 31,155 2,286% 0,00  10.040.456,89  

2018 Enero   20,69 31,035 2,278% 0,00  10.040.456,89  

2018 Febrero   21,01 31,515 2,309% 0,00  10.040.456,89  

2018 Marzo   20,68 31,02 2,277% 0,00  10.040.456,89  

2018 Abril   20,48 30,72 2,257% 0,00  10.040.456,89  

2018 Mayo   20,44 30,66 2,254% 0,00  10.040.456,89  

2018 Junio   20,28 30,42 2,238% 0,00  10.040.456,89  

2018 Julio   20,03 30,045 2,213% 0,00  10.040.456,89  
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2018 Agosto   19,94 29,91 2,205% 0,00  10.040.456,89  

2018 Septiembre   19,81 29,715 2,192% 0,00  10.040.456,89  

2018 Octubre   19,63 29,445 2,174% 0,00  10.040.456,89  

2018 Noviembre   19,49 29,235 2,160% 0,00  10.040.456,89  

2018 Diciembre   19,4 29,1 2,151% 0,00  10.040.456,89  

2019 Enero   19,16 28,74 2,128% 0,00  10.040.456,89  

2019 Febrero   19,7 29,55 2,181% 0,00  10.040.456,89  

2019 Marzo   19,37 29,055 2,148% 0,00  10.040.456,89  

2019 Abril   19,32 28,98 2,143% 0,00  10.040.456,89  

2019 Mayo   19,34 29,01 2,145% 0,00  10.040.456,89  

2019 Junio   19,3 28,95 2,141% 0,00  10.040.456,89  

2019 Julio   19,28 28,92 2,139% 0,00  10.040.456,89  

2019 Agosto   19,32 28,98 2,143% 0,00  10.040.456,89  

2019 Septiembre   19,32 28,98 2,143% 0,00  10.040.456,89  

2019 Octubre   19,1 28,65 2,122% 0,00  10.040.456,89  

2019 Noviembre   19,03 28,545 2,115% 0,00  10.040.456,89  

2019 Diciembre   18,91 28,365 2,103% 0,00  10.040.456,89  

2020 Enero   18,77 28,155 2,089% 0,00  10.040.456,89  

2020 Febrero   19,06 28,59 2,118% 0,00  10.040.456,89  

2020 Marzo   18,95 28,425 2,107% 0,00  10.040.456,89  

2020 Abril   18,69 28,035 2,081% 0,00  10.040.456,89  

2020 Mayo   18,19 27,285 2,031% 0,00  10.040.456,89  

2020 Junio   18,12 27,18 2,024% 0,00  10.040.456,89  

2020 Julio   18,12 27,18 2,024% 0,00  10.040.456,89  

2020 Agosto   18,29 27,435 2,041% 0,00  10.040.456,89  

2020 Septiembre   18,35 27,525 2,047% 0,00  10.040.456,89  

2020 Octubre   18,09 27,135 2,021% 0,00  10.040.456,89  

2020 Noviembre 26 17,84 26,76 1,996% 1.192.484,51  11.232.941,40  

2020 Diciembre 30 17,46 26,19 1,957% 1.349.538,08  12.582.479,48  

2021 Enero 30 17,32 25,98 1,943% 1.339.782,14  13.922.261,62  

2021 Febrero 30 17,54 26,31 1,965% 1.355.106,22  15.277.367,84  

2021 Marzo 30 17,41 26,115 1,952% 1.346.055,52  16.623.423,36  

2021 Abril 30 17,31 25,965 1,942% 1.339.084,71  17.962.508,08  

2021 Mayo 30 17,22 25,83 1,933% 1.332.804,47  19.295.312,55  

2021 Junio 30 17,21 25,815 1,932% 1.332.106,29  20.627.418,84  

2021 Julio 30 17,18 25,77 1,929% 1.330.011,27  21.957.430,11  

2021 Agosto 30 17,24 25,86 1,935% 1.334.200,62  23.291.630,73  

2021 Septiembre 30 17,19 25,785 1,930% 1.330.709,69  24.622.340,42  

2021 Octubre 30 17,08 25,62 1,919% 1.323.022,93  25.945.363,34  

2021 Noviembre 30 17,27 25,905 1,938% 1.336.294,26  27.281.657,60  

2021 Diciembre 30 17,46 26,19 1,957% 1.349.538,08  28.631.195,68  

2022 Enero 30 17,66 26,49 1,978% 1.363.449,36  29.994.645,04  

2022 Febrero 30 18,3 27,45 2,042% 1.407.763,09  31.402.408,13  

2022 Marzo 30 18,47 27,705 2,059% 1.419.482,49  32.821.890,62  

2022 Abril 30 19,05 28,575 2,117% 1.459.305,53  34.281.196,15  

2022 Mayo 30 19,71 29,565 2,182% 1.504.322,05  35.785.518,20  

2022 Junio 30 20,4 30,6 2,250% 1.551.048,89  37.336.567,09  
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DEMANDANTE CAPITAL INTERES TOTAL 

ALEXANDER MEDINA 

JARAMILLO 34.472.750,00 18.668.283,54  53.141.033,54  

FERNANDO MEDINA CAMPO 34.472.750,00 18.668.283,54  53.141.033,54  

DANELLYS MEDINA CAMPO 34.472.750,00 18.668.283,54  53.141.033,54  

 

 

Año Mes  Días  

 Tasa 

Interés 

Corriente   

 Tasa 

Interés 

Moratorio  

 Interés 

Nominal 

Mensual  

 Interés 

Mensual  

 Interés 

Acumulado  

2017 Febrero 8 22,34 33,51 2,438% 224.083,98  224.083,98  

2017 Marzo 30 22,34 33,51 2,438% 840.314,92  1.064.398,90  

2017 Abril 30 22,33 33,495 2,437% 839.984,28  1.904.383,18  

2017 Mayo 30 22,33 33,495 2,437% 839.984,28  2.744.367,46  

2017 Junio 30 22,33 33,495 2,437% 839.984,28  3.584.351,74  

2017 Julio 30 21,98 32,97 2,403% 828.390,41  4.412.742,15  

2017 Agosto 22 21,98 32,97 2,403% 607.486,30  5.020.228,45  

2017 Septiembre   21,48 32,22 2,355% 0,00  5.020.228,45  

2017 Octubre   21,15 31,725 2,323% 0,00  5.020.228,45  

2017 Noviembre   20,96 31,44 2,304% 0,00  5.020.228,45  

2017 Diciembre   20,77 31,155 2,286% 0,00  5.020.228,45  

2018 Enero   20,69 31,035 2,278% 0,00  5.020.228,45  

2018 Febrero   21,01 31,515 2,309% 0,00  5.020.228,45  

2018 Marzo   20,68 31,02 2,277% 0,00  5.020.228,45  

2018 Abril   20,48 30,72 2,257% 0,00  5.020.228,45  

2018 Mayo   20,44 30,66 2,254% 0,00  5.020.228,45  

2018 Junio   20,28 30,42 2,238% 0,00  5.020.228,45  

2018 Julio   20,03 30,045 2,213% 0,00  5.020.228,45  

2018 Agosto   19,94 29,91 2,205% 0,00  5.020.228,45  

2018 Septiembre   19,81 29,715 2,192% 0,00  5.020.228,45  

2018 Octubre   19,63 29,445 2,174% 0,00  5.020.228,45  

2018 Noviembre   19,49 29,235 2,160% 0,00  5.020.228,45  

2018 Diciembre   19,4 29,1 2,151% 0,00  5.020.228,45  

2019 Enero   19,16 28,74 2,128% 0,00  5.020.228,45  

2019 Febrero   19,7 29,55 2,181% 0,00  5.020.228,45  

2019 Marzo   19,37 29,055 2,148% 0,00  5.020.228,45  

2019 Abril   19,32 28,98 2,143% 0,00  5.020.228,45  

2019 Mayo   19,34 29,01 2,145% 0,00  5.020.228,45  

2019 Junio   19,3 28,95 2,141% 0,00  5.020.228,45  

2019 Julio   19,28 28,92 2,139% 0,00  5.020.228,45  

2019 Agosto   19,32 28,98 2,143% 0,00  5.020.228,45  

2019 Septiembre   19,32 28,98 2,143% 0,00  5.020.228,45  

2019 Octubre   19,1 28,65 2,122% 0,00  5.020.228,45  

2019 Noviembre   19,03 28,545 2,115% 0,00  5.020.228,45  

2019 Diciembre   18,91 28,365 2,103% 0,00  5.020.228,45  
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2020 Enero   18,77 28,155 2,089% 0,00  5.020.228,45  

2020 Febrero   19,06 28,59 2,118% 0,00  5.020.228,45  

2020 Marzo   18,95 28,425 2,107% 0,00  5.020.228,45  

2020 Abril   18,69 28,035 2,081% 0,00  5.020.228,45  

2020 Mayo   18,19 27,285 2,031% 0,00  5.020.228,45  

2020 Junio   18,12 27,18 2,024% 0,00  5.020.228,45  

2020 Julio   18,12 27,18 2,024% 0,00  5.020.228,45  

2020 Agosto   18,29 27,435 2,041% 0,00  5.020.228,45  

2020 Septiembre   18,35 27,525 2,047% 0,00  5.020.228,45  

2020 Octubre   18,09 27,135 2,021% 0,00  5.020.228,45  

2020 Noviembre 26 17,84 26,76 1,996% 596.242,26  5.616.470,70  

2020 Diciembre 30 17,46 26,19 1,957% 674.769,04  6.291.239,74  

2021 Enero 30 17,32 25,98 1,943% 669.891,07  6.961.130,81  

2021 Febrero 30 17,54 26,31 1,965% 677.553,11  7.638.683,92  

2021 Marzo 30 17,41 26,115 1,952% 673.027,76  8.311.711,68  

2021 Abril 30 17,31 25,965 1,942% 669.542,36  8.981.254,04  

2021 Mayo 30 17,22 25,83 1,933% 666.402,24  9.647.656,28  

2021 Junio 30 17,21 25,815 1,932% 666.053,14  10.313.709,42  

2021 Julio 30 17,18 25,77 1,929% 665.005,64  10.978.715,06  

2021 Agosto 30 17,24 25,86 1,935% 667.100,31  11.645.815,36  

2021 Septiembre 30 17,19 25,785 1,930% 665.354,84  12.311.170,21  

2021 Octubre 30 17,08 25,62 1,919% 661.511,46  12.972.681,67  

2021 Noviembre 30 17,27 25,905 1,938% 668.147,13  13.640.828,80  

2021 Diciembre 30 17,46 26,19 1,957% 674.769,04  14.315.597,84  

2022 Enero 30 17,66 26,49 1,978% 681.724,68  14.997.322,52  

2022 Febrero 30 18,3 27,45 2,042% 703.881,55  15.701.204,06  

2022 Marzo 30 18,47 27,705 2,059% 709.741,25  16.410.945,31  

2022 Abril 30 19,05 28,575 2,117% 729.652,77  17.140.598,08  

2022 Mayo 30 19,71 29,565 2,182% 752.161,02  17.892.759,10  

2022 Junio 30 20,4 30,6 2,250% 775.524,44  18.668.283,54  

 

 

TOTAL = CAPITAL + INTERESES 

 

PERJUICIOS MORALES SM 2016 CAPITAL INTERES TOTAL 

PEDRO OLMEDO MEDINA OSORIO 100 68.945.500 37.336.567 106.282.067 

SONIA ESPERANZA CAMPO 100 68.945.500 37.336.567 106.282.067 

ALEXANDER MEDINA JARAMILLO 50 34.472.750 18.668.284 53.141.034 

FERNANDO MEDINA CAMPO 50 34.472.750 18.668.284 53.141.034 

DANELLYS MEDINA CAMPO 50 34.472.750 18.668.284 53.141.034 

TOTAL     350 241.309.250 130.677.985 371.987.235 

 

 

CONCEPTO CAPITAL 

CAPITAL  241.309.250 

INTERESES 

MORATORIOS 130.677.985 

TOTAL 371.987.235 
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Por las razones anteriores, este Despacho librará mandamiento de pago en 

contra de la parte ejecutada, el Instituto Nacional Penitenciario INPEC, y a 

favor de los ejecutantes señores Pedro Olmedo Medina Osorio, Sonia 

Esperanza Campo representada por la curadora Danellys Medina Campo, 

Alexander Medina Jaramillo, a los herederos del señor Fernando Medina 

Campo (qepd) y Danellys Medina Campo, de conformidad con la orden 

contenida en las sentencias proferidas el 7 de abril de 2011 por esta 

Colegiatura y el 5 de diciembre de 2016 por el Consejo de Estado. 

 

Es por ello que se, 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Librar mandamiento de pago en contra del Instituto Nacional 

Penitenciario INPEC y favor de señores Pedro Olmedo Medina Osorio, 

Sonia Esperanza Campo representada por la curadora Danellys Medina 

Campo, Alexander Medina Jaramillo, a los herederos del señor Fernando 

Medina Campo (qepd), y Danellys Medina Campo, por las siguientes 

sumas de dinero: 

 

• DOSCIENTOS CUARENTA Y UN MILLONES TRESCIENTOS 

NUEVE MIL DOSCIENTOS CIENCUENTA PESOS 

($241.309.250), por concepto de capital. 

 

• CIENTO TREINTA MILLONES SEICIENTOS SETENTA Y 

SIETE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y CINCO PESOS 

($130.677.985), por concepto de intereses moratorios sobre las 

anteriores sumas de dinero. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al ente demandado a cancelar la obligación 

dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación personal de esta 

providencia. 

 

TERCERO: Una vez surtida la medida procédase a notificar 

personalmente a la presente providencia, mediante mensaje dirigido al 

buzón electrónico para notificaciones judiciales, del mandamiento de pago 

contenido en esta providencia, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 171, 197 y 199 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento 

Administrativo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 48 

de la Ley 2080 de 2021; A:  

 

- Al director del INSTITUTO PENITENCIARIO INPEC, o a quien haga 

sus veces al momento de la notificación.  

 

- Al Ministerio Público delegado.  

 

- A la Agencia Nacional de Defensa Judicial del Estado. 

 

- Notificar por estado el contenido de este auto a la parte actora.  
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CUARTO: El término de traslado de la demanda a la entidad demandada, 

a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio 

Público, de DIEZ (10) días, comenzará a correr vencidos los dos (2) días 

hábiles siguientes al envío el mensaje y el término respectivo corre a partir 

del día siguiente. Dentro de dicho término, de conformidad a lo establecido 

en el artículo 442 del C.G.P., la entidad demandada podrá proponer 

excepciones de mérito, expresando los hechos en que se funden, 

acompañando las pruebas relacionadas con ellas. En el mismo término, la 

Agencia del Ministerio Público y la Agencia Nacional para la Defensa 

Jurídica del Estado, podrá pronunciarse si a bien lo tienen.  

 

QUINTO: Sobre las costas se resolverá oportunamente en la sentencia. 
 

SEXTO: Ésta providencia se notificará a la parte demandante por estados 

electrónicos artículo 201 Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 50 de la 

Ley 2080 de 2021. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
 

                      No.         
 
                      FECHA:   16/11/2022 
 

Secretario 
 


